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Iniciativas

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 387 BIS AL CÓDIGO PENAL

FEDERAL, EN MATERIA DE OFERTA LABORAL FRAUDULEN-
TA, RECIBIDA DE LA DIPUTADA OFELIA SOCORRO JASSO

NIETO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI, EN LA SE-
SIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 23
DE JULIO DE 2025

La que suscribe, Ofelia Socorro Jasso Nieto, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXVI Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos: 71, frac-
ción II, y 78, párrafo segundo, fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116
y 122 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la conside-
ración del pleno de la Comisión Permanente del hono-
rable Congreso de la Unión, la siguiente, iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo
387 Bis al Código Penal Federal, en materia de oferta
laboral fraudulenta, de conformidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

En los últimos años, la evolución de las tecnologías de
la información y la comunicación ha transformado
profundamente las dinámicas del mercado laboral, fa-
cilitando el acceso a ofertas de empleo mediante pla-
taformas digitales y redes sociales.

No obstante, este mismo entorno ha sido aprovechado
por actores malintencionados para desplegar esquemas
de fraude laboral, afectando gravemente a personas
que, en el ejercicio legítimo de su derecho al trabajo,
son víctimas de engaños, extorsiones, robo de datos
personales, y en algunos casos, de delitos más graves
como la trata de personas.

El empleo fraudulento se manifiesta a través de anun-
cios falsos, páginas electrónicas apócrifas, perfiles que
suplantan empresas reconocidas o mensajes que pro-
meten oportunidades laborales inmediatas sin requisi-
tos formales, los cuales circulan masivamente en redes
sociales como Facebook, Instagram, WhatsApp, y
otras plataformas digitales.

Estas conductas no sólo transgreden la confianza de
quienes buscan un ingreso digno, sino que también ge-
neran un clima de inseguridad y desprotección en el
entorno digital, especialmente entre los sectores de po-
blación más vulnerables como jóvenes, mujeres, per-
sonas desempleadas, migrantes o en situación de vul-
nerabilidad.

La creciente incidencia de estos casos y la limitada ca-
pacidad institucional para prevenir, investigar y san-
cionar este tipo de delitos, evidencian la necesidad de
reforzar el marco jurídico para garantizar condiciones
mínimas de seguridad en la oferta y difusión de em-
pleos en medios digitales.

El problema también ha sido advertido por organismos
del sector privado. La firma OCC Mundial, especiali-
zada en capital humano, dio a conocer en su reporte
“Termómetro Laboral”, que 69 de cada 100 personas
en México entran en contacto con vacantes fraudulen-
tas hasta dos veces por semana.1

Entre las estafas más comunes se encuentran aquellas
en las que se solicita dinero para agenciar entrevistas,
acelerar procesos de colocación, emitir contratos o en-
tregar credenciales apócrifas. Asimismo, muchas de
estas ofertas falsas tienen como fin último recolectar
datos personales, cuentas bancarias o información sen-
sible, que luego es utilizada para cometer otros fraudes
o actividades delictivas.2

Además, no podemos dejar pasar uno de los casos más
estremecedores y recientes que refuerza la urgencia de
esta reforma, el descubrimiento de un centro de exter-
minio clandestino en el rancho Izaguirre, en Teuchi-
tlán, Jalisco, vinculado al Cártel Jalisco Nueva Gene-
ración. En ese lugar, las autoridades encontraron más
de 493 objetos personales que vinculan a personas
desaparecidas.3

El hallazgo fue acompañado por evidencia forense de
la existencia de hornos crematorios artesanales, donde
presuntamente se incineraron cuerpos humanos. La
magnitud del sitio y los indicios de su uso sistemático
como centro de desaparición forzada y ejecución evi-
dencian la gravedad del fenómeno y el nivel de sofis-
ticación del engaño empleado por los criminales.

De acuerdo con testimonios recabados por colectivos
de búsqueda y reportes periodísticos, muchas de las
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víctimas habrían sido atraídas al rancho mediante fal-
sas ofertas laborales, prometiéndoles trabajo bien re-
munerado en actividades agrícolas o de seguridad.
Posteriormente, fueron sometidas a condiciones de
privación ilegal de la libertad, tortura, explotación y,
en muchos casos, ejecución.

La brutalidad de los hechos y el modo en que se re-
clutaron a las víctimas refuerzan la necesidad de tipi-
ficar penalmente la difusión de ofertas laborales frau-
dulentas como medio directo e indirecto de
organizaciones criminales, a fin de prevenir estos deli-
tos desde su origen y sancionar a todos los eslabones
de la cadena delictiva.4

Por su parte, el Centro de los Derechos del Migrante
ha documentado cómo miles de personas en diversas
entidades del país han sido engañadas por supuestas
agencias de reclutamiento que ofrecen empleo en el
extranjero.

Los afectados pagan por trámites, exámenes o viáticos
que nunca se concretan, perdiendo sus recursos y que-
dando en situación de vulnerabilidad.

En su informe “Trabajos falsos a la venta”, el organis-
mo alerta sobre la falta de regulación efectiva en ma-
teria de reclutamiento laboral transnacional, lo cual ha
generado un ambiente propicio para el fraude. En mu-
chos casos, estas prácticas delictivas no logran encua-
drarse fácilmente en el tipo penal de fraude, lo que fa-
vorece la impunidad y deja sin protección a las
víctimas.

El informe también documenta que este tipo de fraude
no es esporádico, sino sistemático: más del 90 por
ciento de las personas encuestadas por el Centro de los
Derechos del Migrante en comunidades mexicanas
afirmaron haber pagado tarifas ilegales durante el pro-
ceso de reclutamiento, muchas veces por empleos que
no existían o que resultaban radicalmente distintos a lo
prometido. Además, el 58 por ciento de quienes fueron
entrevistados reportaron haber recibido información
engañosa sobre el trabajo, lo cual incluye salario, con-
diciones laborales o lugar de destino.5

Esta falta de transparencia en los procesos de recluta-
miento, sumada a la debilidad institucional en la fisca-
lización de agencias privadas y a la ausencia de figu-
ras penales claras en México, ha permitido que

personas trabajadoras, en especial migrantes y jornale-
ros, sean cautivadas, defraudadas y, en ocasiones, ex-
plotadas sin consecuencias para los responsables.

Por ello, resulta necesario crear un tipo penal específi-
co que sancione aquellas conductas que impliquen la
publicación de anuncios fraudulentos a través de pla-
taformas digitales, redes sociales, sitios web o cual-
quier otro medio electrónico, con la intención de en-
gañar a las personas y, mediante ese engaño, facilitar
la comisión de delitos como la explotación laboral, la
trata de personas o cualquier otro crimen relacionado.

La propuesta establece una pena de cinco a diez años
de prisión y una multa de trescientas a ochocientas
unidades de medida y actualización, considerando la
gravedad del daño potencial, la sistematicidad del en-
gaño y la necesidad de desincentivar este tipo de con-
ductas desde su etapa inicial. Esta sanción busca ser
proporcional a delitos afines como la trata de personas
o la corrupción de menores, pero adecuada al carácter
preparatorio de la conducta, sin requerir la consuma-
ción del delito posterior.

De esta manera, se fortalece el marco penal con un en-
foque preventivo, sin criminalizar errores o fallas ad-
ministrativas, pero cerrando el paso a esquemas deli-
berados de captación engañosa que ponen en riesgo la
vida, integridad o libertad de las personas.

Para ejemplificar lo anterior, presento el siguiente cua-
dro comparativo:

En virtud de lo anteriormente expuesto, me permito
someter a consideración del pleno de esta soberanía, la
siguiente iniciativa con proyecto de:
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Decreto por el que se adiciona el artículo 387 Bis al
Código Penal Federal, en materia de oferta laboral
fraudulenta

Único. Se adiciona el artículo 387 Bis al Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 387 Bis. Se impondrá pena de cinco a diez
años de prisión y de trescientas a ochocientas Uni-
dades de Medida y Actualización de multa, a quien,
mediante páginas de internet, redes sociales, plata-
formas digitales, servicios de mensajería instantá-
nea o cualquier otro medio electrónico, publique,
difunda o promueva ofertas de empleo falsas o
anuncios laborales fraudulentos que, de forma de-
liberada, busquen engañar a las personas solicitan-
tes o poner en riesgo su seguridad, datos personales
o patrimonio.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 https://occ-marketing.s3.amazonaws.com/tl-pdf/TL174.pdf

2 Ídem.

3 https://elpais.com/mexico/2025-03-12/una-1ista-de-493-obje-

tos-personales-emerge-de1-centro-de-exterminio-de-teuchitlan-

en-mexico.html 

4 ídem.

5 https://cdmigrante.org/wp-content/uploads/2019/04/Trabajos-

Falsos-a-la-Venta-Informe.pdf 

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 23 de julio de 2025.

Diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Julio 23 de 2025.)

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 5O. DE

LA LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FE-
DERAL EN MATERIA AMBIENTAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO

TECUTLI JOSÉ GUADALUPE GÓMEZ VILLALOBOS, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO,
EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 23 DE JULIO DE 2025

Quien suscribe, diputado Tecutli José Guadalupe Gó-
mez Villalobos integrante de esta LXVI Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, miembro del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos: 71, fracción
II, y 78, párrafo segundo, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y
122, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral; 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a consideración la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona la fracción V. al artículo 5o., recorriéndose
las subsecuentes de la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

En las últimas décadas, México ha enfrentado crecien-
tes desafíos ambientales que impactan directamente el
bienestar social, económico y ecológico del país. La
construcción y operación de infraestructura federal ha
sido indispensable para el desarrollo nacional; sin em-
bargo, también ha generado externalidades negativas
significativas, tales como la fragmentación de ecosis-
temas, la contaminación del aire y del agua, y el des-
plazamiento de comunidades.1, 2

Estas consecuencias han sido señaladas por organismos
como la Auditoría Superior de la Federación, el Insti-
tuto Mexicano del Transporte, la Semarnat, y diversos
institutos de investigación ambiental. A pesar de los
avances en regulación ambiental en otras leyes, como
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiental, la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal no contempla de manera explícita
la obligación de incorporar criterios ambientales en la
planeación, construcción, mantenimiento y operación
de estas obras. Esta omisión representa un rezago fren-
te a los estándares actuales de desarrollo sostenible y
una oportunidad para actualizar el marco jurídico.
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La Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal
establece las facultades de la Secretaría de Infraestruc-
tura, Comunicaciones y Transportes (SICT) para regu-
lar el sistema carretero federal y los servicios relacio-
nados.3 Sin embargo, el texto legal carece de una
disposición que mandate expresamente a dicha depen-
dencia a incorporar en sus funciones el principio de
sustentabilidad ambiental.

Esta omisión ha sido señalada en distintos diagnósti-
cos institucionales como una debilidad estructural del
marco jurídico que rige la obra pública carretera, ya
que permite que decisiones de alto impacto se tomen
sin lineamientos claros en materia de protección am-
biental, mitigación de daños ecológicos o respeto a
comunidades afectadas.

La presente iniciativa propone incorporar como facul-
tad expresa de la Secretaría de Infraestructura,
Comunicaciones y Transportes (SICT) la supervi-
sión del cumplimiento de criterios ambientales, en co-
ordinación con la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales (Semarnat).

Esta reforma permitirá:

1. Fortalecer el marco jurídico en materia de sus-
tentabilidad y responsabilidad ambiental.

2. Garantizar que la infraestructura federal se cons-
truya con una visión integral, que contemple los
impactos sociales, ecológicos y económicos.

3. Contribuir al cumplimiento de los compromisos
internacionales suscritos por México, como el
Acuerdo de París, la Agenda 2030 para el Desarro-
llo Sostenible, y el Convenio sobre la Diversidad
Biológica.4

4. Establecer un precedente legal para asegurar que
los proyectos de infraestructura se sometan a eva-
luaciones rigurosas de impacto ambiental y medi-
das de mitigación adecuadas.

Asimismo, la reforma busca generar mejores condi-
ciones para la participación ciudadana, la transparen-
cia en la gestión de proyectos carreteros y la rendición
de cuentas por parte de concesionarios y autoridades.

Al reconocer que el desarrollo económico no debe
contraponerse con el respeto al medio ambiente, esta
iniciativa responde al llamado urgente de una infraes-
tructura moderna, segura y comprometida con las ge-
neraciones presentes y futuras.

Incorporar esta obligación legal no solo fortalece la es-
tructura institucional en favor del desarrollo sustenta-
ble, sino que también responde a mandatos constitu-
cionales, particularmente al contenido del artículo 4º,
que reconoce el derecho de toda persona a un medio
ambiente sano, al artículo 25, que establece que el des-
arrollo nacional debe ser integral y sustentable y el ar-
tículo 27 donde estipula se dictarán las medidas nece-
sarias para ordenar los asentamientos humanos y
establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y des-
tinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar
obras públicas y de planear y regular la fundación,
conservación, mejoramiento y crecimiento de los cen-
tros de población; para preservar y restaurar el equili-
brio ecológico.5

Esta armonización es indispensable si se pretende que
los grandes proyectos carreteros no se conviertan en
factores de deterioro ecológico o conflictos sociales,
como lamentablemente ha ocurrido en el pasado re-
ciente.

Cabe mencionar que esta reforma responde al com-
promiso del Estado mexicano con la Agenda 2030 pa-
ra el Desarrollo Sostenible, adoptada en el seno de la
Organización de las Naciones Unidas.

Por lo anteriormente expuesto, y en aras de consolidar
un México más sustentable, respetuoso del entorno y
responsable con sus recursos naturales, se somete a
consideración el siguiente proyecto de decreto.

A continuación, se agrega un cuadro comparativo de la
propuesta para una mejor comprensión de la reforma:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona la fracción V al artí-
culo 5o., recorriéndose las subsecuentes de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Único. Se adiciona la fracción V al artículo 5o., reco-
rriéndose las subsecuentes de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, en los siguientes
términos:

Artículo 5o. Es de jurisdicción federal todo lo relacio-
nado con los caminos, puentes, así como el tránsito y
los servicios de autotransporte federal que en ellos
operan y sus servicios auxiliares.

Corresponden a la Secretaría, sin perjuicio de las otor-
gadas a otras dependencias de la Administración Pú-
blica Federal las siguientes atribuciones:

I a IV…

V. Supervisar, regular y garantizar que los pro-
yectos, obras y servicios en materia de caminos,
puentes y autotransporte federal cumplan con
los principios de sustentabilidad, minimización
del impacto ambiental y respeto a las comunida-
des y ecosistemas involucrados, en coordinación
con la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.

VI. Determinar las características y especificacio-
nes técnicas de los caminos y puentes; así como ac-
tualizar y publicar cuando se requiera la clasifica-
ción carretera en el Diario Oficial de la Federación;

VII. Expedir las normas oficiales mexicanas de ca-
minos y puentes, así como de vehículos de auto-
transporte y sus servicios auxiliares;

VIII. Derogada

XI. Establecer las bases generales de regulación ta-
rifaria.

Las motocicletas deberán pagar el 50 por ciento del
peaje que paguen los automóviles, y los permisio-
narios del servicio de autotransporte federal de pa-
sajeros, con apego en la ley y en su normatividad
interna, podrán ofrecer el 50 por ciento de descuen-
to a estudiantes de educación media superior y su-
perior, durante todo el año, y

X. Las demás que señalen otras disposiciones lega-
les aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente a partir de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. La Secretaría de Infraestructura, Comunica-
ciones y Transportes deberá, en un plazo no mayor a
ciento ochenta días naturales contados a partir de la
entrada en vigor de este Decreto, adecuar sus regla-
mentos, manuales, lineamientos y demás disposicio-
nes administrativas que resulten necesarias para dar
cumplimiento a lo dispuesto en la presente reforma.
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Tercero. Las concesiones, permisos u otros actos ad-
ministrativos vigentes a la entrada en vigor del pre-
sente Decreto deberán ajustarse a 210 días a lo esta-
blecido en esta reforma, conforme a las disposiciones
transitorias y a los mecanismos que para tal efecto
emita la Secretaría de Infraestructura, Comunicacio-
nes y Transportes.

Notas

1 Auditoría Superior de la Federación (ASF). (2020). Informe del

Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2020.

Auditoría de desempeño sobre infraestructura carretera.

https://www.asf.gob.mx

2 Instituto Mexicano del Transporte (IMT). (2020). Impacto am-

biental de los caminos rurales y carreteras en México. Secretaría

de Comunicaciones y Transportes (SCT).

3 Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal (última re-

forma DOF 15-11-2023).

4 Naciones Unidas. (2015). Agenda 2030 para el Desarrollo Sos-

tenible. Objetivo 9 y 13. https://www.un.org/sustainabledevelop-

ment/es/

5 Congreso de los Estados Unidos Mexicanos. (1917). Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, miércoles 23 de julio de 2025.

Diputado Tecutli José Guadalupe Gómez Villalobos
(rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Comunicaciones y Trans-
portes. Julio 23 de 2025.)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 21 Y 44 DE LA LEY GE-
NERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DIS-
CAPACIDAD, RECIBIDA DE LA DIPUTADA, ADRIANA BELIN-
DA QUIROZ GALLEGOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL 30 DE JULIO DE 2025.

La que suscribe, diputada Adriana Belinda Quiroz Ga-
llegos, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI legislatura del honorable Congreso de la

Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II; 78, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como
55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someto a consideración de esta asamblea
la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 21 y 44 de la Ley General para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Exposición de Motivos

La promulgación de la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad (LGIPD) en mayo
de 2011 representó un hito en la evolución del marco
normativo mexicano para el reconocimiento, promo-
ción y garantía de los derechos de las personas con
discapacidad. Esta legislación se diseñó con la finali-
dad de establecer las bases que permitieran asegurar la
inclusión plena, efectiva y en condiciones de igualdad
de este sector de la población, en todos los ámbitos de
la vida social, económica, cultural y política del país.

La LGIPD surgió como una respuesta directa a los
compromisos adquiridos por el Estado mexicano al ra-
tificar la Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad de la Organización de las Na-
ciones Unidas (CDPD), en el año 2007. Esta
Convención —de carácter vinculante para el Estado
mexicano— establece un marco de referencia interna-
cional que promueve un enfoque de derechos humanos
y un cambio de paradigma, pasando del modelo médi-
co-asistencialista al modelo social de la discapacidad.
Bajo este nuevo enfoque, la discapacidad no reside
únicamente en la condición individual de la persona,
sino en las barreras físicas, actitudinales, comunica-
cionales y normativas que impiden o restringen su par-
ticipación plena en la sociedad.

A más de una década de su entrada en vigor, la
LGIPD ha sido un instrumento valioso para impulsar
políticas públicas orientadas a la accesibilidad, la
educación inclusiva, la salud, el empleo, la movilidad
y la participación comunitaria. Sin embargo, en este
periodo también han surgido nuevas leyes generales,
reformas constitucionales, marcos regulatorios secto-
riales y criterios jurisprudenciales que han transfor-
mado de manera sustantiva el entorno normativo del
país. En muchos casos, estas disposiciones han intro-
ducido conceptos, definiciones y obligaciones que no
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son plenamente congruentes con lo dispuesto por la
LGIPD, generando inconsistencias jurídicas que afec-
tan la certeza, aplicación y coordinación de las políti-
cas públicas.

En este contexto, la armonización legislativa de la
LGIPD se presenta como una necesidad urgente y es-
tratégica para garantizar la coherencia del marco jurí-
dico nacional en materia de discapacidad. La armoni-
zación no solo implica revisar y actualizar las
disposiciones de la ley en función de los nuevos des-
arrollos normativos e institucionales, sino también
asegurar su compatibilidad con otros ordenamientos
legales federales y locales, a fin de establecer un siste-
ma articulado, accesible y efectivo que promueva la
igualdad sustantiva, la no discriminación y la plena in-
clusión de las personas con discapacidad.

La certeza jurídica es uno de los principales beneficios
de una legislación armonizada. En un Estado demo-
crático de derecho, las leyes deben ofrecer a las perso-
nas y a las instituciones un marco claro, predecible y
coherente de derechos, obligaciones y procedimientos.
Cuando existen contradicciones normativas, omisio-
nes, duplicidades o vacíos legales, se incrementa la in-
seguridad jurídica, se entorpece la aplicación efectiva
de la ley y se debilita la confianza en las instituciones
del Estado. Para las personas con discapacidad, esta
falta de claridad se traduce en mayores obstáculos pa-
ra acceder a servicios, ejercer derechos y obtener jus-
ticia, lo que perpetúa las condiciones de exclusión y
desigualdad estructural que la propia LGIPD busca
combatir.

Un marco jurídico desarmonizado también afecta la
operación de las autoridades responsables de imple-
mentar las políticas de inclusión. La dispersión nor-
mativa, las diferencias terminológicas y la ausencia de
mecanismos de coordinación claros entre los distintos
niveles de gobierno (federal, estatal y municipal) ge-
neran confusión institucional, duplicidad de esfuerzos
y deficiencias en la aplicación de recursos públicos, lo
que reduce la efectividad de los programas y limita su
impacto en la calidad de vida de las personas con dis-
capacidad.

La armonización de la LGIPD con leyes generales co-
mo la Ley General de Educación, la Ley General de
Salud, la Ley Federal del Trabajo, la Ley General pa-
ra la Igualdad entre Mujeres y Hombres, la Ley Gene-

ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
entre otras, es indispensable para garantizar que los
principios rectores de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad —como la ac-
cesibilidad, el diseño universal, la participación, la au-
tonomía y la igualdad de oportunidades— se reflejen
de manera transversal y efectiva en todo el orden jurí-
dico nacional.

Asimismo, la armonización normativa debe incluir el
fortalecimiento de los mecanismos de recolección y
análisis de datos estadísticos desagregados por disca-
pacidad, género, edad, origen étnico y condición so-
cioeconómica, con el fin de generar evidencia sólida
para la formulación, evaluación y mejora continua de
las políticas públicas. La ausencia de datos confiables
perpetúa la invisibilidad de las personas con discapa-
cidad en el diseño y ejecución de los programas gu-
bernamentales, lo cual impide alcanzar la equidad sus-
tantiva que mandata la Constitución y los tratados
internacionales.

Además, es crucial que esta armonización legislativa
se realice a partir de un proceso participativo, inclu-
yente y consultivo, donde las personas con discapaci-
dad, sus familias, sus organizaciones representativas y
los expertos en derechos humanos puedan aportar su
experiencia y visión. Solo así se garantizará que las re-
formas respondan a las necesidades reales del colecti-
vo, y que se reconozca su papel como agentes activos
de cambio, y no únicamente como beneficiarios de po-
líticas asistenciales.

Finalmente, es importante señalar que la armonización
de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad no debe limitarse a una actualiza-
ción técnica, sino que debe asumirse como una acción
legislativa estratégica y transformadora, que contribu-
ya a consolidar un país más justo, equitativo e inclu-
yente. La creación de un marco legal coherente, actua-
lizado y respetuoso de los derechos humanos permitirá
avanzar hacia una sociedad donde todas las personas,
sin excepción, puedan vivir con dignidad, autonomía y
plena participación.

Por lo anterior, se expone la siguiente propuesta de re-
forma:
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Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
la consideración de esta soberanía el siguiente:

Decreto por el que se reforman los artículos 21 y 44
de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad.

Único. Se reforman los artículos 21 y 44 de la Ley Ge-
neral para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, para quedar como sigue:

[...]

Artículo 21. La Secretaría de Bienestar promoverá el
derecho de las personas con discapacidad a un mayor
índice de desarrollo humano, así como el de sus fami-
lias, incluyendo alimentación, vestido y vivienda ade-
cuados y a la mejora continua de sus condiciones de
vida, sin discriminación por motivos de discapacidad.
Para estos efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer medidas que garanticen el acceso de
las personas con discapacidad en todas las acciones,
programas de protección y desarrollo social y estra-
tegias de reducción de la pobreza, en observancia
de todas aquellas disposiciones que les sean aplica-
bles de la Ley General de Desarrollo Social;

II. Establecer programas para la prestación de ser-
vicios de asistencia social para personas con disca-
pacidad en situación de pobreza, abandono o mar-
ginación, incluidos servicios de capacitación,
asistencia financiera y servicios de cuidados tempo-
rales, los cuales se extenderán a las regiones rurales,
las comunidades indígenas y afromexicanas;

III. Promover la apertura de establecimientos espe-
cializados para la asistencia, protección y albergue
para personas con discapacidad en situación de po-
breza, abandono o marginación, y

IV. Todas las demás que tengan como objeto mejo-
rar las condiciones sociales y permita potenciar las
capacidades de las personas con discapacidad.

[...]
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Artículo 44. La Junta de Gobierno del Consejo estará
integrada por once representantes del Poder Ejecutivo
federal, uno de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos y cinco representantes de la Asamblea Con-
sultiva.

Los representantes del Poder Ejecutivo federal serán
los titulares de las siguientes dependencias y entida-
des: Secretaría de Salud;

I. Secretaría de Bienestar;

II. Secretaría de Educación Pública;

III. Secretaría de Cultura;

IV. Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

V. Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

VI. Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes;

VII. Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia;

VIII. Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación;

IX. Comisión Nacional de Cultura Física y De-
porte, y

X. Comisión Nacional de Vivienda.

Los integrantes designados por la Asamblea Consulti-
va durarán en su encargo tres años, pudiendo ser rati-
ficados por otro periodo igual. Este cargo tendrá el ca-
rácter de honorífico.

El director general del Consejo participará con voz,
pero sin derecho a voto.

Asimismo, serán invitados permanentes a la Junta de
Gobierno con derecho a voz, pero no a voto, un repre-
sentante de cada uno de los siguientes órganos públi-
cos: Secretaría de Turismo, Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación e
Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Fuentes de Consulta:

Organización de las Naciones Unidas (ONU).

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

(CDPD).

Adoptada el 13 de diciembre de 2006 y ratificada por México el 17

de diciembre de 2007.

Disponible en: https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/

tccconvs.pdf

Gobierno de México.

Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Diario Oficial de la Federación, 30 de mayo de 2011. Última re-

forma publicada en DOF 20-01-2023.

Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/

LGIPD_200123.pdf

Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Per-

sonas con Discapacidad (CONADIS).

Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Per-

sonas con Discapacidad 2014-2018.

Secretaría de Gobernación, México. Disponible en:

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/102215/PNDIP

D_2014_2018.pdf

Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

de la ONU.

Observaciones finales sobre el informe inicial de México.

27 de octubre de 2014, CRPD/C/MEX/CO/1.

Disponible en: https://digitallibrary.un.org/record/785126
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Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH).

Informe Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos de

las Personas con Discapacidad en México. México, 2020.

Disponible en: https://www.cndh.org.mx/documento/ informe-espe-

cial-sobre-la-situacion-de-los-derechos-humanos-de-las-personas-

con-discapacidad-en-mexico

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).

Censo de Población y Vivienda 2020: Resultados sobre Discapa-

cidad. México, 2021.

Disponible en: https://www.inegi.org.mx/programas/ ccpv/2020/

Rendón, Tania. Derechos Humanos y Discapacidad: Hacia una

Armonización Legislativa en México.

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, Revista Mexi-

cana de Derecho, Vol. 2, No. 4, 2018.

Rodríguez Álvarez, Mariana. Discapacidad y Legislación Mexi-

cana: Entre el Enfoque Médico y el Enfoque de Derechos.

Revista IUS, Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, Vol. 13,

No. 43, 2019.

Maldonado Castañeda, Ernesto. Armonización legislativa en

materia de discapacidad: retos y perspectivas. Instituto Belisario

Domínguez, Senado de la República, Serie Cuadernos de Investi-

gación No. 30, 2016.

Disponible en: https://bibliodigitalibd.senado.gob.mx /han-

dle/123456789/3162

Secretaría de Gobernación (SEGOB).

Guía para la Armonización Legislativa con la Convención sobre

los Derechos de las Personas con Discapacidad. México, 2013.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 30 de julio de 2025.

Diputada Adriana Belinda Quiroz Gallegos (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables. Julio 30 de 2025.)

QUE ADICIONA UN PÁRRAFO SEGUNDO Y TERCERO AL AR-
TÍCULO 12 DE LA LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE IN-
FORMACIÓN ESTADÍSTICA Y GEOGRÁFICA, RECIBIDA DE

LA DIPUTADA ADRIANA BELINDA QUIROZ GALLEGOS,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JU-
LIO DE 2025

La que suscribe, diputada federal Adriana Belinda
Quiroz Gallegos, del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI legislatura de la honorable Cámara de Di-
putados, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II; 78, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona un párrafo segundo y tercero a el artí-
culo 12 de la Ley del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos años, el desarrollo de políticas públi-
cas basadas en evidencia se ha consolidado como un
principio fundamental para el buen gobierno. La in-
formación estadística y geográfica no solo permite
conocer la realidad del país, sino que se convierte en
una herramienta indispensable para planificar, imple-
mentar, monitorear y evaluar políticas públicas efica-
ces, justas y sostenibles. Sin embargo, esta informa-
ción debe ser pertinente, oportuna, desagregada y,
sobre todo, inclusiva.

La Ley del Sistema Nacional de Información Estadís-
tica y Geográfica establece los lineamientos generales
para la generación de Información de Interés Nacional.
No obstante, es necesario dar un paso más allá: asegu-
rar que el Programa Anual de Estadística y Geografía
contemple la producción transversal de datos des-
agregados por sexo, edad, origen étnico, discapaci-
dad, condición socioeconómica, entre otros facto-
res. Esta ampliación responde a una realidad urgente:
la invisibilidad estadística de las personas en situa-
ción de vulnerabilidad impide diseñar políticas que
respondan a sus necesidades específicas.

La experiencia internacional demuestra que, sin datos,
no hay diagnóstico; y sin diagnóstico, no hay solu-
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ciones viables. Por ello, esta iniciativa propone adi-
cionar un segundo y tercer párrafo al artículo 12 de la
ley, para establecer la obligatoriedad legal de inte-
grar información con enfoque de derechos huma-
nos, inclusión e igualdad en el marco de la planea-
ción estadística nacional. No se trata solo de cumplir
con formalidades técnicas, sino de colocar a las per-
sonas en el centro de las políticas públicas.

En México, los sectores más vulnerables —como las
mujeres, personas con discapacidad, pueblos y comu-
nidades indígenas, niñas, niños, adolescentes, perso-
nas mayores y personas en situación de pobreza— en-
frentan múltiples barreras para ejercer sus derechos.
Sin datos desagregados, estas barreras se mantienen
invisibles. Las brechas en acceso a la salud, educación,
empleo digno, justicia, participación política o servi-
cios básicos no pueden atenderse si no se conocen con
precisión, ni si se agrupan bajo promedios generales
que borran las desigualdades.

El reconocimiento legal de la necesidad de generar
y difundir información con perspectiva de inclu-
sión también responde a los compromisos internacio-
nales del Estado mexicano. La Agenda 2030 para el
Desarrollo Sostenible, a través de su Meta 17.18, ins-
ta a los países a aumentar la disponibilidad de datos
desagregados y confiables. Asimismo, la Convención
sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad, la CEDAW y otros tratados internacionales en
materia de derechos humanos hacen un llamado claro
y contundente: los datos son el primer paso para ga-
rantizar la igualdad sustantiva.

Además, contar con información oportuna y específi-
ca permite evaluar de forma objetiva las políticas
implementadas, medir su impacto en diferentes sec-
tores de la población y corregir las estrategias que no
estén funcionando. Esto es especialmente relevante en
contextos de emergencia o crisis, como lo fue la pan-
demia por Covid-19, que reveló las profundas des-
igualdades preexistentes y la falta de información pre-
cisa para responder eficazmente a las necesidades de
las comunidades más marginadas.

El fortalecimiento de la infraestructura estadística con
enfoque inclusivo también tiene un valor estratégico a
largo plazo. Contribuye a construir instituciones más
transparentes, a elevar la calidad del gasto público y a
fomentar la rendición de cuentas. La ciudadanía exige

resultados, pero también exige saber a quiénes se está
beneficiando y con qué criterios. Y esa respuesta solo
puede darse si los datos están disponibles, accesibles y
son socialmente útiles.

Adicionalmente, esta reforma otorga a las institucio-
nes responsables del Sistema Nacional de Información
Estadística y Geográfica una directriz clara y legal-
mente vinculante para incluir este enfoque transversal,
lo cual contribuirá a institucionalizar buenas prácticas
y a dar certeza jurídica a los procesos de producción y
análisis de datos.

En este sentido, la presente reforma tiene un impacto
trascendental: no solo mejora el contenido técnico del
Programa Anual de Estadística y Geografía, sino que
transforma la manera en que concebimos y utiliza-
mos la información pública. Se trata de una apuesta
por una política pública informada, focalizada, equita-
tiva y, sobre todo, humana.

Por ello, someto a la consideración de esta soberanía
esta propuesta, convencida de que avanzar hacia un
sistema estadístico más justo, incluyente y representa-
tivo es avanzar hacia un México más igualitario, don-
de nadie quede fuera de las cifras ni de las decisiones.

Por lo anterior, se expone la siguiente propuesta de
modificación:
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Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo segundo
y tercero a el artículo 12 de la Ley del Sistema Na-
cional de Información Estadística y Geográfica

Único: Se adiciona un párrafo segundo y tercero a el
artículo 12 de la Ley del Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica, para quedar como sigue:

Artículo 12. El Programa Anual de Estadística y Geo-
grafía deberá elaborarse tomando en consideración lo
dispuesto en el Programa Estratégico del Sistema Na-
cional de Información Estadística y Geográfica y en el
Programa Nacional de Estadística y Geografía, de-
biendo comprender las actividades a desarrollar por
cada Subsistema para la generación de Información de
Interés Nacional en el año al que corresponda, de con-
formidad con lo establecido en esta Ley.

El Programa Anual deberá incluir de manera
transversal la generación, integración, análisis y di-
fusión de información estadística y geográfica des-
agregada por sexo, grupo de edad, origen étnico,
discapacidad, condición socioeconómica y demás
factores que permitan identificar las condiciones de
los grupos en situación de vulnerabilidad, con el

objeto de fortalecer el enfoque de derechos, inclu-
sión e igualdad en la producción de Información de
Interés Nacional.

La ejecución de las actividades previstas en el Pro-
grama Anual de Estadística y Geografía quedará
sujeta a la disponibilidad presupuestaria de las
Unidades.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Ordénense las adecuaciones administrativas
y presupuestarias para su implementación progresiva.

Fuentes de consulta

• Naciones Unidas (2015). Transformar nuestro mundo: la Agen-

da 2030 para el Desarrollo Sostenible.

• CEPAL (2020). Guía metodológica para incorporar la perspec-

tiva de género en los sistemas estadísticos nacionales.

• ONU Mujeres (2022). Datos que transforman: Por qué necesita-

mos estadísticas con perspectiva de género.

• Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-

dad (CDPD).

• Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri-

minación contra la Mujer (CEDAW).

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Perma-
nente, a 23 de julio de 2025.

Diputada Adriana Belinda Quiroz Gallegos (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Gobernación y Población.
Julio 30 de 2025.)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 390 TER AL CÓDIGO PENAL

FEDERAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO ERNESTO NÚÑEZ

AGUILAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 30 DE JULIO DE 2025

El que suscribe, Ernesto Núñez Aguilar, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se adiciona el artículo 390 Ter al Código Penal Fede-
ral, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Todos pertenecemos a una familia, pero sabemos que
no todas las personas cuentan con una familia sólida
donde los dos pilares de ésta se encuentran unidos
(ambos padres). También tenemos conocidos o sabe-
mos de alguna relación en donde existen menores de
edad que sufren la separación de sus padres por dife-
rencias ajenas a su voluntad.

La paternidad conlleva una gran responsabilidad den-
tro de la vida de los menores; pues se trata de los cam-
bios más importantes en la existencia de todo ser hu-
mano: el rol de ser padres.

De acuerdo con la RAE, paternidad se define como la
“relación jurídica que se establece entre las personas a
quienes el derecho coloca en la condición de padre y
madre y las que sitúa en la de los hijos, de manera que
aquella realidad biológica es recogida por el ordena-
miento distribuyendo derechos y obligaciones entre
ellos”.

Formar una familia conlleva una responsabilidad muy
importante pues se trata del cuidado de una construc-
ción social en la que participan el padre y la madre, así
como los hijos que deriven de tal relación.

Las responsabilidades se desencadenan en el nivel tan-
to de derechos como de obligaciones legales.

Es decir, la responsabilidad de ser padre conlleva la
crianza, cuidado, educación, alimentación y protec-
ción de los infantes.

Los hijos nacidos en un matrimonio o derivados de
cualquier tipo de relación conyugal reconocen el pa-
rentesco de acuerdo con su afinidad y consanguinidad;
conforme al Código Civil Federal, la ley no reconoce
más parentesco que los aquí mencionados.

Ante la precisión señalada en el párrafo que antecede,
de acuerdo con una investigación realizada en 2016
por el Journal of Medical Ethics, se indicó que uno de
cada cincuenta padres estaba criando sin saberlo a un
hijo que es hijo biológico de otro hombre. Esta inves-
tigación fue realizada en Inglaterra, no obstante, he-
chos de esta índole son realizados en todas partes del
mundo.

Para el caso del país, según datos del Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi), “se estima que
17.8 millones de hombres de entre 20 y 54 años en
México en 2017 habían tenido al menos una hija o hi-
jo nacido vivo.

Esta cifra correspondía a 67 por ciento de la población
masculina estimada para ese grupo de edad.” La cifra
mencionada con antelación representa casi dos terce-
ras partes de la población en el país, lo cual refleja una
cifra en la que tanto padres y madres deben una res-
ponsabilidad con sus hijos en su crianza y cuidado.

Conforme a las obligaciones que tienen los padres con
sus hijos destacan las que son en pro de su desarrollo
integral.

No obstante, cuando uno de los padres falta en otor-
garle a los hijos los recursos necesarios para su des-
arrollo ya existe el juicio por alimentos como manera
de proteger al menor y garantizarle sus derechos.

En este caso de los derechos que tienen los menores
como garantía a un desarrollo y vida digna, se deriva
el tema de los alimentos, que son prácticamente el
otorgamiento de los recursos bastos para su desarrollo
integral, incluyendo: recibir vestido, comida, habita-
ción, atención médica y hospitalaria en su caso, cuan-
do el necesitado así lo requiera, es decir, constituye la
importancia de garantizar el derecho a la vida y que és-
ta sea digna.
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Quienes cubren todas estas necesidades son los padres
o madres de los menores porque son sobre quien recae
legalmente la responsabilidad del cuidado y crianza.
Cabe señalar que, para algunos casos y, sobre todo, pa-
ra proteger los derechos de terceros, el derecho de los
hijos para recibir alimentos es un derecho humano que
debe ser garantizado por el Estado en todo momento.

Conforme a la presente propuesta y bajo la investiga-
ción de la cual surge, existen causales que indican la
existencia de cierto porcentaje de la población en la
que, en este caso, el hombre puede ser víctima de un
engaño paternal.

Es decir, le han sido atribuidos el otorgamiento de ali-
mentos a un hijo que no es suyo.

Bajo el planteamiento anterior, las causales por las
cuales los afectados caen en el supuesto de creer que
un hijo es suyo y resulta que tiempo después conocen
que el menor no lo es, se da principalmente por el
adulterio o infidelidad en las relaciones.

Los matrimonios en México, según el Inegi, en el 5.9
por ciento de ellos la situación conyugal de las parejas
son separados, divorciados o viudos y sólo 0.5 por
ciento de los hombres es padre soltero. Por ello, las ra-
zones que desprenden esta circunstancia son las deri-
vadas del adulterio en las relaciones, principalmente.

A razón de lo expuesto, respecto a los hijos menores
que se deriven de una relación, los padres tienen la
obligación de velar por el cuidado, crianza y alimentos
para su desarrollo integral, aún y cuando estos hayan
terminado su relación conyugal. Por ejemplo, se cono-
ce y se sabe que, para garantizar el derecho de los ali-
mentos de los menores, la promoción del juicio por los
alimentos permite que a los hijos derivados de la rela-
ción se les garantice su derecho, siendo que estos cu-
bren todos los aspectos fundamentales para garantizar
el derecho a la vida y que ésta sea digna, por ejemplo:
el recibir vestido, comida, habitación, atención médica
y hospitalaria, en su caso, cuando el necesitado así lo
requiera.

Siendo así, entendemos que a los hijos que se hayan
derivado de una relación matrimonial o concubinato,
en todo momento los progenitores deben garantizar su
bienestar y desarrollo, sin importar si sus progenitores
se encuentren juntos o separados. Es decir, el lazo de

consanguinidad o relación biológica que exista (pater-
nidad) debe hacer frente a los temas legales a los que
refiere el Código Civil Federal.

Velar por los intereses de los hijos derivados de una re-
lación es una obligación que los progenitores tienen
con ellos y que el Estado protege para que los meno-
res tengan derecho y acceso a su desarrollo y vida dig-
na. Pero ¿Qué pasa entonces cuando en una relación
ambos padres se hacen cargo de un menor, y resulta
que solo es hijo de uno de los cónyuges? Bueno, cuan-
do el supuesto anterior se actualiza, pero ambos en la
relación están conscientes de eso, es lo que el Código
Civil Federal reconoce como afinidad: que es el pa-
rentesco entre los cónyuges y sus parientes contraído
con el matrimonio.

No obstante, y para materia de la presente iniciativa,
cuando derivado de una relación hay menores de por
medio refiriéndose a un parentesco por consanguini-
dad (de ambas partes, que tratan de aquellos que deri-
van del vínculo entre personas que descienden de un
tronco común), pero resulta que una de ellas no tiene
una relación biológica con el menor (comúnmente el
padre), éstas quedan en un estado de abuso e indefen-
sión debido a que no existe un procedimiento que pro-
teja y repare el daño a quienes han sido víctimas de es-
tos hechos.

Ahora, se puede considerar también que, ante el su-
puesto señalado en el párrafo anterior y que, sin im-
portar la situación conyugal de la pareja, los hombres
implicados son responsables con el cumplimiento de
los alimentos del menor o los menores implicados, es-
te acto es traducido en que las obligaciones legales
fueron impuestas ante una situación ficticia de una su-
puesta paternidad.

Por tanto, en este acto, derivado de una relación con-
yugal, una de las partes con el ánimo de perjudicar al
otro, transmite las obligaciones de paternidad y/o filia-
ción que bien corresponden a otra persona y, con ello,
la obligación de alimentos de los hijos, afectando el
patrimonio de la contraparte, así como el de los hijos
que sí existan en común (en caso de que los haya). An-
te este escenario, sabemos que el patrimonio de las
personas debe ser protegido en todo momento por la
legislación, y así como se vela por los derechos de los
menores se debe velar por los derechos de todas las
personas por igual.
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Dar alimentos a un hijo que supuestamente correspon-
de a un padre, pero que no lo es y éste desconoce la si-
tuación debe encontrarse tipificado por el Código Pe-
nal Federal y, si así lo consideran pertinente, los
congresos locales adaptarlo a sus legislaciones, por
tratarse de una estafa y abuso parental de paternidad.
Cabe mencionar que, también por ser un tema de gran
importancia, se propone que el afectado pueda solici-
tar la reparación de los daños y perjuicios realizados
en su persona y en su patrimonio. Es decir, hacer posi-
ble que el afectado pueda solicitar la indemnización
correspondiente por la falsa paternidad.

La propuesta contenida en esta iniciativa es conscien-
te de que el bienestar de los menores debe estar sol-
ventado en los alimentos bastos para su desarrollo in-
tegral, alimentos que deben ser otorgados por sus
progenitores o adoptantes (según los términos del Có-
digo Civil Federal) y no de aquellos a quienes se les ha
impuesto tal obligación con o sin dolo y a sabiendas de
que no son hijos de la persona a la que se le está tras-
pasando la obligación.

Siendo así, la propuesta que expresamos en la presente
iniciativa busca garantizar el desarrollo e interés supe-
rior de la niñez, ya que como lo ha señalado la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, todas aquellas situacio-
nes donde sean involucrados niños, niñas y adolescen-
tes deberán de proteger y privilegiar sus derechos.

Por lo expuesto y fundado me permito presentar a con-
sideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 390 Ter al
Código Penal Federal

Único. Se adiciona el artículo 390 Ter al Código Pe-
nal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 390 Ter. A quien atribuya las obligaciones
de parentesco o paternidad a un tercero que no le
corresponde se le impondrá de uno a cinco años de
prisión y cien a mil días multa, además del pago, en
calidad de reparación del daño, de las cantidades
suministradas oportunamente, cuando se incurra
en las siguientes conductas:

I. Intente o haga registrar a una persona, atribu-
yendo a terceros la paternidad que no le corres-
ponda, y

II. Valiéndose de la existencia de menores deri-
vados de una relación conyugal, oculte, transfie-
ra o adquiera a nombre de terceros bienes o in-
gresos económicos ordinarios y extraordinarios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Salón de sesiones del Senado de la República, sede de
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, a
30 de julio de 2025.

Diputado Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia, con opinión de la
Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia. Ju-
lio 30 de 2025.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LOS CÓDIGOS CIVIL FEDERAL, Y PENAL FEDERAL, EN

MATERIA DE PÉRDIDA Y SUSPENSIÓN DE LA PATRIA POTES-
TAD POR FEMINICIDIO, RECIBIDA DE LA DIPUTADA NORA

YESSICA MERINO ESCAMILLA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE

2025

La suscrita, Nora Yessica Merino Escamilla, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, de
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72, inciso h), de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artí-
culos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presentan a consideración de esta
soberanía, la iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona la fracción VII al artículo 444 y la fracción IV
al artículo 447 del Código Civil Federal, así como el
párrafo quinto al artículo 325 del Código Penal Fede-
ral, en materia de pérdida y suspensión de la patria po-
testad por feminicidio, conforme a la siguiente:
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Exposición de Motivos

El feminicidio no sólo asesina a mujeres; arrebata ma-
dres, hermanas, hijas, amigas y luchadoras sociales.

Deja, además, una estela de víctimas indirectas, espe-
cialmente hijas e hijos que sobreviven a la tragedia y
que muchas veces quedan expuestos a un segundo ni-
vel de violencia; crecer bajo la custodia, tutela o in-
fluencia de quien fue responsable de arrebatarles a su
madre.

En México, la violencia feminicida persiste como una de
las más crueles expresiones del machismo estructural.

Según el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, durante el año 2023 se registra-
ron 855 feminicidios. Detrás de cada cifra, hay una
historia desgarradora. Sin embargo, nuestro marco ju-
rídico federal sigue arrastrando omisiones graves: no
existe previsión legal que permita suspender la patria
potestad del presunto feminicida al ser vinculado a
proceso, ni que la extinga al dictarse una sentencia
condenatoria en su contra.

Este vacío legal fue brutalmente evidenciado en mayo
de 2022, con el asesinato de Cecilia Monzón Pérez,
activista, abogada y defensora de los derechos de las
mujeres en Puebla. Cecilia había denunciado violencia
política de género, omisiones institucionales y exigido
justicia en múltiples causas. Fue ejecutada a plena luz
del día, en un ataque que mostró planificación, recur-
sos y complicidades. Las investigaciones apuntaron a
su expareja sentimental y padre de su hijo, Javier N.,
ex diputado local del PRI y exfuncionario estatal, co-
mo autor intelectual del crimen.

Tras su feminicidio, su hijo –aún menor de edad– que-
dó legalmente expuesto a ser reclamado por el propio
presunto feminicida. Esta posibilidad, por absurda que
parezca, era jurídicamente viable por la falta de una
ley que protegiera de forma integral a las infancias
víctimas indirectas de feminicidio.

Fue entonces, cuando surgió la movilización social
que impulsó la creación de la “Ley Monzón”, bautiza-
da así en honor a Cecilia. En un acto de visibilizarían,
memoria, justicia y sensibilidad Legislativa, el Con-
greso del Estado de Puebla aprobó en diciembre de
2022 una reforma para suspender de forma inmediata

la patria potestad a quien sea vinculado a proceso por
feminicidio en contra de la madre de sus hijas o hijos,
y extinguirla de manera definitiva al dictarse sentencia
condenatoria. Esta ley fue el resultado del impulso de
organizaciones feministas, activistas, abogadas y le-
gisladoras comprometidas, y hoy representa un hito le-
gislativo de alcance nacional.

Desde entonces, varios estados han seguido su ejem-
plo. Sin embargo, esta protección no es aún una ga-
rantía nacional: no todas las niñas y niños en esta si-
tuación gozan del mismo nivel de resguardo jurídico.
Por ello, esta iniciativa propone armonizar y reformar
el Código Civil Federal, el Código Penal Federal, la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes y la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, para incorporar las dis-
posiciones necesarias que garanticen esta protección a
nivel Federal.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos reconoce en el artículo 4o. el derecho de niños y
adolescentes al desarrollo integral y al principio del in-
terés superior de la niñez. A su vez, México es Estado
parte de tratados internacionales como la Convención
sobre los Derechos del Niño, la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer y la Convención de Belém do Pará, los
cuales obligan al Estado a garantizar entornos libres de
violencia y mecanismos efectivos de reparación del
daño.

Estudios especializados han documentado que las in-
fancias que sobreviven al feminicidio enfrentan pro-
fundas secuelas emocionales, psicológicas y sociales.
Estas se agravan cuando la custodia se entrega a la fa-
milia del agresor o, en el peor de los casos, al propio
feminicida. La ruptura inmediata y definitiva de vín-
culos legales entre el agresor y las víctimas indirectas
no solo es una medida de protección: es una forma de
reparación y de prevención.

Por Cecilia Monzón y por todas, esta reforma busca
que ninguna niña o niño huérfano por feminicidio
vuelva a estar legalmente en riesgo de quedar bajo el
poder de quien le arrebató a su madre.

Por todo lo expuesto, la presente iniciativa tiene por
objeto
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1. Suspender de forma inmediata la patria potestad
cuando exista vinculación a proceso por feminicidio,
tentativa de feminicidio o por la comisión de violencia
familiar grave en contra de la madre.

2. Extinguirla de manera definitiva cuando exista sen-
tencia condenatoria por los delitos de feminicidio, ten-
tativa de feminicidio o por la comisión de violencia fa-
miliar grave en contra de la madre.

3. Prohibir la convivencia, custodia o tutela a favor del
feminicida.

Para mayor claridad a la propuesta, a continuación, se
incluye un cuadro comparativo de la propuesta:

Por lo anterior, y considerando que el objetivo central
es preservar y garantizar el interés superior de la niñez,
es indispensable señalar que la comisión del delito de

feminicidio constituye una causa plenamente justifica-
da para la pérdida de la patria potestad respecto de las
hijas e hijos que el agresor hubiese procreado con la
víctima, quienes quedan en condición de orfandad por
feminicidio.

En virtud de lo expuesto, y con base en el compromi-
so de este Congreso con la justicia, la protección a la
infancia y la erradicación de la violencia de género,
someto a la consideración de esta Soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan las fracciones VII
al artículo 444 y IV del artículo 447 del Código Ci-
vil Federal, así como el párrafo quinto al artículo
325 del Código Penal Federal

Primero. Se adicionan las fracciones VII al artículo
444 y IV al 447 del Código Civil Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 444. La patria potestad se pierde por resolu-
ción judicial:

I. a VI. …

VII. Por sentencia condenatoria por feminicidio,
tentativa de feminicidio o por la comisión de vio-
lencia familiar grave en contra de la madre de
las hijas e hijos menores.

Artículo 447. La patria protestad se suspende:

I. a III. …

IV. Por auto de vinculación a proceso por femi-
nicidio, tentativa de feminicidio o violencia fami-
liar grave contra la madre de las hijas e hijos.

Segundo. Se adiciona un quinto párrafo al artículo
325 del Código Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 325. Comete el delito de feminicidio quien
prive de la vida a una mujer por una razón de género.

Se considera que existe una razón de género cuando
concurra cualquiera de las siguientes circunstancias:

I. a VIII. …
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…

…

…

…

En caso de que la víctima sea madre de hijas o
hijos menores de edad, el sujeto activo perderá
la patria potestad, tutela, guarda, custodia y
cualquier régimen de convivencia sobre ellos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 30 de julio de 2025.

Diputada Nora Yessica Merino Escamilla (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Julio 30 de 2025.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY GENERAL PA-
RA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS DELITOS EN

MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN

Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS, CON

EL FIN DE AUMENTAR LAS PENAS Y RECONCEPTUALIZAR

EL HECHO DE APROPIACIÓN DE MENORES, RECIBIDA DEL

DIPUTADO ERNESTO NÚÑEZ AGUILAR, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

El que suscribe, Ernesto Núñez Aguilar, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de

Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se reforma el artículo 27 de la Ley General para pre-
venir, sancionar y erradicar los delitos en materia de
Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a
las Víctimas de estos Delitos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La apropiación ilegal de menores es una problemática
real para las infancias en México y representa un
desafío serio para el Estado mexicano. La entrega, re-
cepción y retención ilegal de menores, además de la
trata y sustracción, han generado un estadio legal en el
que las sanciones no han sido proporcionales a la gra-
vedad de estos delitos.

De acuerdo con información del tercer Seminario so-

bre problemáticas de la niñez en el México contempo-

ráneo “La trata de seres humanos: cosificación y mer-
cantilización de las personas niñas en el contexto
neoliberal”, organizado por la Escuela Nacional de
Trabajo Social de la Universidad Nacional Autónoma
de México,1 el especialista Gaudencio Rodríguez Juá-
rez argumentó que en nuestro país no se han atendido
de forma certera los detonantes de la problemática, de-
rivando en adquisiciones ilegales de menores por di-
versos motivos. Entre ellos, la mayoría de los solici-
tantes buscan bebés en condiciones de salud óptimas,
lo que dificulta la integración de menores en situacio-
nes vulnerables.

Esta preferencia ha generado que una gran cantidad de
menores en instituciones carezcan de oportunidades
reales de ser adoptados, perpetuando su estancia en es-
tos centros y vulnerando su derecho a vivir en familia,
donde esto se suma a las dificultades administrativas
que existen en el proceso, como la falta de claridad en
la situación jurídica de muchos menores y la ausencia
de un procedimiento estandarizado en los sistemas es-
tatales para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF),
lo que prolonga innecesariamente los tiempos de
adopción. Además, muchas familias recurren a vías in-
formales que pueden derivar en el tráfico de menores
y en su apropiación ilegal,2 buscándolos de acuerdo
con sus preferencias.

Ligado a ello, un reportaje publicado por el periódico
Excélsior en 20213 reveló que ciertos grupos delicti-
vos simulan procedimientos de adopción para estafar a
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personas que siguen teniendo un concepto erróneo
acerca del proceso, habilitando este tipo de situaciones
y permitiendo estafas porque no hay una divulgación
clara acerca de los procesos de adopción y los dere-
chos de las infancias.

Datos oficiales del DIF Nacional indican que actual-
mente se estima que hay alrededor de 1,356 niñas,
niños y adolescentes que se encuentran susceptibles
de ser adoptados,4 donde los cambios efectuados
buscan potenciar el número de adopciones. Sobre
ello, las reformas recientes a la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, entre
2023 y 2024, han buscado mejorar los procedimien-
tos de adopción y así evitar escenarios de corrup-
ción, trata o estafa.5

Las infancias y futuros adoptantes deben estar a la sal-
vaguarda de malas prácticas, hacer valer sus propios
derechos y defender los de los otros, ante situaciones
que pudieran atentar contra la salvaguarda de niños y
potenciales padres.

Desafortunadamente, dichas acciones tomarán tiempo
para generar efectos positivos. En el presente, la ad-
quisición ilegal de menores se liga con el contexto de
corrupción, trata de personas y violencia que ha deja-
do huérfanos a muchos niños durante las últimas dé-
cadas de lucha contra el crimen organizado, el cual ha
expandido sus redes sobre las infancias, reclutándolos
y usándolos en sus actividades ilícitas.

Según información del 2024 de la organización Rein-
serta, en México hay 250 mil niñas y niños en riesgo
por reclutamiento del crimen organizado,6 por lo cual
resulta indispensable realizar un diagnóstico de la in-
tersección entre menores abandonados en instituciones
de adopción pública y la cooptación de grupos vulne-
rables por parte de grupos del crimen organizado,
combatir sus causas estructurales y fortalecer el marco
normativo e institucional para garantizar la protección
de los derechos de los menores pues actualmente el
delito no es conceptualizado de forma adecuada.

Hoy en día, las sanciones se mantienen cortas en rela-
ción con un delito común. Actualmente, según el con-
cepto del Diagnóstico Nacional sobre la Situación de
Trata de Personas en México, la adopción ilegal se de-
fine como “obtener por medios de documentos falsos
la custodia, la patria potestad y/o tutela de una niña o

niño, mediante un beneficio económico ya sea para el
padre, la madre o tutor para un tercero que se haya
apropiado ilegalmente de una niña o niño.

La adopción ilegal de menores de edad es un hecho
que puede estar asociado a la alteración de la identidad
falsificación de documentos, secuestros, soborno y co-
rrupción”.7

En ese sentido, consideramos que el concepto de
adopción ilegal es un oxímoron.

El propio especialista Gaudencio Rodríguez Juárez8 y
los debates en países como Argentina –especialmente
a partir del caso de las Abuelas de la Plaza de Mayo–9

sostienen que este concepto representa una contradic-
ción conceptual que puede generar confusión en la in-
terpretación y aplicación de las normas jurídicas.

La adopción, por su propia definición, es un procedi-
miento regulado por el Estado, sujeto a estrictos requi-
sitos que buscan garantizar el interés superior del me-
nor, que implica el reconocimiento formal de una
relación a través de una resolución emitida por la au-
toridad competente. En consecuencia, si un acto vul-
nera los principios y disposiciones que rigen la adop-
ción, no puede ser considerado una adopción en
sentido estricto.

Por ende, el uso de la expresión “adopción ilegal” po-
dría generar una falsa percepción de que se trata de
una adopción defectuosa o irregular, cuando en reali-
dad se trata de una apropiación ilícita de un menor,
atenuando la gravedad de conductas que pueden im-
plicar sustracción, tráfico de personas, falsificación de
documentos o coacción sobre los tutores legales, colo-
cando el énfasis en la supuesta finalidad del acto en
lugar de sus medios y consecuencias jurídicas.

Como resultado, para clarificar conceptualmente el he-
cho y evitar cualquier forma de legitimación implícita
de estas prácticas, es necesario adoptar un lenguaje más
preciso que refleje la verdadera naturaleza del delito.
La apropiación ilegal de menores implica una vulnera-
ción directa de derechos fundamentales de estos, don-
de la adopción legítima requiere la verificación del
consentimiento libre y debidamente informado de los
responsables legales, así como la intervención de ins-
tancias judiciales y administrativas que garanticen el
cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley.
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Por ende, la denominación de “apropiación” en lugar
de “adopción” fortalecería el marco conceptual y ope-
rativo en la prevención y sanción de estas prácticas, al
enfatizar que no se trata de una adopción en términos
de un error o fallo, sino de un acto ilícito que atenta
contra la identidad y el bienestar del menor.

En consecuencia, la presente iniciativa de reforma bus-
ca modificar el artículo 27 de la Ley General para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de
Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las
Víctimas de estos Delitos, con el fin de aumentar las pe-
nas y reconceptualizar el hecho de apropiación de me-
nores y con ello darle su justa dimensión al problema.

A efecto de clarificar los cambios que se plantean se
muestra continuación el siguiente cuadro entre el
texto vigente de la ley en comento y la propuesta de
modificación:

Por lo expuesto y fundado me permito presentar a con-
sideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 27 de la
Ley General para prevenir, sancionar y erradicar
los Delitos en materia de Trata de Personas y para
la Protección y Asistencia a las Víctimas de Estos
Delitos

Único. Se reforma el artículo 27 de la Ley General
para prevenir, sancionar y erradicar los Delitos en ma-
teria de Trata de Personas y para la Protección y Asis-
tencia a las Víctimas de Estos Delitos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 27. Se impondrá pena de 5 a 15 años de pri-
sión y de mil a 3 mil días multa, a quien, en su carác-
ter de padre, tutor o persona con autoridad sobre un
menor de dieciocho años, lo entregue de manera ilí-
cita o facilite su apropiación ilegal.

La misma pena se aplicará a quien reciba a un me-
nor de edad a título oneroso o mediante cualquier
medio que implique la apropiación ilegal, simula-
ción de adopción o cualquier otra forma de tráfico
de menores.

En todos los casos en que se acredite esta conducta se
declarará nula la adopción.

No se procederá en contra de quien de buena fe haya
recibido a una persona en condición irregular, con el
fin de integrarla como parte de su núcleo familiar con
todas sus consecuencias.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Gaceta UNAM (2024), “La adopción de menores, un tema ur-

gente e invisibilizado”, https://www.gaceta.unam.mx/la-adopcion-

de-menores-un-tema-urgente-e-invisibilizado/

2 Ídem.

3 Excélsior (2024), “Adopciones en México: de la legalidad a la

estafa”, https://www.excelsior.com.mx/nacional/adopciones-en-

mexico-de-la-legalidad-a-la-estafa/1483440
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4 Ídem.

5 Gobierno de México (2024). Cambios en proceso de adopción en

México gracias a reformas de la Ley General de los Derechos de

Niñas, Niños y Adolescentes, https://www.gob.mx/difnacional/ar-

ticulos/cambios-en-proceso-de-adopcion-en-mexico-gracias-a-re-

formas-a-la-ley-general-de-los-derechos-de-ninas-ninos-y-adoles-

centes

6 DW (2024). México: hay 250 mil niñas y niños en riesgo ante

criminales, https://www.dw.com/es/m%C3%A9xico-hay-250000-

ni%C3%B1as-y-ni%C3%B1os-en-riesgo-ante- criminales/a-

69105670

7 UNODC México (2014). Diagnóstico Nacional sobre la Situa-

ción de Trata de Personas en México. Oficina de las Naciones Uni-

das contra las Drogas y el Delito, https://www.gob.mx/segob/do-

cumentos/diagnostico-nacional-sobre-la-situacion-de-trata-de-per

sonas-en-mexico

8 Gaceta UNAM (2024), “La adopción de menores, un tema ur-

gente e invisibilizado”, https://www.gaceta.unam.mx/la-adopcion-

de-menores-un-tema-urgente-e-invisibilizado/

9 Abuelas de Plaza de Mayo (2024). Sitio oficial de Abuelas de

Plaza de Mayo, https://www.abuelas.org.ar/

Salón de sesiones del Senado de la República, sede de
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, a
30 de julio de 2025.

Diputado Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos Humanos. Julio
30 de 2025.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE EDUCACIÓN Y DE LA LEY GENERAL DE LOS

DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN MA-
TERIA DE COMBATE A LA DESERCIÓN ESCOLAR DE ADO-
LESCENTES Y JÓVENES DE COMUNIDADES RURALES, RECI-
BIDA DE LA DIPUTADA ELIZABETH MARTÍNEZ ÁLVAREZ Y

DE LA SENADORA GINA GERARDINA CAMPUZANO GON-
ZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SE-
SIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30
DE JULIO DE 2025

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y la senadora Gina Campuzano González, inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, en la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad
con los artículos 55, fracción II, 56, 94 y 179 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman diver-
sas disposiciones de la Ley General de Educación y de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Cada año, miles de jóvenes en México abandonan sus
estudios no por falta de interés, sino por falta de opor-
tunidades. La deserción escolar, particularmente en el
grupo de 15 a 24 años, constituye una de las brechas
más dolorosas entre el derecho y la realidad. En co-
munidades rurales, como ocurre en el municipio de
Cosío, Aguascalientes, la combinación de pobreza,
falta de infraestructura educativa, escasez de transpor-
te y limitada oferta de becas, condena a muchos ado-
lescentes y jóvenes a dejar las aulas para integrarse
prematuramente a un mercado laboral precario y sin
garantías.i

Este fenómeno no es exclusivo de un municipio ni de
un estado. Es una problemática nacional. De acuerdo
con el INEGI,ii en México cerca de 4.1 millones de jó-
venes de entre 15 y 24 años no estudian ni trabajan. La
Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica
2021iii señala que entre los principales motivos de
abandono escolar en este grupo etario se encuentran
las dificultades económicas, la lejanía de los centros
escolares y la necesidad de trabajar.

En zonas rurales, el panorama se agrava. La dispersión
territorial de la oferta educativa de nivel medio supe-
rior y superior, la escasez de transporte público, y la
ausencia de programas de permanencia escolar adap-
tados a contextos específicos, incrementan la vulnera-
bilidad de miles de jóvenes. En municipios como Co-
sío, el 40.7% de la población sólo cuenta con
secundaria como máximo grado de estudios, mientras
que sólo el 7.3% accede a nivel licenciatura.

Gaceta Parlamentaria Lunes 4 de agosto de 202524



El abandono escolar es una antesala de desigualdad,
informalidad y, en muchos casos, violencia. Las y los
jóvenes que abandonan sus estudios ven reducidas sus
oportunidades de desarrollo profesional, social y emo-
cional, quedando más expuestos a dinámicas de explo-
tación laboral, delincuencia organizada o consumo de
sustancias.

Cabe destacar que, para efectos legislativos, el térmi-
no “juventud” comprende a las personas hasta los 29
años de edad, conforme a diversos criterios institu-
cionales y parlamentarios reconocidos en México. Por
ello, la presente iniciativa no se limita al ámbito de la
niñez o la adolescencia, sino que extiende su alcance a
los y las jóvenes que enfrentan barreras estructurales
para continuar sus estudios, particularmente en con-
textos rurales o de alta marginación. Atender esta eta-
pa de la vida con políticas educativas incluyentes es
clave para cerrar brechas de desigualdad, prevenir
riesgos sociales y construir un país más justo y con
oportunidades reales de desarrollo.

Es por ello, que se considera necesario reformar la
fracción XIII del artículo 9 de la Ley General de Edu-
cación, con el objeto de establecer que las autoridades
educativas en el ámbito de sus competencias, realicen
acciones a fin de fomentar programas que coadyuven
a la mejora de la educación para alcanzar su excelen-
cia y permanencia, particularmente en comunidades
rurales y zonas marginadas, mediante esquemas de be-
cas, transporte escolar, orientación vocacional y crea-
ción de centros educativos accesibles.

Asimismo, se considera necesario reformar la fracción
XVI al artículo 57 de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, a fin de establecer
que las autoridades en el ámbito de sus respectivas
competencias deberán contribuir a garantizar la per-
manencia y conclusión de la educación obligatoria de
niñas, niños y adolescentes, así como de jóvenes en si-
tuación de vulnerabilidad, y establecer mecanismos
efectivos para abatir el ausentismo, abandono y deser-
ción escolar, especialmente en zonas rurales o margi-
nadas.

Por último, se propone adicionar una fracción XXIII
Bis al artículo 57 de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, con el objeto de estable-
cer mecanismos de alerta temprana y seguimiento pa-
ra la detección y atención de casos de riesgo de aban-

dono escolar de adolescentes y jóvenes, así como su
notificación a la Procuraduría de Protección corres-
pondiente, conforme a lo establecido en la ley y en co-
ordinación con las autoridades educativas locales.

No se trata sólo de cumplir con un mandato legal, sino
de garantizar un futuro digno para quienes hoy repre-
sentan el mayor potencial de cambio social: nuestra ju-
ventud. Legislar para frenar la deserción escolar no es
un gasto: es una inversión en justicia, en equidad y en
paz duradera. “No hay mejor blindaje contra el cri-
men, la pobreza o la desesperanza que una escuela con
sus puertas abiertas y un joven con futuro.”

La propuesta busca que las autoridades educativas, en
coordinación con los tres órdenes de gobierno, imple-
menten políticas integrales que incluyan becas, trans-
porte escolar, alojamiento estudiantil temporal, crea-
ción de centros educativos rurales, y programas de
tutoría y orientación vocacional. Asimismo,

se busca fortalecer los mecanismos de alerta temprana
y notificación a las Procuradurías de Protección, ex-
tendiéndolos también a jóvenes, cuando se encuentren
en condiciones de riesgo de abandono.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a con-
sideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General de Educación y de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes

Artículo Primero. Se reforma la fracción XIII del ar-
tículo 9 de la Ley General de Educación, para quedar
en los siguientes términos:

Artículo 9. ...

I. a XII. ...

XIII. Fomentar programas que coadyuven a la mejora
de la educación para alcanzar su excelencia y perma-
nencia, particularmente en comunidades rurales y
zonas marginadas, mediante esquemas de becas,
transporte escolar, orientación vocacional y crea-
ción de centros educativos accesibles.
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Artículo Segundo. Se reforma la fracción XVI y se
adiciona una fracción XXIII Bis al artículo 57 de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 57. ...

...

...

I. a XV. ...

XVI. Contribuir a garantizar la permanencia y conclu-
sión de la educación obligatoria de niñas, niños y ado-
lescentes, así como de jóvenes en situación de vul-
nerabilidad, y establecer mecanismos efectivos
para abatir el ausentismo, abandono y deserción esco-
lar, especialmente en zonas rurales o marginadas;

XVII. a XXII. ...

XXIII. ...

...

...

...

XXIII Bis. Establecer mecanismos de alerta tem-
prana y seguimiento para la detección y atención
de casos de riesgo de abandono escolar de adoles-
centes y jóvenes, así como su notificación a la Pro-
curaduría de Protección correspondiente, confor-
me a lo establecido en la ley y en coordinación con
las autoridades educativas locales.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

i Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo

Social (Coneval). (2022). Estudio diagnóstico del derecho a la

educación 2022. Ciudad de México: Coneval. Recuperado de

https://www.coneval.org.mx

ii Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).

(2022). Estadísticas a propósito de los jóvenes en México (con mo-

tivo del Día Internacional de la Juventud, 12 de agosto). Recupe-

rado de https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/apro-

posito/2022/jovenes2022_Nal.pdf

iii Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).

(2021). Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (Enadid)

2021. Recuperado de https://www.inegi.org.mx/programas/ena-
did/2021/

Dado en la sede de la Comisión Permanente del hono-
rable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Me-
xicanos, a 30 de julio de 2025.

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina 
Campuzano González (rúbrica)

(Turnada a las Comisiones Unidas de Educación, y de
Derechos de la Niñez y Adolescencia. Julio 30 de
2025.)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 376 QUINQUIES AL CÓDIGO

PENAL FEDERAL, CON EL PROPÓSITO DE DOTAR A LAS AU-
TORIDADES DE HERRAMIENTAS EFICACES PARA COMBATIR

EL ROBO DE BIENES CULTURALES, RECIBIDA DEL DIPUTA-
DO ERNESTO NÚÑEZ AGUILAR, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

El que suscribe, Ernesto Núñez Aguilar, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se adiciona el artículo 376 Quinquies al Código Penal
Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La riqueza de bienes materiales e inmateriales que nos
fueron legados es uno de los grandes privilegios con
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los cuales contamos como mexicanos pues de norte a
sur se observa la amplia presencia de sitios arqueológi-
cos y bienes culturales en diversas entidades del país.

En este sentido, la protección de estos espacios y ob-
jetos no es una propuesta novedosa, pero se mantiene
como un deber ético y social que tenemos con nues-
tra historia, constituyendo un mandato orientado a la
preservación de la memoria colectiva y la identidad
nacional.

Desafortunadamente, el comercio ilícito de bienes cul-
turales se ha convertido en un problema de escala
mundial, afectando significativamente a múltiples na-
ciones, incluyendo a nuestro país. Según la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO) y la Oficina de las
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito
(UNODC), las ganancias del comercio ilícito de anti-
güedades oscilan entre 225 y 3 mil millones de dólares
por año. Por su parte, el Grupo sobre Delincuencia Or-
ganizada de la Policía Metropolitana del Reino Unido
y la Interpol calculan que las ganancias derivadas de
este mismo delito alcanzan entre 300 y 6,000 millones
de dólares anuales.1

En México, el tráfico ilícito de bienes culturales está
estrechamente vinculado a otros delitos graves, como
el financiamiento de la delincuencia organizada, el trá-
fico de drogas, el contrabando de armas, el lavado de
dinero y la realización de fraudes fiscales. Carlos Te-
jada, experto de la UNESCO, señala que este tipo de
tráfico interrumpe el acceso a la cultura y genera un
daño significativo a la identidad y a los derechos cul-
turales, ya que reduce a un nivel de mercancía lo que
tiene un sentido mucho más profundo para los pueblos
y las naciones.2

A su vez, instituciones encargadas de la preservación
del patrimonio, como el Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia (INAH), enfrentan grandes desafíos
para combatir el saqueo y tráfico ilegal de bienes cul-
turales, donde la falta de capital material y humano ha
condicionado el correcto cuidado de nuestros bienes.

En los hechos, desde 2019 México ha recuperado más
de 13 mil bienes culturales saqueados que forman par-
te del patrimonio arqueológico, artístico e histórico del
país,3 lo que sigue siendo insuficiente ante la vasta ri-
queza nacional en materia cultural.

En los detalles, uno de los factores que han facilitado
la persistencia de este delito es la falta de una legisla-
ción específica que sancione de manera proporcional
el robo y tráfico de bienes culturales pues actualmente
el hurto de los objetos se encuentra regulado bajo dis-
posiciones generales, lo que impide establecer penali-
zaciones adecuadas a su impacto en el acervo históri-
co del país.

A nivel internacional, la Convención de la UNESCO
de 1970 sobre las medidas que deben adoptarse para
prohibir e impedir la importación, exportación y
transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales
establece directrices para la protección del patrimonio
cultural,4 las cuales han sido consideradas, pero no
implementadas de manera eficiente para evitar la fu-
ga de bienes.

Igualmente, el daño económico que ocasiona el sa-
queo del patrimonio cultural también es significativo.
La conservación de estos bienes no sólo es fundamen-
tal para la identidad nacional, sino que representa un
motor clave para la actividad turística, donde la pérdi-
da de estos elementos compromete el atractivo turísti-
co y la derrama económica que este sector genera.

Además de los perjuicios mencionados, la falta de san-
ciones más severas ha favorecido el crecimiento de or-
ganizaciones criminales especializadas en la sustrac-
ción y venta de bienes culturales, lo cual no solo priva
a las comunidades de su legado, sino que también fi-
nancia actividades ilegales, contribuyendo a la erradi-
cación de espacios cotidianos seguros para el disfrute
de nuestros bienes materiales y culturales. 

En consecuencia, las recomendaciones de organismos
como la UNESCO y la Interpol han sido claras en
cuanto a la necesidad de endurecer las penas contra el
robo y tráfico de bienes culturales, con prácticas cuya
efectividad ha sido comprobada, como la creación de
registros digitales de piezas patrimoniales, la coopera-
ción internacional a través de bases de datos compar-
tidas y la implementación de sanciones más rigurosas
que castiguen tanto a los perpetradores como a quienes
facilitan la compraventa de estos bienes. 

Por ende y ante esta problemática, resulta indispensa-
ble reforzar el marco legal nacional, con el propósito
de dotar a las autoridades de herramientas eficaces pa-
ra combatir el robo de bienes culturales. Por eso se
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propone la adición del artículo 376 Quinquies al Códi-
go Penal Federal, con objeto de establecer sanciones
más severas para quienes participen en la extracción,
tráfico y comercialización ilícita de estos objetos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito
presentar el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 376 Quin-
quies al Código Penal Federal

Único. Se adiciona el artículo 376 Quinquies al Códi-
go Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 376 Quinquies. A quien cometa el delito de
robo de bienes culturales que sean propiedad de la
Nación se le impondrá una pena de 6 a 12 años de
prisión y una multa equivalente al valor del bien
robado, sin importar el objeto o el periodo históri-
co del que provenga.

Cuando la conducta a que se refiere este artículo se
cometa por una organización delictiva, banda o
pandilla se sancionará en los términos de los artí-
culos 164 y 164 Bis de este ordenamiento, según co-
rresponda.

Además de las penas previstas en este artículo, el
responsable deberá resarcir los daños causados me-
diante la restitución del bien cultural o, en su caso,
el pago de una indemnización que garantice su va-
lor de mercado, así como los costos de restauración
en caso de deterioro parcial.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 UNESCO. (2023). El tráfico ilícito de bienes culturales debe re-

conocerse como un asunto de seguridad: UNESCO y UNODC. Si-

tio web: https://www.unesco.org/es/articles/el-trafico-ilicito-de-

bienes-culturales-debe-reconocerse-como-asunto-de-seguridad-un

esco-y-unodc 

2 Contralínea (2023). “Saqueo de bienes culturales en México li-

gado a otros crímenes”, https://contralinea.com.mx/interno/sema-

na/saqueo-de-bienes-culturales-en-mexico-ligado-a-otros-crime-

nes

3 UNAM Global (2023). Día Internacional contra el Tráfico Ilícito

de Bienes Culturales, https://unamglobal.unam.mx/global_revis-

ta/dia-internacional-contra-el-trafico-ilicito-de-bienes-culturales

4 UNESCO (1972). Convención sobre las Medidas para Prohibir e

Impedir la Importación, Exportación y Transferencia de Propiedad

Ilícita de Bienes Culturales, https://www.unesco.org/es/legal-af-

fairs/convention-means-prohibiting-and-preventing-illicit-import-

export-and-transfer-ownership-cultural

Salón de sesiones del Senado de la República, sede de
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, a
30 de julio de 2025.

Diputado Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Julio 30 de 2025.)

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 28 BIS A LA LEY GENERAL

DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRI-
TORIAL Y DESARROLLO URBANO, EN MATERIA DE GA-
RANTÍA DE AÉREAS VERDES Y DEPORTIVAS SEGURAS Y AC-
CESIBLES PARA TODOS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA

ELIZABETH MARTÍNEZ ÁLVAREZ Y LA SENADORA GINA

GERARDINA CAMPUZANO GONZÁLEZ, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y la senadora Gina Campuzano González, inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, en la LXVI Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad con
los artículos 55, fracción II, 56, 94 y 179 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de esta soberanía, la presente Iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona un artí-
culo 28 Bis a la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, en
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materia de garantía de aéreas verdes y deportivas se-
guras y accesibles para todos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

¿En qué país vivimos si una niña necesita caminar ki-
lómetros para llegar a un parque con juegos seguros?
¿Qué mensaje le damos a un joven cuando su colonia
está llena de baldíos, pero no tiene una sola cancha pa-
ra jugar futbol sin miedo?

En México, hablar de áreas verdes y deportivas no es
hablar de ornato: es hablar de salud pública, de segu-
ridad ciudadana, de igualdad de oportunidades y de
paz social. Es hablar del derecho a vivir dignamente.

Durante años, se han promovido programas para crear
espacios recreativos, pero la realidad es que estos es-
fuerzos han sido insuficientes, desiguales y, en mu-
chos casos, invisibles. No todos los mexicanos tienen
acceso a un parque, una cancha, una pista para correr,
o un lugar seguro para convivir. Y quienes más lo re-
sienten son las personas que viven en la periferia, en
zonas marginadas, en comunidades que han sido his-
tóricamente olvidadas.

La Organización Mundial de la Salud recomienda que
haya al menos 9 metros cuadrados de áreas verdes
por habitantei, pero miles de colonias en nuestro pa-
ís no alcanzan ni la mitad. El resultado es una realidad
preocupante: niños y jóvenes encerrados en casa, con
ansiedad o sobrepeso, y expuestos a las adicciones y la
violencia por falta de espacios que canalicen su ener-
gía y sus talentos.

El INEGI, en su Encuesta Nacional sobre Uso del
Tiempo,ii indica que solo 3 de cada 10 personas ma-
yores de 12 años realizan deporte o ejercicio físico. La
Consulta Infantil y Juvenil 2022,iii realizada por el
Instituto Electoral de la Ciudad de México, revela que
el 40 por ciento de los menores considera urgente la
creación de espacios recreativos en sus comunidades.
No lo están diciendo los expertos: lo están gritando
nuestras niñas, niños y adolescentes.

Y cuando la voz de la niñez coincide con la evidencia
científica, el Estado tiene la obligación de escuchar.

Estudios internacionales publicados en revistas como
Plos One (2023) han demostrado que la falta de acti-

vidades recreativas estructuradas y de espacios ade-
cuados incrementa los factores de riesgo criminóge-
nos, como el ocio no productivo, la exposición a en-
tornos de violencia y la falta de pertenencia social.

No es coincidencia que, en las colonias sin parques,
sin canchas y sin iluminación adecuada, la violencia se
dispare, la deserción escolar aumente y el tejido social
se rompa.

Las consecuencias de esta omisión no son invisibles:
están en las cifras de adicciones, de violencia juvenil,
de enfermedades crónicas, de mujeres que no pueden
salir a caminar por miedo, de adultos mayores que no
pueden moverse porque no tienen dónde.

Por eso, esta iniciativa propone algo tan básico como
justo: que los planes y programas de desarrollo urbano
en los tres órdenes de gobierno garanticen, de forma
obligatoria y progresiva, espacios públicos verdes y
deportivos seguros, accesibles e inclusivos.

Se propone adicionar un artículo 28 Bis a la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Te-
rritorial y Desarrollo Urbano, para establecer un están-
dar mínimo nacional de 9 metros cuadrados de áreas
verdes y deportivas por habitante, con criterios de ac-
cesibilidad universal, seguridad estructural y mecanis-
mos de verificación y transparencia.

Este planteamiento no es una ocurrencia. Es una exi-
gencia ciudadana que se repite en cada rincón del país.
Aunque esta iniciativa se nutre del valiente impulso de
jóvenes del municipio de Cosío, en Aguascalientes, re-
fleja una realidad compartida por miles de adolescen-
tes y jóvenes en comunidades rurales y marginadas de
todo México. Jóvenes que, en lugar de quedarse en la
queja digital, eligieron levantar la voz con propuestas
concretas. Nos están diciendo lo que necesitan para
construir un país en paz: espacios para moverse, para
jugar, para estudiar y para soñar en comunidad.

Cabe señalar que se propone la adición de un artículo
28 Bis, y no la modificación del artículo 28 vigente,
toda vez que dicho precepto regula de manera general
los programas estatales y municipales de ordenamien-
to territorial y desarrollo urbano. En cambio, esta ini-
ciativa establece una obligación transversal y pro-
gresiva aplicable a los tres órdenes de gobierno, por
lo que resulta técnica y jurídicamente más adecuado
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crear una disposición específica que fije un estándar
mínimo nacional sobre la garantía de áreas verdes y
deportivas, sin alterar el marco actual de competencias
locales.

Legislar en este sentido no es gastar: es invertir. Cada
metro cuadrado de área verde y deportiva que constru-
yamos es un metro cuadrado menos para el crimen, pa-
ra la enfermedad y para la desesperanza.

Aprobar esta iniciativa sería dar un paso hacia la justi-
cia territorial, la equidad urbana y la prevención social
de la violencia. Sería dar una señal clara de que este
Congreso escucha, no solo a las élites, sino a la juven-
tud, a las mujeres, a los barrios y colonias que piden
algo tan elemental como un lugar digno donde vivir,
jugar y crecer. Por eso, esta reforma es más que nece-
saria: es urgente, es justa y es posible.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a con-
sideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se adiciona un artículo 28 Bis a
la Ley General de Asentamientos Humanos, Orde-
namiento Territorial y Desarrollo Urbano

Único. Se adiciona un artículo 28 Bis a la Ley Gene-
ral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, para quedar en los siguien-
tes términos:

Artículo 28 Bis. Los planes y programas de desarro-
llo urbano de los tres órdenes de gobierno deberán
establecer medidas específicas para garantizar la
disponibilidad, accesibilidad y seguridad de espa-
cios públicos verdes y deportivos, de conformidad
con los siguientes principios:

I. Se deberá establecer una meta progresiva de al
menos 9 metros cuadrados de áreas verdes y de-
portivas por habitante, conforme a las recomen-
daciones de la Organización Mundial de la Sa-
lud, atendiendo a las condiciones geográficas y
presupuestales de cada región.

II. Estas áreas deberán cumplir con los siguien-
tes requisitos:

a) Accesibilidad universal, conforme a la Ley
General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad y la Norma Oficial Mexicana
NOM-001-SEDATU-2021, incluyendo señali-
zación táctil, rampas, mobiliario adaptado y
libre tránsito.

b) Seguridad, mediante alumbrado adecuado,
mantenimiento regular, infraestructura segu-
ra y vigilancia preventiva, para promover el
uso ciudadano con confianza.

c) Supervisión y transparencia, a través de au-
ditorías anuales realizadas por las autorida-
des estatales y municipales, cuyos resultados
deberán ser publicados en plataformas digita-
les de libre acceso.

III. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Terri-
torial y Urbano emitirá los lineamientos técnicos
que orienten la implementación y evaluación de
esta disposición, en coordinación con las entida-
des federativas y municipios.

Transitorios

Único. Los gobiernos estatales y municipales contarán
con un plazo de hasta tres años a partir de la entrada en
vigor del presente decreto para ajustar sus planes y
programas de desarrollo urbano conforme al artículo
28 Bis de esta ley.

Notas

i Organización Mundial de la Salud. (2017). Urban green spaces:

A brief for action. World Health Organization.

https://www.who.int/publications/i/item/9789241510791

ii Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2020). Encuesta

Nacional sobre Uso del Tiempo 2019 (ENUT). INEGI,

https://www.inegi.org.mx/programas/enut/2019/

iii Instituto Electoral de la Ciudad de México. (2023). Informe de

resultados de la Consulta para niñas, niños y adolescentes 2022.

IECM, https://www. iecm.mx/www/sites/default/files/consul-

ta2022/documentos/informe_resultados_ci2022.pdf
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Dado en la sede de la Comisión Permanente del hono-
rable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Me-
xicanos, a 30 de julio de 2025.

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina 
Campuzano González (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
namiento Territorial. Julio 30 de 2025.)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 12 Y 63 DEL CÓDIGO PE-
NAL FEDERAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO ERNESTO NÚÑEZ

AGUILAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 30 DE JULIO DE 2025

El que suscribe, Ernesto Núñez Aguilar, diputado de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man los artículos 12 y 63 del Código Penal Federal, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Al menos 21.1 millones de mexicanos de 18 años en
adelante han sido víctimas de un posible delito, estas
cifras corresponden tan solo para el año 2022;1 por po-
sible delito, nos referimos a que no se concretó la rea-
lización del delito como tal por cualquier situación
ajena a la voluntad del delincuente.

En lo que se refiere a los delitos que fueron consuma-
dos, en ese mismo año, el 27.4 por ciento de la pobla-
ción2 en México fue víctima de algún tipo de delito o al-
guno de los miembros de su familia. Eso sin mencionar
aquellos números correspondientes a delitos que que-
dan en la denominada “cifra negra” por no ser denun-
ciados o por no abrirse una carpeta de investigación. 

Entre los delitos que más se encontraron a la deriva de
ser realizados fueron el fraude, la extorsión, el robo y
el asalto en la vía pública o en el transporte. Si bien las
cifras correspondientes a delitos como el homicidio,
lesiones, contra la salud, violación, entre otros más
contemplados por el Código Penal Federal son meno-
res en comparación con las cifras que corresponden a
los delitos mencionados al principio de este párrafo,
ello no significa que hayan quedado exentos de posi-
blemente ser cometidos. 

Respecto de los datos anteriormente enunciados, los
números corresponden a mexicanos de ambos sexos,
por lo que, al tratarse de cifras similares, entendemos
que la inseguridad que afecta a los mexicanos es igual
tanto para hombres como para mujeres, por ello, los
métodos que los delincuentes utilizan para delinquir
afectan por igual y sin importar las edades. 

No está de más decir que los delitos, como bien sabe-
mos, son acciones u omisiones que se desprenden de
conductas antijurídicas, típicas, voluntarias o impru-
dentes que traen como consecuencia una arbitrariedad
instantánea, permanente o continuada, que una vez re-
alizadas y al tratarse de un comportamiento prohibido
pueden afectar a uno o más individuos en su persona o
en su seguridad o patrimonio, o bien, afectar los re-
cursos naturales, al ambiente o los animales o cual-
quier otro que nuestro Código Penal señale, por lo cual
merecen ser sancionados. 

Ahora bien, se ha mencionado que los delitos son con-
ductas que tienen como fin la realización de un ilícito,
pero muchas veces estos, por alguna situación, pueden
fallar en ser concretados, por lo cual pasan a ser deno-
minados conforme al daño que se realizó o en su caso
“tentativa”. 

Por ejemplo, un sujeto “a” intenta asesinar a otro “b”
con un objeto punzocortante, supongamos que el suje-
to “a” apuñala en repetidas ocasiones al sujeto “b”, pe-
ro estos fueron separados por unas personas que se en-
contraban en el lugar de los hechos, lo que no permitió
que el sujeto “a” logrará su cometido. De no haber in-
tervenido tales sujetos, es probable que el sujeto “a”
hubiese concretado su propósito. Ahora bien, confor-
me de los daños, el sujeto “a” no puede ser sanciona-
do por el delito de homicidio, ya que tal ilícito no pu-
do ser realizado, pero puede ser sancionado por las
lesiones que al sujeto “b” le hubiese causado y eso sin
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señalar el grado de afectación que tuvieran, es decir, si
ocasionó un daño permanente, leve, que pusiera en
riesgo su vida o cualquier otro que los propios juzga-
dores pudiesen señalar. 

Lo anterior es un claro ejemplo de que existen delitos
que se quedan en el “intento” por no decir “no realiza-
dos”, cuando es claro que el fin que tal delito (según
se trate) fuera efectuado.

Respecto a los delitos consumados, indistintamente si
se trata de delitos dolosos o culposos, debemos reco-
nocer que las circunstancias para ser realizados parten
de una intención; en el delito doloso el propósito del
acto parte de que dicho cometido sea efectuado, mien-
tras que en el delito culposo no era el fin cometer un
delito, pero las condiciones que dieron lugar al hecho
provocaron como consecuencia el fin de éste, a través
de la negligencia o la imprudencia. 

Es decir, en el primero, la intención de concretarse una
acción fue realizada con mala fe y la intención es cau-
sar un daño y, en el segundo, el autor del delito no bus-
ca intencionalmente un resultado lesivo, pero las con-
diciones o posibilidades de sus acciones dieron paso a
que el resultado sea un ilícito. 

No obstante, conforme a la intención de cometer un
delito, nuestro Código Penal Federal contempla la
“tentativa”, definida en el artículo 12 del mismo orde-
namiento de la siguiente manera: “Existe tentativa pu-
nible, cuando la resolución de cometer un delito se ex-
terioriza realizando en parte o totalmente los actos
ejecutivos que deberían producir el resultado, u omi-
tiendo los que deberían evitarlo, si aquél no se consu-
ma por causas ajenas a la voluntad del agente”. 

Un delito consumado y otro que no pudo ser concreta-
do no deberían ser sancionados de manera distinta,
puesto que cuando uno no pudo ser realizado, pero se
pretendía hacerlo, es obvio que en caso de que no hu-
biese existido el impedimento, el resultado sería el co-
metido del delito porque la intención no cambia. 

Si bien sabemos que para acreditar e imponer la san-
ción a un delito no podemos basar las circunstancias y
hechos en suposiciones, cuando una intención estaba
clara de realizarse y que por x o y motivo no pudo ser
concretada, la sanción de la pena no debería ser pre-
miada con tan solo “hasta dos terceras partes de la san-

ción que se le debiera imponer de haberse consumado
el delito que el agente quiso realizar”3 como está esta-
blecido actualmente en nuestro Código Penal Federal. 

Muchos países del mundo han entendido que es igual
de grave cuando un delincuente consuma un delito que
cuando otro se queda en intento de ser concretado,
pues como ya se ha señalado en párrafos anteriores, de
no haber existido un factor que impida concretar la ac-
ción, la intención de ser realizada no cambia de no ha-
ber existido tal impedimento. 

Reconocemos también que varios países en razón a la
tentativa pueden categorizarla en acabada o inacaba-
da y que, en realidad, son criterios que, indistinta-
mente del país (si su Código Penal lo establece), los
propios juzgadores valoran para poder sancionar tales
conductas, en razón a ésta, corresponde la pena que a
cada una de ellas se le impone, por ejemplo, citamos
lo siguiente: 

“Tentativa acabada: en el caso de un robo con fuer-
za en un establecimiento, el hecho de ser sorprendido
el autor por la policía fuera del establecimiento des-
pués de haber entrado en lugar y de haberse apodera-
do de todos los objetos que quería llevarse. En este ca-
so la tentativa sería acabada, ya que el autor habría
desplegado todos los actos necesarios para la consu-
mación del delito, y este no se consuma por causas in-
dependientes de su voluntad. Es decir, para la consu-
mación total de delito solo faltaría un acto, que sería el
haber salido el autor del robo del establecimiento sin
ser sorprendido por los agentes de las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad del Estado.

Tentativa inacabada: siguiendo con el ejemplo ante-
rior de un robo con fuerza en un establecimiento, da-
ría lugar a tentativa inacabada el hecho de que el autor
fuera sorprendido por los agentes de la policía mien-
tras abandona el establecimiento sin que pudiera haber
accedido al mismo por sonar, por ejemplo, la alarma
antirrobo tras forzar la puerta de acceso al mismo. Así
pues, en este caso la tentativa sería inacabada y la re-
baja de la pena debería ser en dos grados, pues son va-
rios los actos que aún faltan para la completa consu-
mación del delito, habiendo realizado el autor tan solo
un acto tendente a la comisión del hecho, que habría
sido forzar la puerta de acceso al establecimiento, pe-
ro evidentemente sin conseguir ese propósito”4. 
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De lo citado, los criterios por los cuales diversos paí-
ses adaptan sus leyes penales a las circunstancias que
cada uno considera adecuadas, giran conforme al en-
tendimiento de las conductas que los delincuentes rea-
lizan para el cometido de un delito, lo cual no está mal
puesto que establecen las posiciones sobre las cuales
versa la gravedad del ilícito. 

Es necesario también precisar que para la realización
de ilícitos muchas veces influyen factores no solo ex-
ternos que orillan a que tal acción se realice o, en su
caso, que tal ilícito no se realice en su totalidad o sim-
plemente sea realizado, sino que también puede influir
la culpa, el arrepentimiento y/o el desistimiento. 

Respecto de lo anterior, y como ya ha señalado a lo
largo de la presente exposición, en diversos países han
modificado sus leyes penales equiparando las sancio-
nes entre los delitos consumados y los que se quedan
en tentativa; sin embargo, también otros países “decla-
rados impunes o sujetos a pena disminuida o a medi-
das de seguridad, desde el exclusivo punto de vista de
la actividad del agente, quedan incluidos en la esfera
general de la tentativa, como tentativa acabada (el de-
lito imposible y arrepentimiento) y como tentativa in-
acabada”5 (desistimiento).

No obstante, es importante señalar que existen crite-
rios que nuestro propio Código Penal Federal estable-
ce para que los juzgadores, al momento de imponer las
penas y medidas de seguridad que les aplicarán a quie-
nes cometan un delito, deben tomar en cuenta, entre
ellas: las condiciones específicas de las victimas u
ofendidos, la gravedad, calidad y el grado de culpabi-
lidad del delito o de los delitos que se realizaron. 

También hay quienes defienden la postura actual de
nuestro Código Penal puesto que argumentan la impo-
sibilidad de castigar con la misma severidad un acto
realizado que uno que fue impedido. Por otra parte, es-
tá la postura que no justifica que un impedimento que
no permite la realización completa del ilícito premie
con una pena reducida al agente cuando el fin era cla-
ro y señala que es eso lo que, en realidad, debería ser
considerado. 

“En los primeros casos de tentativa acabada se ha ve-
rificado una acción completa pero fallida, en el delito
imposible por inidoneidad absoluta de los medios o in-
existencia del objeto y en el arrepentimiento por la ac-

ción ulterior del propio agente que anula las conse-
cuencias fatales de la conducta criminosa; en el caso
del desistimiento porque la acción encaminada a la
producción del resultado antijurídico ha sido suspen-
dida por causas que obedecen a la voluntad del sujeto
agente”6. Lo anterior es el caso de nuestro país. 

La seguridad de la ciudadanía, por otro lado, debería
tener la certeza de que todo aquel que intente cometer
un delito y falla en su momento, debería ser juzgado
por la gravedad de su causa y no premiado con una pe-
na más baja solo por “fallar en el intento”. Como le-
gisladores, es propio velar y garantizar la seguridad de
los mexicanos, perfeccionar nuestras leyes y reacondi-
cionar las mismas en pro de establecer criterios más
justos y afines a los valores que la ciudadanía merece,
respetando y valorando nuestra vida y la de los demás. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito
presentar el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 12 y 63
del Código Penal Federal 

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo y ter-
cero del artículo 12 y el artículo 63 del Código Penal
Federal para quedar como sigue:

Artículo 12. […] 

Para imponer la pena de la tentativa el juez tomará en
cuenta, además de lo previsto en el artículo 52, el ma-
yor o menor grado de aproximación al momento con-
sumativo del delito, aun cuando este no haya sido
consumado. Si el sujeto desiste espontáneamente de
la ejecución o impide la consumación del delito, el
juez deberá imponer la pena y medida de seguridad
alguna, sin perjuicio de aplicar la que corresponda a
actos ejecutados u omitidos que constituyan por sí
mismos delitos. 

Artículo 63. Al responsable de tentativa punible se le
aplicará a juicio del juez y teniendo en consideración
las prevenciones de los artículos 12 y 52, se le deberá
imponer la sanción equivalente de haberse consuma-
do el delito que quiso realizar. 

En los casos de tentativa en que no fuere posible de-
terminar el daño que se pretendió causar, cuando éste
fuera determinante para la correcta adecuación típica,
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se tomarán en cuenta los mismos criterios de ha-
berse consumado el delito para aplicar la sanción
señalada en el párrafo anterior.

En los casos de tentativa punible de delito grave así
calificado por la ley, la autoridad judicial impondrá
una pena de prisión que no será menor a la pena míni-
ma y deberá ser equiparable a la sanción máxima
prevista para el delito consumado. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Notas

1 INEGI, “Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre

Seguridad Pública (Envipe) 2023”, México, s.p., 2023, 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2023/ENVIPE/ENVIPE_23.pdf

2 Ídem.

3 Código Penal Federal, artículo 63.

4 Díaz Velasco, “Tentativa del delito: tentativa acabada y tentativa

inacabada. Análisis” Madrid, s.p., https://www.diazvelasco.com/

articulos/tentativa-del-delito-tentativa-acabada-y-tentativa-inaca-

bada-analisis/

5 Malo Camacho, Gustavo, “Tentativa del delito”, Instituto de In-

vestigaciones Jurídicas, Ciudad de México, 1971, página 14,

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/3/1023/2.pdf

6 Ídem.

Dado en el salón de sesiones del Senado de la Repú-
blica, sede de la Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión, a 30 de julio de 2025. 

Diputado Ernesto Núñez Aguilar (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Justicia. Julio 30 de 2025.)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 72 BIS A LA LEY GENERAL

DE SALUD, EN MATERIA DE SALUD MENTAL, SUSCRITA POR

LA SENADORA GINA GERARDINA CAMPUZANO GONZÁ-
LEZ Y LA DIPUTADA ELIZABETH MARTÍNEZ ÁLVAREZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN, Y RECIBIDA EN LA SE-
SIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30
DE JULIO DE 2025

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y la senadora Gina Campuzano González, integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, en la LXVI Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artícu-
lo 71, fracción II de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y de conformidad con los ar-
tículos 55, fracción II, 56, 94 y 179 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la considera-
ción de esta Soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un artículo 72
Bis a la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La salud mental es un derecho humano que no puede
seguir siendo postergado. Impacta directamente en la
calidad de vida de las personas, en su capacidad para
aprender, trabajar, socializar y participar en comuni-
dad. A pesar de ello, durante décadas ha sido invisibi-
lizada y marginada en el diseño e implementación de
políticas públicas.

México enfrenta una crisis silenciosa. De acuerdo con
el Inegi,1 en 2023 se registraron 9 mil 72 suicidios, co-
locándose como la cuarta causa de muerte entre jóve-
nes de 15 a 29 años.

Además, 30.5 por ciento de la población ha experi-
mentado síntomas depresivos, mientras que 47.8 ha
manifestado preocupación o nerviosismo constantes.
Estos indicadores reflejan una emergencia nacional
que no puede seguir ignorándose.

Los impactos son transversales: afectan la educación,
el empleo, la seguridad, el desarrollo comunitario y la
economía.

La Encuesta Nacional de Bienestar Autor reportado
(Enbiare) de 20212 reveló que más de 40 por ciento de
la población adulta sufre estrés que deteriora su bien-
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estar. En sectores vulnerables, rurales e indígenas, la
situación es aún más crítica, debido al escaso acceso a
servicios especializados.

Las deficiencias estructurales del sistema de salud
mental en México son evidentes:

a) Menos del 20 por ciento de los recursos se destinan
a atención primaria o comunitaria.

b) Menos del 2 por ciento de los centros de salud de
primer nivel cuentan con personal especializado.

c) Menos del 5 por ciento de las escuelas públicas tie-
nen profesionales en salud emocional.

d) La mayoría de los servicios se concentran en hospi-
tales psiquiátricos urbanos, encareciendo la atención y
dejando fuera a miles de personas.

Esta fragmentación del modelo actual impide la detec-
ción oportuna, la atención temprana y el tratamiento
adecuado de los trastornos mentales.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) y la Nue-
va Agenda de Salud Mental para las Américas (NAS-
MA)3 han señalado que el modelo de atención debe
centrarse en la comunidad, con estrategias preventivas,
atención integral y enfoque de derechos humanos.

Por ello, esta iniciativa propone establecer expresa-
mente en la Ley General de Salud que la Secretaría de
Salud, las instituciones del Sistema Nacional de Salud
y los gobiernos estatales garanticen el acceso univer-
sal y progresivo a los servicios de salud mental en to-
dos los niveles de atención.

Esta propuesta no impone obligaciones presupues-
tales específicas, pero sí eleva el compromiso legal
del Estado mexicano para consolidar un sistema acce-
sible, equitativo y digno para todas y todos.

Es por ello, que se considera necesario adicionar un ar-
tículo 72 Bis a la Ley General de Salud, a fin de esta-
blecer que la Secretaría de Salud, las instituciones del
Sistema Nacional de Salud y los gobiernos de las enti-
dades federativas deberán garantizar el acceso univer-
sal, progresivo, suficiente y equitativo a servicios de
salud mental, incluyendo acciones de prevención,
atención, rehabilitación y promoción del bienestar

mental, con enfoque comunitario, interdisciplinario,
intercultural, intersectorial, con perspectiva de género
y de derechos humanos, conforme a las recomenda-
ciones de la Organización Mundial de la Salud y la
Nueva Agenda de Salud Mental para las Américas.

La salud mental no es un tema accesorio. Es un pilar
para el desarrollo sostenible, la cohesión social y la
justicia.

Legislar en esta materia es dar respuesta a miles de
voces que han sido silenciadas por el estigma, el
abandono o la falta de recursos. Es reconocer que
una sociedad sana también lo es en su mente, no sólo
en su cuerpo.

Por las consideraciones expuestas sometemos a consi-
deración de esta soberanía iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 72 Bis a la
Ley General de Salud

Único. Se adiciona un artículo 72 Bis a la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 72 Bis. La Secretaría de Salud, las institu-
ciones del Sistema Nacional de Salud y los gobier-
nos de las entidades federativas deberán garantizar
el acceso universal, progresivo, suficiente y equita-
tivo a servicios de salud mental, incluyendo accio-
nes de prevención, atención, rehabilitación y pro-
moción del bienestar mental, con enfoque
comunitario, interdisciplinario, intercultural, in-
tersectorial, con perspectiva de género y de dere-
chos humanos, conforme a las recomendaciones de
la Organización Mundial de la Salud y la Nueva
Agenda de Salud Mental para las Américas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Inegi (2024). Estadísticas de defunciones registradas, 2023:

muertes por enfermedad mental y del comportamiento, suicidio.

Ciudad de México: Inegi. Se reportan 9 072 defunciones por sui-

cidio en 2023.
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2 Inegi (2021). Encuesta Nacional de Bienestar Autor reportado.

Ciudad de México: Inegi. Se encontró que 30.5 por ciento de la po-

blación presentó síntomas de depresión, mientras 47.8 por ciento

manifestó preocupación o nerviosismo frecuentes

3 Organización Panamericana de la Salud (OPS/OMS) Pan Ame-

rican Health Organization (2023). A New Agenda for Mental He-

alth in the Americas: Report of the Pan American Health Organi-

zation High- Level Commission on Mental Health and Covid- 19.

Washington, DC: OPS.

Sede de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 30 de julio
de 2025.

Diputada Elizabeth 
Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina 
Campuzano González (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Salud. Julio 30 de 2025.)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 10 Y 43 DE LA

LEY GENERAL EN MATERIA DE HUMANIDADES, CIENCIAS,
TECNOLOGÍAS E INNOVACIÓN, RECIBIDA DEL DIPUTADO

LUIS ORLANDO QUIROGA TREVIÑO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025 

Quien suscribe, diputado Luis Orlando Quiroga Trevi-
ño, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta honorable asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan los artículos 10 y 43 de la Ley
General en materia de Humanidades, Ciencias, Tecno-
logías e Innovación, al tenor de las siguientes 

Consideraciones

1. Que en junio de 2011 el paradigma del sistema jurí-
dico mexicano cambió, pues con la reforma en mate-
ria de derechos humanos se transitó de un sistema po-
sitivista que otorgaba y creaba derechos a un sistema
de reconocimiento de derechos humanos como cuali-
dades inalienables de los individuos.

2. Que, a más de 14 años, en México persisten desafíos
estructurales que limitan el pleno acceso a los dere-
chos fundamentales: altos niveles de pobreza, des-
igualdad regional, deterioro ambiental, rezago educa-
tivo y exclusión en el acceso al conocimiento
científico y tecnológico.

3. Que estos fenómenos no sólo afectan el bienestar in-
mediato de millones de personas, sino que también re-
producen condiciones históricas de marginación, so-
bre todo, en comunidades de personas en situación de
vulnerabilidad como las rurales, indígenas y las peri-
ferias. 

Por lo anterior, se propone modificar la Ley General
en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e
Innovación, de acuerdo con la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Frente a la realidad que vive más de la mitad de la po-
blación nacional que se encuentra en algún tipo de si-
tuación de pobreza,1 el conocimiento científico no
puede desvincularse de la realidad social. La cuarta
transformación ha demostrado que la ciencia, cuando
se desarrolla con conciencia pública y ética, tiene un
enorme potencial para generar soluciones sostenibles,
accesibles y culturalmente pertinentes. En este senti-
do, el Estado mexicano debe continuar no sólo con el
fomento a la generación de conocimiento, sino que es-
te conocimiento debe orientarse también hacia los
grandes retos de justicia social que enfrenta nuestra
sociedad. 

Los problemas estructurales de nuestra sociedad de-
mandan soluciones integrales y humanistas, capaces
de abordar diversas carencias sociales. Entre éstas des-
tacan la deficiencia en el acceso a servicios de salud,
las limitaciones en la calidad y espacios de vivienda,
la falta de garantía en servicios básicos y el difícil ac-
ceso a una alimentación nutritiva y de calidad. Frente
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a estos desafíos, se requieren políticas y acciones que
prioricen el bienestar colectivo y la equidad. 

Las soluciones a estos problemas deben ser atendidas
desde sus causas y en ello se involucran muchos sec-
tores, sin duda, uno de los más importantes es desde la
investigación y la ciencia. La Ley General en Materia
de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación
establece, en su artículo 10, principios importantes co-
mo la equidad, los enfoques de derechos humanos, la
interculturalidad y la responsabilidad social, sin em-
bargo, estos principios no se traducen en obligaciones
normativas específicas que aseguren que las institu-
ciones públicas del sector científico prioricen líneas de
investigación orientadas a la transformación social. 

Por tanto, se propone adicionar la norma para agregar
un apartado específico y expreso que oriente la políti-
ca pública en la materia hacia el cumplimiento de una
obligación social. La adición de una fracción IX no só-
lo refuerza las fracciones antecedentes del artículo 10
de la Ley en comento, sino que establece un principio
a las políticas públicas orientado a resolver problemá-
ticas estructurales como la pobreza, la desigualdad, la
salud pública y el acceso al conocimiento. Esta frac-
ción es una declaración de principios que subraya la
importancia de trabajar desde un enfoque territorial y
colaborativo con comunidades. 

Por otro lado, de manera concatenada, se reforma el
artículo 43 para vincular tanto a la Secretaría de Edu-
cación Pública como a la recién creada Secretaría de
Ciencias, Humanidades, Tecnología e Innovación con
el fortalecimiento de la investigación e innovación en
relación con el derecho a la educación, pero amplian-
do este mandato para incluir, de manera explícita, la
obligación de atender los desafíos fundamentales de la
sociedad. Es decir, se priorizará la producción científi-
ca orientada por los principios de colaboración territo-
rial, entendida como un diálogo directo con comuni-
dades y gobiernos para identificar necesidades reales,
evitando enfoques centralistas o tecnocráticos que ig-
noren las diversidades regionales, culturales y socioe-
conómicas, y, por otro lado, se seguirá en búsqueda de
la transformación social a través del cumplimiento de
los derechos humanos como fin último de la investi-
gación pública. Esto responde también a las propias
acciones de la Cuarta Transformación.2

El suscrito no omite mencionar que la colaboración te-
rritorial es un eslabón necesario para un gobierno pro-
gresista que busque la relación entre ciencia y socie-
dad. Significa reconocer que las comunidades no son
únicamente receptoras de las soluciones técnicas, sino
sujetos activos de saberes, capaces de realizar diag-
nósticos, tomar decisiones y acciones en favor de sus
comunidades3. Al incluirlas en la definición de priori-
dades científicas educativas, fortalecen la visión de
una nueva sociedad, tal como la Nueva Escuela Mexi-
cana ha comenzado a forjar. 

Con esta iniciativa se busca asegurar que el conoci-
miento científico financiado con recursos públicos
tenga un impacto tangible en la vida de las personas,
especialmente de quienes más lo necesitan. La inicia-
tiva propone entonces un modelo híbrido que combina
libertad académica con responsabilidad social: las ins-
tituciones definirán sus líneas de investigación, pero
deberán incluir entre sus prioridades proyectos que
atiendan problemas nacionales críticos, mediante me-
canismos transparentes de evaluación por pares y con-
sulta comunitaria. Esto evitará tanto la instrumentali-
zación política como la desconexión entre la ciencia y
las necesidades reales de la población.

Para mayor claridad, a través del siguiente cuadro
comparativo, se podrán observar el texto vigente de la
ley y la propuesta planteada en esta iniciativa:
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Por lo anteriormente expuesto, convencido de que es
necesario seguir caminando pasos firmes hacia un sis-
tema científico comprometido con las causas del pue-
blo, territorialmente enraizado, socialmente útil, ética-
mente responsable y con fundamento en los principios
constitucionales de equidad, derecho a la educación y
acceso a los beneficios del conocimiento científico,
someto a consideración de esta soberanía el siguiente
proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículos 10 y 43 de la Ley General en materia de
Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación 

Artículo Único. Se reforman las fracciones VII y VIII
y se adiciona una fracción IX al artículo 10; se refor-
ma y se adiciona el artículo 43 de la Ley General en
Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e In-
novación, para quedar como sigue: 

Artículo 10. Las políticas públicas en la materia esta-
rán sujetas a los siguientes principios: 

I. a VI. … 

VII. Promoverán la calidad técnica de la investigación,
la disposición social y el acceso universal al conoci-
miento humanístico y científico y a sus beneficios so-
ciales, así como la adecuación cultural y la seguridad
humana y ambiental de sus aplicaciones tecnológicas; 
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VIII. Respetarán la libertad académica y la autonomía
que reconozca la ley a las universidades e instituciones
públicas de educación superior, y

IX. Promoverán el desarrollo de líneas de investi-
gación orientadas a la atención de problemas es-
tructurales como la pobreza, la desigualdad, la sa-
lud pública, la justicia ambiental, el rezago
educativo y el acceso equitativo al conocimiento,
mediante metodologías colaborativas, con enfoque
territorial, intercultural y de derechos humanos,
que fortalezcan el vínculo entre las instituciones
científicas y las comunidades más vulnerables. 

En todo caso, las políticas públicas deberán salvaguar-
dar la investigación humanística y científica, el des-
arrollo tecnológico y la innovación en las áreas estra-
tégicas y prioritarias del Estado mexicano conforme a
los artículos 25 y 28 constitucionales y la legislación
aplicable. 

Artículo 43. La Secretaría de Educación Pública y la
Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e
Innovación apoyarán conjuntamente la investigación
humanística y científica, el desarrollo tecnológico y la
innovación que contribuyan tanto a garantizar el dere-
cho humano a la educación a lo largo de la vida de las
personas, como a consolidar la nueva escuela mexica-
na y desarrollar una campaña nacional permanente de
educación en materia de humanidades, ciencias, tec-
nologías e innovación. 

Las universidades e instituciones de educación supe-
rior promoverán que sus docentes participen en activi-
dades de investigación y aplicación innovadora del co-
nocimiento, así como que su personal de investigación
participe en actividades de enseñanza y tutoría. 

La Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnolo-
gía e Innovación y las instituciones del Sistema Na-
cional de Ciencia deberán establecer criterios para
fomentar, entre sus líneas de investigación priorita-
rias, aquellas que respondan a desafíos sociales
fundamentales. Dichas líneas deberán ser integra-
das en los programas institucionales respectivos,
garantizando la colaboración con comunidades y
gobiernos locales para identificar necesidades rea-
les y la producción de conocimiento orientado a la
transformación social y al cumplimiento de dere-
chos humanos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Las autoridades correspondientes tendrán
180 días para adecuar sus reglamentos a efecto de
cumplir con lo dispuesto en el presente decreto. 

Notas

1 Informe anual sobre la situación de pobreza y rezago social

2025: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/972717/

15_Mexico_2025.pdf (consultado el 9 de julio de 2025).

2 Comunidades HCTI y organizaciones de base social urgen inno-

var la investigación a partir de las necesidades comunitarias:

https://secihti.mx/comunidades-hcti-y-organizaciones-de-base-so-

cial-urgen-innovar-la-investigacion-a-partir-de-las-necesidades-

comunitarias/?utm_source=chatgpt.com (consultado el 11 de julio

de 2025) 

3 Iniciativa comunitaria: investigación participativa basada en la

comunidad en una región de México: https://www.scielo.org.mx/

scielo.php?pid=S2007-74592024000200441&script=sci_art-

text&utm_ (consultado el 12 de julio de 2025)

Dado en el salón de sesiones del Senado de la Repú-
blica, sede de la Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión, a 30 de julio de 2025.

Diputado Luis Orlando Quiroga Treviño (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Ciencia, Tecnología e In-
novación. Julio 30 de 2025.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENE-
RAL DE SALUD, EN MATERIA DE APOYOS A PERSONAS QUE

ACOMPAÑAN Y CUIDAN DE ENFERMOS CON CÁNCER EN

SUS TRATAMIENTOS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA MARGA-
RITA ESTER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025
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La que suscribe, diputada Margarita Ester Zavala Gó-
mez del Campo, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 y
78 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 122 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78, y demás aplicables del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados; y 55 y 56 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de la Comisión Permanente la siguiente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se adicionan
diversas disposiciones a la Ley General de Salud, en
materia de apoyos a personas que acompañan y cuidan
de enfermos con cáncer en sus tratamientos. Lo ante-
rior, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En esta exposición de motivos, me permito retomar
una valiosa iniciativa legislativa impulsada por el se-
nador Juan Pablo Adame Alemán, quien lamentable-
mente falleció el 5 de diciembre de 2023 a causa de un
cáncer. Durante su paso por el Senado, el senador Ada-
me se distinguió por su incansable lucha en favor del
derecho a la salud y el bienestar de todas y todos los
mexicanos. Su compromiso con las causas justas y su
vocación de servicio siguen siendo ejemplo para quie-
nes aspiramos a una sociedad más equitativa y solida-
ria. No busco apropiarme de su trabajo ni adjudicarse
su visión, sino continuar con su legado, honrar su me-
moria y asegurar que ninguna persona en este país en-
frente sola una situación adversa. Esta iniciativa tiene
como propósito garantizar que el Estado brinde el res-
paldo necesario a quienes, en los momentos más difí-
ciles, requieren atención, acompañamiento y apoyo
efectivo para salir adelante.

En México, en los últimos años, las personas con cán-
cer han aumentado de manera significativa lo cual se
ha convertido en un problema de salud pública. Esta
enfermedad y su tratamiento trae consigo consecuen-
cias severas no solo a quienes lo padecen, sino tam-
bién a sus familias.

Las familias o la gente cercana que ayudan a cuidarlo
y atenderlo llevan consigo una fuerte carga física, emo-
cional y económica para lograr salir adelante. Por ello,
estoy convencida de la necesidad de impulsar una polí-

tica pública de apoyo a las personas que acompañan y
cuidan a los enfermos de cáncer durante su tratamien-
to, especialmente de aquellas con escasos recursos.

Como sabemos, el cáncer se vincula con la multiplica-
ción rápida de células anormales que se extienden más
allá de sus límites habituales y pueden invadir partes
adyacentes del cuerpo. Este proceso se denomina “me-
tástasis” y es la principal causa de muerte por cáncer.

En 2024, se registraron más de 200,000 nuevos casos
de cáncer en México y alrededor de 100,000 personas
perdieron la vida debido a esta enfermedad, 799 869
defunciones, de las cuales 91 562 (11.4 por ciento) se
debieron a tumores malignos. Según sexo, 47 976
(52.4 por ciento) fueron en mujeres y 43 586 (47.6 por
ciento), en hombres. Al analizar las muertes por cán-
cer respecto al total de la población en el último dece-
nio, la tasa de defunciones tuvo su valor máximo en
2020, con 71.7 defunciones por cada 100 mil habitan-
tes; en los siguientes 2 años se observó un ligero de-
cremento y luego se volvió a incrementar para 2023.

El director del Instituto Nacional de Cancerología in-
dicó que los tumores malignos representan la tercera
causa de muerte en México, se estima que alrededor
del 38,9 por ciento de la población masculina y feme-
nina recibirá un diagnóstico de cáncer en algún mo-
mento de su vida.

En 2022, de acuerdo con información que proporciona la
EDR sobre el lugar de ocurrencia de la defunción, 60.2
por ciento (53 904) de los fallecimientos por tumores
malignos ocurrió en el hogar de la persona; 16.4 por
ciento (14 673) fue en instalaciones médicas del Institu-
to Mexicano del Seguro Social; 7.0 por ciento (6 292),
en alguna unidad médica de la Secretaría de Salud y 5.0
por ciento (4 439), en alguna unidad médica privada.

De la población derechohabiente a alguna institución
de salud, 65.3 por ciento estaban afiliadas al Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS), y 12 por ciento
al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado (ISSSTE).

De acuerdo con el Observatorio Global de Cáncer
(Globocan), en 2022 se reportaron en México más de
200 mil casos nuevos de cáncer, con lo que llegó a
más de 530 mil el número de personas que viven con
la enfermedad.
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El cáncer es un problema de salud creciente, que se
agudizó por la suspensión de servicios médicos a cau-
sa de la pandemia de COVID-19 y por el desabasto de
medicamentos, ocasionado por las acciones del Go-
bierno Federal, afectando a miles de pacientes con y
sin seguridad social.

Nuevamente desde el Palacio Legislativo San Lázaro
y en memoria del compañero senador de la República
Juan Pablo Adame Alemán, hacemos un exhorto al
gobierno federal para que la salude de las y los mexi-
canos sea una prioridad, y que su obligación de garan-
tizar el derecho a la protección de la salud y ayuda a
las familias o personas que cuidan de ellos.

Las reformas y políticas promovidas por esta adminis-
tración pública, poco a apoco fueron desmantelando al
sector salud, dejando a millones de personas sin acce-
so a tratamientos ni servicios de salud, con desabasto
de medicamentos e insumos básico para curaciones
por ejemplo, entre ellos los tratamientos contra el cán-
cer infantil, quimioterapias, entre otros.

La principal obligación de un gobierno es proteger a
su población, especialmente durante una emergencia
de salud. Sin embargo, la indolencia e ineptitud de es-
te gobierno y el anterior ha dejado a millones de per-
sonas sin protección, principalmente a los más pobres,
durante la peor crisis sanitaria en un siglo.

Hay que decirlo claro: Al fracasar la política de salud
del gobierno federal, las familias tuvieron que aumen-
tar su gasto en salud en detrimento de su economía.

De acuerdo con datos del INEGI, en 2020 el incremen-
to en el gasto de las familias en el cuidado de la salud
fue del 40.5 por ciento, respecto de 2018, con lo que
claramente se perjudicó la economía familiar. Es decir,
las familias mexicanas tuvieron que enfrentar los gas-
tos por enfermedades sin el apoyo gubernamental.

Ahora los mexicanos se enfrentan a una nueva adver-
sidad En 2025, el presupuesto del sector salud sumaría
918.4 mil mdp, lo que representaría un recorte de 11.0
por ciento, respecto a 2024.

La baja prioridad fiscal del gasto público en salud en
México provoca que el gasto privado, principalmente
el gasto de bolsillo de los hogares sea muy alto. En
nuestro país, el gasto de bolsillo en salud representa

42.1 por ciento del gasto total en salud, cifra por arri-
ba del promedio de gasto de países de América Latina
que es de 33.6 por ciento.*

Los altos gastos de bolsillo no solo generan desigual-
dad, sino que aumentan el riesgo de los hogares de en-
frentar catástrofes financieras y de caer en la pobreza
o exacerbar, de manera que, a la larga, limitan los ni-
veles de salud que las personas pueden alcanzar.

No olvidemos que los fármacos utilizados en los trata-
mientos del cáncer son de precios elevados, lo que
constituye una barrera muy grande para la recupera-
ción de las personas, especialmente de las que menos
recursos económicos tienen.

Por eso hemos promovido diversas acciones legislati-
vas para revertir la actual política de salud, con el pro-
pósito de que se aumenten los recursos presupuestales
al sector, con el fin de mejorar la calidad en la atención
y de que nadie se quede sin recibir servicios médicos.

Ahora imaginemos a un paciente con diagnóstico de
cáncer que debe empezar su tratamiento. En términos
generales, los tratamientos se aplican en unidades es-
pecializadas localizadas en las grandes ciudades, ade-
más su duración suele ser de varios meses dependien-
do del grado de avance de la enfermedad. Eso implica
que el paciente debe contar con el acompañamiento y
el cuidado de algún familiar o persona de su confian-
za para trasladarlo a la unidad médica. La persona
acompañante y cuidador debe esperar de manera cer-
cana la evolución del tratamiento de su paciente, má-
xime cuando debe ser ingresado, por lo que debe to-
mar previsiones de alimentación y hospedaje, mientras
dura la internación. Todo eso representa desembolso
de dinero.

Hay que agregar que las personas acompañantes y cui-
dadoras estarán sometidas a fuertes niveles de ansie-
dad y estrés, así como a frecuentes reacciones emocio-
nales derivadas de la propia situación de su paciente y,
si son de escasos recursos, también estarán agobiados
por la presión económica.

Por lo anterior expuesto es que propongo la presente
iniciativa de reforma a la Ley General de Salud, para
establecer como política pública el apoyo a las perso-
nas acompañantes y cuidadores de enfermos de cán-
cer, para que reciban apoyos económicos y/o en espe-
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cie que les ayuden a resolver sus necesidades de tras-
lado a las unidades médicas, así como de acceso a un
alojamiento, y alimentación adecuados, durante los
tratamientos de los pacientes. Asimismo, es importan-
te que también reciban atención psicosocial, para po-
der enfrentar con resiliencia la enfermedad de su fa-
miliar o conocido. Por supuesto, en la entrega de estos
apoyos tendrán prioridad las personas con escasos re-
cursos económicos. 

A continuación, presento el cuadro comparativo que
explica de manera detallada nuestra propuesta:

Por todo lo antes expuesto, la suscrita somete a consi-
deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes a la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforman las fracciones XI y XII
del artículo 6o.; y se adicionan la fracción XIII al artí-
culo 6o., y la fracción VII y el último párrafo al artí-
culo 161 Bis, todos de la Ley General de Salud, para
quedar como sigue:

Artículo 6o.- ...

I. a X. ...

XI. Diseñar y ejecutar políticas públicas que propicien
la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, que
contrarreste eficientemente la desnutrición, el sobre-
peso, la obesidad y otros trastornos de la conducta ali-
mentaria;

XII. Acorde a las demás disposiciones legales aplica-
bles, promover la creación de programas de atención
integral para la atención de las víctimas y victimarios
de acoso y violencia escolar, en coordinación con las
autoridades educativas, y

XIII. Proporcionar apoyos económicos y/o en espe-
cie a los familiares y/o personas que acompañen y
cuiden a enfermos de cáncer durante sus tratamien-
tos, para garantizar su transporte, alojamiento, ali-
mentación adecuada y, en su caso, atención psicoso-
cial. Los apoyos se entregarán prioritariamente a
las personas y/o familias de escasos recursos.
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Artículo 161 Bis. - ...

I. a VI. ...

VII. El Registro contará adicionalmente, con la in-
formación de los familiares y/o personas que acom-
pañen y cuiden al paciente durante sus tratamien-
tos, observando las disposiciones relativas a la
protección de sus datos personales.

...

Las dependencias y entidades de la administración
pública, tanto federal como local, que presten ser-
vicios de salud relacionados con el tratamiento con-
tra el cáncer, realizarán las previsiones de gasto co-
rrespondientes, a efecto de que proporcionen
apoyos económicos y/o en especie a los familiares
y/o personas que acompañen y cuiden a los pacien-
tes de cáncer durante sus tratamientos, para ga-
rantizar su transporte, alojamiento, alimentación
adecuada y, en su caso, atención psicosocial. Los
apoyos se entregarán prioritariamente a las perso-
nas y/o familias de escasos recursos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría deberá realizar las modifica-
ciones al Registro Nacional de Cáncer con base en lo
previsto en este decreto, garantizando la protección de
datos personales de los familiares y/o personas que
acompañen y cuiden a los pacientes de cáncer durante
sus tratamientos, de conformidad con la normatividad
aplicable.

Comisión Permanente, a 30 de julio de 2025.

Diputada Margarita Ester Zavala
Gómez del Campo (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Salud. Julio 30 de 2025.)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DEL REGISTRO PÚBLICO VEHICULAR, EN MATERIA

DE ARMONIZACIÓN CON LA LEY GENERAL DE MOVILIDAD

Y SEGURIDAD VIAL, RECIBIDA DE LA DIPUTADA NANCY

ARACELY OLGUÍN DÍAZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE

DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

Quien suscribe, diputada Nancy Aracely Olguín Díaz,
de la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II
y 73, fracción XXIX-C de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
sometemos a consideración del pleno de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley del Registro Público Vehicular, en materia de
armonización con la Ley General de Movilidad y Se-
guridad Vial, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la movilidad quedó reconocido en nues-
tra Carta Magna con el decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de los artículos 4,
73, 115 y 122 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos en materia de movilidad y se-
guridad vial, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 18 de diciembre de 2020.

Así, en el párrafo vigésimo primero del artículo 4o.
constitucional se estableció que “Toda persona tiene
derecho a la movilidad en condiciones de seguridad
vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad,
inclusión e igualdad”. Además, se facultó al Congreso
de la Unión para expedir la Ley General de Movilidad
y Seguridad Vial (LGMSV) mediante la reforma a la
fracción XXIX-C del artículo 73, que a la letra señala:

Artículo 73. ...

I. a XXIX-B. ...

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la

concurrencia del Gobierno Federal, de las entidades

federativas, de los Municipios y, en su caso, de las de-

marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en

el ámbito de sus respectivas competencias, en materia

de asentamientos humanos, con objeto de cumplir los
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fines previstos en el párrafo tercero del artículo 27 de

esta Constitución, así como en materia de movilidad

y seguridad vial; XXIX-D. a XXXII. ...

De igual forma, se realizaron reformas a los artículos
115 y 122 con el fin de establecer planes municipales
y de zonas metropolitanas, así como para la Ciudad de
México en la materia:

Artículo 115. ...

I. a IV. ...

V. Los Municipios, en los términos de las leyes fede-

rales y Estatales relativas, estarán facultados para:

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y

planes de desarrollo urbano municipal, así como los

planes en materia de movilidad y seguridad vial;

b) a i) ...

...

VI. Cuando dos o más centros urbanos situados en te-

rritorios municipales de dos o más entidades federati-

vas formen o tiendan a formar una continuidad demo-

gráfica, la Federación, las entidades federativas y los

Municipios respectivos, en el ámbito de sus competen-

cias, planearán y regularán de manera conjunta y co-

ordinada el desarrollo de dichos centros, incluyendo

criterios para la movilidad y seguridad vial, con ape-

go a las leyes federales de la materia.

VII. a X. ...

Artículo 122. ...

A. y B. ....

C. ...

Para la eficaz coordinación a que se refiere el párra-

fo anterior, dicha ley establecerá las bases para la or-

ganización y funcionamiento del Consejo de Desarro-

llo Metropolitano, al que corresponderá acordar las

acciones en materia de asentamientos humanos; mo-

vilidad y seguridad vial; protección al ambiente; pre-

servación y restauración del equilibrio ecológico;

transporte; tránsito; agua potable y drenaje; recolec-

ción, tratamiento y disposición de desechos sólidos, y

seguridad pública.

D. ...

Adicionalmente, dentro de los artículos segundo y ter-
cero transitorios del citado decreto, se estableció lo si-
guiente:

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir, en

un plazo que no excederá de ciento ochenta días con-

tados a partir de la entrada en vigor del presente de-

creto, la Ley General en materia de Movilidad y Se-

guridad Vial.

Tercero. El Congreso de la Unión deberá armonizar,

en lo que corresponda, y en un plazo que no excederá

de ciento ochenta días contados a partir de la entrada

en vigor de la ley a que se refiere el artículo anterior,

la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-

miento Territorial y Desarrollo Urbano, de acuerdo

con lo dispuesto en el presente decreto y la referida ley.

Siguiendo lo establecido en el segundo transitorio se-
ñalado, el Senado de la República aprobó, el 9 de di-
ciembre de 2021, el dictamen de las Comisiones Uni-
das de Zonas Metropolitanas y Movilidad y de
Estudios Legislativos, Segunda, que contenía el pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley General
de Movilidad y Seguridad Vial.

Por su parte, la Cámara de Diputados aprobó con modi-
ficaciones la minuta por la que se expide la citada Ley
el 24 de marzo de 2022, siendo ésta aprobada en sus tér-
minos por el Senado el 05 de abril de 2022. Así, la Ley
General de Movilidad y Seguridad Vial se publicó el 17
de mayo de 2022 y, de conformidad con su artículo pri-
mero transitorio, entró en vigor al día siguiente.

Esta ley establece, entre otras cosas, lo siguiente:

- Las bases y principios para garantizar el derecho a la
movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibi-
lidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e
igualdad;

- Sentar las bases para la política de movilidad y segu-
ridad vial, bajo un enfoque sistémico y de sistemas se-
guros, a través del Sistema Nacional de Movilidad y
Seguridad Vial;
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- Definir mecanismos de coordinación de las autorida-
des de los tres órdenes de gobierno y la sociedad en
materia de movilidad y seguridad vial;

- Vincular la política de movilidad y seguridad vial,
con un enfoque integral de la política de ordenamien-
to territorial y desarrollo urbano y de manera transver-
sal con las políticas sectoriales aplicables;

- Establecer como principios de la movilidad y de se-
guridad vial la accesibilidad, calidad, confiabilidad,
diseño universal, eficiencia, equidad, habitabilidad, in-
clusión e igualdad, movilidad activa, multimodalidad,
participación, perspectiva de género, progresividad,
resiliencia, seguridad, seguridad vehicular, sostenibili-
dad, transparencia y rendición de cuentas, transversa-
lidad; y uso prioritario de la vía o del servicio;

- Crear el Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad
Vial, como mecanismo de coordinación entre los tres
órdenes de gobierno, así como los sectores de la so-
ciedad en la materia, a fin de cumplir el objeto, los ob-
jetivos y principios, el Plan Nacional de Desarrollo, la
Estrategia Nacional y los instrumentos de planeación;

- Que las medidas que deriven de ella tengan como ob-
jetivo prioritario la protección de la vida y la integridad
física de las personas en sus desplazamientos, el uso o
disfrute en las vías públicas del país, por medio de un
enfoque de prevención que disminuya los factores de
riesgo y la incidencia de lesiones graves, a través de la
generación de sistemas de movilidad seguros;

La jerarquía de la movilidad de la siguiente manera:

I. Personas peatonas, con un enfoque equitativo y di-
ferenciado en razón de género, personas con discapa-
cidad y movilidad limitada;

II. Personas ciclistas y personas usuarias de vehículos
no motorizados;

III. Personas usuarias y prestadoras del servicio de
transporte público de pasajeros, con un enfoque equi-
tativo pero diferenciado;

IV. Personas prestadoras de servicios de transporte y
distribución de bienes y mercancías, y

V. Personas usuarias de vehículos motorizados parti-
culares;

- Determinar que el Sistema Nacional de Movilidad y
Seguridad Vial estará integrado por las personas titu-
lares o representantes legales de la Secretaría de Des-
arrollo Agrario, Territorial y Urbano, de la Secretaría
de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, la
Secretaría de Economía, las entidades federativas y las
autoridades que decida el Sistema, donde se preverá la
participación de los municipios;

- Definir la movilidad como el derecho de toda perso-
na a trasladarse y disponer de un sistema integral de
movilidad de calidad, suficiente y accesible que, en
condiciones de igualdad y sostenibilidad, permita el
desplazamiento de personas, bienes y mercancías, el
cual deberá contribuir al ejercicio y garantía de los de-
más derechos humanos, por lo que las personas serán
el centro del diseño y del desarrollo de los planes, pro-
gramas, estrategias y acciones en la materia;

- Definir a la seguridad vial como el conjunto de me-
didas, normas, políticas y acciones adoptadas para pre-
venir los siniestros de tránsito y reducir el riesgo de le-
siones y muertes a causa de estos;

- Establecer puntualmente los derechos de las víctimas
de siniestros de tránsito y sus familiares, así como pa-
ra personas con discapacidad;

- Definir que la Estrategia Nacional de Movilidad y
Seguridad Vial establecerá las bases para el desarrollo
de la movilidad y la seguridad vial del país, en el cor-
to, mediano y largo plazo, en congruencia con el Plan
Nacional de Desarrollo, los programas sectoriales, re-
gionales, estatales y municipales del país en materia de
movilidad, seguridad vial y ordenamiento territorial, y
demás aplicables, así como aquellas específicas a los
grupos en situación de vulnerabilidad;

- Establecer Indicadores y Bases de Datos de Movili-
dad y Seguridad Vial contenidas en el Sistema de In-
formación Territorial y Urbano, así como lo que debe-
rán contener;

- Determinar que el sistema de movilidad debe contar
con las condiciones necesarias que protejan al máximo
posible la vida, salud e integridad física de las perso-
nas en sus desplazamientos por las vías públicas. Para
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ello, las autoridades competentes en el ámbito de sus
facultades deberán privilegiar las acciones de preven-
ción que disminuyan los factores de riesgo, a través de
la generación de sistemas de movilidad con enfoque
de sistemas seguros; y,

- Establecer criterios para la movilidad con perspecti-
va de género y la movilidad del cuidado.

Como se ha señalado desde que se presentaron las ini-
ciativas que culminaron con la reforma constitucional
en la materia, así como en aquellas por las que se bus-
có expedir la Ley General, la movilidad y la seguridad
vial están en clara coincidencia con la Agenda 2030 y
los Objetivos de Desarrollo Sostenible, principalmen-
te en los siguientes:

ODS 3: Garantizar una vida saludable y promover el
bienestar universal, que plantea las siguientes metas:

Meta 3.4 Para 2030, reducir en un tercio la mortalidad
prematura por enfermedades no transmisibles median-
te la prevención y el tratamiento y promover la salud
mental y el bienestar.

Meta 3.5 Fortalecer la prevención y el tratamiento del
abuso de sustancias adictivas, incluido el uso indebido
de estupefacientes y el consumo nocivo de alcohol.

Meta 3.6: Para 2020 reducir a la mitad el número de
muertes y lesiones causadas por siniestros de tráfico
en el mundo.

Meta 3.d: Reforzar la capacidad de todos los países, en
particular los países en desarrollo, en materia de aler-
ta temprana, reducción de riesgos y gestión de los ries-
gos para la salud nacional y mundial.

Objetivo 5: Lograr la igualdad entre los géneros y em-
poderar a todas las mujeres y las niñas:

5.2 Eliminar todas las formas de violencia contra todas
las mujeres y las niñas en los ámbitos público y priva-
do, incluidas la trata y la explotación sexual y otros ti-
pos de explotación.

5.c Aprobar y fortalecer políticas acertadas y leyes
aplicables para promover la igualdad de género y el
empoderamiento de todas las mujeres y las niñas a to-
dos los niveles.

ODS 11: Lograr que las ciudades y los asentamientos
humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y soste-
nibles:

Meta 11.2: De aquí a 2030 proporcionar acceso a sis-
temas de transporte seguros, asequibles, accesibles y
sostenibles para todos y mejorar la seguridad vial en
particular mediante la ampliación del transporte públi-
co, prestando especial atención a las necesidades de
las personas en situación de vulnerabilidad las muje-
res, los niños, las personas con discapacidad y las per-
sonas de edad.

También es importante señalar que el artículo Segun-
do Transitorio de la citada Ley establece lo siguiente:

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas

de las entidades federativas, en un plazo no mayor a

180 días, contados a partir de la entrada en vigor de

la presente ley, deberán aprobar las reformas necesa-

rias a las leyes de su competencia, a fin de armoni-

zarlas con lo dispuesto en esta ley.

Respecto a las leyes federales y generales que deben
armonizarse, durante las Legislaturas LXIV y LXV se
realizaron diversos esfuerzos tanto en la Cámara de
Diputados como en la de Senadores. En ese sentido, el
12 de octubre de 2022 la senadora Patricia Mercado
Castro, el senador Elí César Cervantes Rojas de More-
na y el senador Emilio Álvarez Icaza presentaron una
iniciativa para armonizar la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, de la Ley del Registro Pú-
blico Vehicular, de la Ley General de Salud y de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, la cual fue turnada a las Comisiones Unidas
de Zonas Metropolitanas y Movilidad; y de Estudios
Legislativos, Primera. Ésta se dictaminó en comisio-
nes el 13 de septiembre; el dictamen fue sometido a
Primera Lectura el 11 de octubre de 2023 y a discusión
y aprobación del Pleno del Senado el 14 de noviembre
de 2023, siendo aprobado por 84 votos a favor y remi-
tida la Minuta a la Cámara de Diputados. Sin embar-
go, ésta quedó pendiente de trámite, derivado del fin
de la Legislatura. Por ello, y en virtud de los consen-
sos alcanzados, se retoma el contenido de dicha inicia-
tiva para la presente.

El plazo establecido en el artículo segundo transitorio
de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial ven-
ció el 13 de noviembre de 2022, considerando que su
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vigencia inició el 18 de mayo de 2022. Y aunado a
que, de acuerdo con el programa anual de trabajo de la
Comisión de Movilidad de la Cámara de Diputados
para el primer año de ejercicio de la LXVI Legislatu-
ra, el proceso de armonización de leyes federales y ge-
nerales es un tema prioritario, es necesario realizar las
reformas necesarias a fin de cumplir con el criterio es-
tablecido en la propia ley.

La movilidad segura y eficiente es un pilar fundamen-
tal para el desarrollo de cualquier sociedad. En Méxi-
co, la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial
(LGMSV) establece un marco normativo integral que
busca garantizar el derecho a la movilidad en condi-
ciones de seguridad, accesibilidad, eficiencia, sosteni-
bilidad y calidad. Para alcanzar estos objetivos, es cru-
cial armonizar la Ley del Registro Público Vehicular
(LRPV) con la LGMSV, permitiendo así una mejor in-
tegración de la información vehicular con las políticas
de seguridad vial y movilidad.

El Registro Público Vehicular es una herramienta cla-
ve para la gestión de datos relacionados con los vehí-
culos, lo que impacta directamente en la seguridad vial
y en la formulación de políticas de movilidad. Sin em-
bargo, su marco normativo actual presenta áreas de
oportunidad que requieren adecuaciones para alinear-
se con la LGMSV.

Mientras que la LRPV se limita en regular la opera-
ción, funcionamiento y administración del Registro
Público Vehicular, el propósito de la LGMSV es regu-
lar la movilidad y seguridad vial como asuntos de or-
den público e interés social y de observancia general
en todo el territorio nacional. Por lo que es fundamen-
tal que la LRPV reconozca explícitamente su contri-
bución al cumplimiento de los objetivos de la
LGMSV.

Actualmente, en la LRPV se delega su aplicación al
Ejecutivo federal sin hacer referencia al marco de co-
ordinación interinstitucional previsto en la LGMSV.
En este sentido, el artículo 7 de la LGMSV crea el Sis-
tema Nacional de Movilidad y Seguridad Vial, un me-
canismo que fortalece la cooperación entre entidades.
En base a ello el incorporar esta referencia en la LRPV
permitirá una mayor coordinación entre autoridades y
garantizará que el Registro Público Vehicular desem-
peñe un papel estratégico dentro del sistema.

La LRPV establece que el Registro se centra en la iden-
tificación y control vehicular, sin una vinculación ex-
plícita con la formulación de políticas de movilidad y
seguridad vial. No obstante, la información vehicular
es clave para diseñar estrategias efectivas en estas ma-
terias. Ampliar el objeto del Registro para incluir su
uso en la planificación de políticas públicas fortalecerá
su impacto en la toma de decisiones gubernamentales.

La actual definición de la base de datos del Registro
no especifica la inclusión de información relevante pa-
ra la seguridad vial, como seguros vehiculares o la
identificación de unidades de transporte público. En
contraste, el Artículo 29 de la LGMSV establece que
los datos del Registro Público Vehicular deben formar
parte de la base de datos sobre movilidad y seguridad
vial. Para cumplir con este mandato, es importante
ampliar el tipo de información recopilada.

La LRPV no contempla la recopilación de informa-
ción sobre dispositivos de seguridad vehicular, a pesar
de que este aspecto es esencial para evaluar la seguri-
dad de los automotores. El artículo 54 de la LGMSV
destaca la importancia de la seguridad vehicular en la
reducción de siniestros. Por lo que incluir estos datos
en el Registro permitirá un mejor seguimiento de las
medidas de seguridad implementadas en el parque ve-
hicular.

La armonización de la LRPV con la LGMSV es fun-
damental para fortalecer la seguridad vial y mejorar la
gestión de la información vehicular. Incorporar estos
cambios permitirá un uso más eficiente de los datos
vehiculares en la formulación de políticas públicas y
en la prevención de siniestros viales, garantizando así
una movilidad más segura y eficiente para todos los
ciudadanos.

En este contexto, resulta esencial que las leyes que re-
gulan las atribuciones de las autoridades en materia de
movilidad y seguridad vial estén alineadas con los
contenidos de la LGMSV para asegurar su correcta
implementación.

Por lo anterior, se presenta un cuadro comparativo en-
tre el texto vigente y las propuestas de modificación
para armonizar la Ley del Registro Público Vehicular
con la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial.
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Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su
consideración la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Registro Público Vehicular, en materia de
armonización con la Ley General de Movilidad y
Seguridad Vial

Artículo Único. Se reforman el párrafo primero del
artículo 1, la fracción I y III del artículo 3, el párrafo
primero del artículo 6, el párrafo segundo y tercero del
artículo 7, y la fracción II del artículo 8; y se adiciona
un tercer párrafo del artículo 7, todos de la Ley del
Registro Público Vehicular, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto estable-
cer y regular la operación, funcionamiento y adminis-
tración del Registro Público Vehicular. Sus disposicio-
nes son de orden público y de observancia general en
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todo el territorio nacional, contribuyendo al cumpli-
miento de los objetivos de la Ley General de Movi-
lidad y Seguridad Vial en materia de seguridad y
gestión de información vehicular.

...

...

Artículo 3. ...

I. Acordar con las Entidades Federativas, en el marco
del Sistema Nacional de Movilidad y Seguridad
Vial, las reglas a que se sujetarán el suministro, inter-
cambio y sistematización de la información del Regis-
tro y, en general, sobre su operación, funcionamiento
y administración;

II. ...

III. Integrar la información que le proporcionen las au-
toridades federales en el Registro, así como la que le
suministren las Entidades Federativas relativa a sus
padrones vehiculares, incluyendo aquella informa-
ción que sea relevante para la seguridad vial, de
conformidad con lo establecido en la Ley General
de Movilidad y Seguridad Vial;

IV. a VII. ...

Artículo 6. El Registro Público Vehicular tiene por
objeto la identificación y control vehicular; en la que
consten las inscripciones o altas, bajas, emplacamien-
tos, infracciones, pérdidas, robos, recuperaciones y
destrucción de los vehículos que se fabrican, ensam-
blan, importan o circulan en el territorio nacional, así
como brindar servicios de información al público y
proporcionar información relevante para la formu-
lación, seguimiento y evaluación de la política de
movilidad y seguridad vial, en concordancia con la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial.

...

...

...

Artículo 7. ...

Para mantener actualizado el Registro, las autoridades
federales y las de las entidades federativas, de confor-
midad con sus atribuciones, suministrarán la informa-
ción relativa a altas, bajas, cambio de propietario, em-
placamientos, infracciones, pérdidas, robos,
recuperaciones, pago de tenencias y contribuciones,
destrucción de vehículos, gravámenes y otros datos
con los que cuenten, incluyendo, en la medida de lo
posible, información relevante para la seguridad
vial, como los seguros registrados y datos que per-
mitan la identificación de vehículos utilizados en la
prestación de servicios de transporte.

Por su parte, el Secretariado Ejecutivo, mediante los
instrumentos de información nacional sobre seguridad
pública que correspondan, incorporará al Registro la
información que le proporcionen las Fiscalías, en co-
ordinación con las instancias responsables de la se-
guridad vial, relativa a robos, recuperaciones y des-
trucción de vehículos.

La información contenida en el Registro se remiti-
rá periódicamente al Sistema Nacional de Movili-
dad y Seguridad Vial, de conformidad con lo esta-
blecido en los artículos 29 y 72 de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial.

Artículo 8. ... 

I. ...

II. Las características esenciales del vehículo, inclu-
yendo información relevante sobre sus dispositivos
y sistemas de seguridad vehicular, de conformidad
con la normativa aplicable;

III. a V. ...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal tendrá sesenta días na-
turales, contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, para realizar las adecuaciones regla-
mentarias conducentes con base en lo establecido en
este.
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Dado en el salón de sesiones de la 
Comisión Permanente, a 30 de julio de 2025.

Diputada Nancy Aracely Olguín Díaz (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Seguridad Ciudadana. Julio
30 de 2025.)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 183 DE LA LEY

DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE, A FIN DE FORTA-
LECER EL ENFOQUE EN MATERIA DE SANIDAD E INOCUI-
DAD AGROALIMENTARIA COMO ELEMENTO ESTRATÉGICO

PARA LA SEGURIDAD ALIMENTARIA Y EL ACCESO A LOS

MERCADOS, RECIBIDA DEL DIPUTADO GERARDO VILLA-
RREAL SOLÍS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM,
EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 30 DE JULIO DE 2025

El que suscribe, diputado Gerardo Villarreal Solís, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma y adiciona el artículo 183 de la Ley de Des-
arrollo Rural Sustentable, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La seguridad y soberanía alimentaria son condiciones
fundamentales para el bienestar de la población, la es-
tabilidad económica y el desarrollo sostenible del país.
Garantizar el abasto oportuno, suficiente y seguro de
alimentos no solo requiere de capacidad productiva, si-
no también de sistemas eficaces de sanidad e inocuidad
agroalimentaria que prevengan riesgos a la salud públi-
ca y aseguren la calidad de lo que consumimos.

En este contexto, la sanidad vegetal, la salud animal y
la inocuidad de los alimentos representan pilares in-
dispensables para proteger la producción nacional,
asegurar la confianza de los consumidores y mantener
el acceso y la competitividad del campo mexicano en
los mercados nacionales e internacionales.

Las enfermedades, plagas y contaminantes no sólo
afectan el rendimiento económico de las unidades pro-
ductivas, sino que también pueden tener consecuen-
cias devastadoras para la salud pública, la reputación
del país como exportador confiable y la permanencia
de nuestros productos.

Un ejemplo reciente de esta vulnerabilidad es la rea-
parición del gusano barrenador del ganado, una plaga
que representa un riesgo zoosanitario severo y que ha
afectado directamente la capacidad de exportación del
hato bovino mexicano.

De ahí la importancia de seguir abonando en el forta-
lecimiento de nuestras capacidades institucionales y
territoriales para prevenir, detectar y responder a ame-
nazas sanitarias que pueden frenar el crecimiento de
regiones enteras y comprometer el ingreso de miles de
familias ganaderas. 

Del mismo modo, la producción de cultivos estratégi-
cos señalados en el artículo 179 de la ley –como maíz,
frijol, sorgo, café, caña de azúcar, entre otros– requie-
re estar acompañada de medidas firmes en materia de
sanidad vegetal e inocuidad alimentaria, pues son par-
te esencial del consumo básico de la población, del
equilibrio agroalimentario nacional y del patrimonio
cultural y agrícola de México. 

En este contexto, es justo reconocer los esfuerzos re-
cientes encabezados por la presidenta Claudia Shein-
baum y por la Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural, quienes, en estrecha coordinación con el Go-
bierno de los Estados Unidos, con lo vual se han lo-
grado avances significativos en el fortalecimiento del
sistema sanitario binacional, incluyendo la reactiva-
ción gradual de las exportaciones de ganado en pie y
el establecimiento de protocolos conjuntos para aten-
der riesgos zoosanitarios.
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Acciones que evidencian la voluntad política y técnica
de ambas naciones para proteger la sanidad agrope-
cuaria como condición indispensable para el comercio
y el desarrollo rural.

Si bien México cuenta con el Servicio Nacional de Sa-
nidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, los retos
actuales derivados del cambio climático, la globaliza-
ción comercial y la intensificación productiva, exigen
mayor claridad en el marco legal para priorizar accio-
nes sanitarias como parte integral de la política ali-
mentaria y de desarrollo rural.

Actualmente, el artículo 183 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable establece diversas líneas de acción
orientadas a cumplir con los objetivos de seguridad y
soberanía alimentaria. Sin embargo, no contempla de
manera expresa la dimensión sanitaria y de inocuidad
como una condición estructural para lograr estos fines.

Por ello, la presente iniciativa propone adicionar una
fracción IX al artículo 183, con el propósito de incor-
porar el fortalecimiento de las capacidades técnicas y
operativas en materia de sanidad e inocuidad agroali-
mentaria como una línea de acción prioritaria del Es-
tado mexicano. Esta adición permitirá abonar a una vi-
sión para:

• Fortalecer la coordinación entre órdenes de gobierno
y sectores productivos;

• Favorecer el cumplimiento de estándares internacio-
nales;

• Facilitar el acceso a mercados y, sobre todo,

• Garantizar alimentos seguros para la población.

La propuesta es coherente con el enfoque integral de
desarrollo rural sustentable que establece la propia ley,
y no implica por sí misma impactos presupuestales
adicionales, sino una mejor orientación de las acciones
ya previstas en el marco legal y programático vigente
con enfoque a los productos básicos y estratégicos co-
mo se ha venido realizando

A continuación, se presenta un cuadro comparativo
entre el texto vigente de la Ley y las propuestas de mo-
dificación Aquí planteadas:

Por las razones expuestas, y con pleno compromiso
con la salud, la productividad y el futuro del campo
duranguense y del campo mexicano, se somete a con-
sideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artícu-
lo 183 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforman las fracciones VII y VIII
del artículo 183 de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table y se adiciona una fracción IX, para quedar como
sigue: 

Artículo 183. Para cumplir con los requerimientos de
la seguridad y soberanía alimentaria, el Gobierno Fe-
deral impulsará en las zonas productoras líneas de ac-
ción en los siguientes aspectos: 

I. a VI. …

VII. La instrumentación de programas y acciones
de protección del medio ambiente para la evalua-
ción de los costos ambientales derivados de las ac-
tividades productivas del sector;

VIII. La aplicación de medidas de certidumbre eco-
nómica, financiera y comercial que garanticen el
cumplimiento de los programas productivos agroa-
limentarios referidos en el artículo 180, y
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IX. El fortalecimiento de las capacidades técni-
cas y operativas en materia de sanidad e inocui-
dad agroalimentaria, a fin de garantizar el abas-
to seguro y confiable de los alimentos, y
favorecer el acceso de las unidades de produc-
ción a los mercados nacionales e internacionales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en la Comisión Permanente, a 30 de julio de 2025.

Diputado Gerardo Villarreal Solís (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria. Julio
30 de 2025.)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY DEL

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS,
EN MATERIA DE IMPORTACIÓN DE LECHE EN POLVO, RECI-
BIDA DEL DIPUTADO TECUTLI JOSÉ GUADALUPE GÓMEZ

VILLALOBOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

Quien suscribe, diputado Tecutli José Guadalupe Gó-
mez Villalobos, integrante del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano en la LXVI Legislatura del
Congreso de la Unión, en ejercicio de las atribuciones
conferidas en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 78, párrafo segundo, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y
122, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral; y 55,fracción II, y 179 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración del pleno
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto, por el que se adicionan diversas disposiciones
a la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser-
vicios, en materia de importación de leche en polvo.

Antecedentes

Tomando sólo en consideración la LXV Legislatura,
se tienen contabilizadas y registradas por lo menos 7

iniciativas presentadas que tiene que ver precisamente
con el sector productivo de la leche, específicamente
hablando de leche fresca, que por una parte algunas de
estas iniciativas tienen como objeto regular la produc-
ción lechera en el país y los productos derivados de es-
ta, así como el proteger al productor nacional y con
ello la economía local proponiendo gravando la leche
en polvo que se importa de otros países, lo que genera
una competencia desleal y que afecta desde las bases a
este sector y con ello amenaza la autosuficiencia ali-
mentaria de las y los mexicanos respecto de este pro-
ducto considerado en la canasta básica alimentaria.

Incluso un congreso local, el de Jalisco, decidió pre-
sentar una iniciativa al respecto, cosa que no es menor
y debería sorprendernos ya que Jalisco es el produc-
tor número de leche a nivel nacional, siendo la zona
de los altos de ese Estado la de mayor producción, da-
tos en los que profundizaremos más adelante, que di-
ferentes diputados, diputadas y un congreso local ha-
yan elevado este tema a iniciativa, nos habla de la
importancia y repercusión nacional que tiene para
nuestro país la producción lechera y que debería dis-
cutirse a fondo y con seriedad dejando de lado cues-
tiones partidistas para buscar el mayor de los benefi-
cios para las y los mexicanos.
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Sin embargo, todos estos proyectos no han llegado a
dictaminarse para discutirse en el pleno de la cámara
de diputados, situación que deja entrever una de dos
cosas, la poca importancia que le da el oficialismo a
una situación tan apremiante o la nula disposición de
legislar sobre este tema, pero cualquiera que sea el
motivo, no es razón para que se quite el dedo del ren-
glón y se de paso a dejar en indefensión económica-
comercial a nuestros productores nacionales y el mer-
cado interno, ese que este proyecto de nación dice que-
rer proteger y potenciar como pilar de desarrollo.

Exposición de Motivos

El consumo de la leche en los seres humanos es bási-
co desde la gestación y durante toda la vida para un de-
bido aporte de nutrientes necesarios para un pleno des-
arrollo humano y una calidad de vida digna, así como
preservar la salud (Salud, 2016).

No es casualidad que por estas razones la leche se en-
cuentre considerada como uno de los productos que
integran la canasta básica alimentaria en México (Ru-
ral, Gobierno de México, 2020), producto que en si-
tuación ideal no debería faltar en la dieta de las y los
mexicanos, un producto indispensable por su naturale-
za nutritiva para el ser humano.

Pero como sabemos, los avances tecnológicos trasto-
can cada parte de la actividad humana y sobre todo la
de producción de bienes, siempre en busca del mejor
rendimiento al menor costo, sin tomar en cuenta, en
ocasiones, el perjuicio o las afectaciones que pueden
llegar a tener sobre la sociedad en sí misma y la salud
de las personas.

En estos últimos años y retomando a las y los diputa-
dos que se mencionan en la tabla 1.0, podemos identi-
ficar que son dos principales problemas que se rela-
cionan con el tema lechero en nuestro país, o al menos,
los dos más importantes y que son competencia de es-
te congreso de la unión, que son los siguientes:

• La leche y sus derivados que se comercializan en
nuestro país, no están debidamente regulados y por lo
tanto no son productos que sean 100 por ciento hechos
de este producto, teniendo como resultado productos
que se comercializan como leche, pero que no son le-
che y que esto afecta al consumidor final tanto en
aportes de nutrientes como en un engaño por parte de

las industrias al llamarle leche, a algo que suele conte-
ner porcentajes bajos de ésta.

• No integrar estos productos con suficiente porcenta-
je de leche para que se puedan llamar productos de le-
che, así como el importar leche en polvo para abaratar
costos de producción, están generando una competen-
cia desleal entre los productores nacionales y las im-
portaciones de leche en polvo, donde el productor na-
cional las lleva de perder, a tal punto que como hemos
visto anteriormente prefieren tirar el producto que
venderlo al precio en que se lo quieren comprar, pues
este precio está por debajo de lo que cuesta producir el
litro de leche (Angel, 2024).

En este tenor, no podemos seguir volteando hacia otro
lado cuando es problema de más evidente para nuestra
sociedad, como bien se ha mencionado en otras inicia-
tivas y retomando dicha información que es de vital
importancia para dimensionar el problema que esta-
mos enfrentando, cabe destacar el llamado Coeficien-
te de Protección Nominal (CPN) aplicado al Productor
de Leche, este coeficiente es el más simple utilizado
para evaluar el nivel de protección que resulta de las
distorsiones del mercado interno y externo a ciertos
productos, mide entonces la relación entre el precio in-
terno efectivamente recibido y el precio de paridad
económica de un producto (José María Caballero,
SD), en este sentido según la Cámara Nacional de In-
dustrias de la Leche (Canilec) de los países de la OC-
DE, México cuenta con CPN al Productor Lechero de
1.43, es decir, que protege un 43 por ciento o subven-
ciona en ese porcentaje la producción nacional, estan-
do solo por debajo de Islandia (1.63), Japón (2.50),
Corea (1.52) (México, Mayo 2024).

De lo anterior podemos deducir dos puntos principales,
en México gracias a las distorsiones del mercado se lu-
cha por proteger más al productor nacional, segundo,
solo países pequeños como Islas tienen una asimetría
de mercado mayor que compensar que México, lo que
podría decirse que hasta cierto punto es lógico y razo-
nable debido a su geografía, pero que en México se ten-
ga ese indicador tan elevado siendo que no comparte ni
la geografía, ni el clima como en esos países, es un in-
dicador de que algo está sucediendo en ese rubro.

Del compendio de estadísticas del sector lácteo 2013-
2023 generado por la Canilec y del que se hace men-
ción anteriormente, también podemos destacar los si-
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guientes datos que nos servirán para contextualizar el
sector lechero en México y en el mundo a fin de lograr
visualizar el impacto que tiene nacional como interna-
cionalmente, México ocupa el 14º lugar en la produc-
ción mundial de leche de bovino, a nivel nacional la
producción de leche de bovino representa el 3er lugar
en el valor de la producción pecuaria nacional (17 por
ciento), donde de esa producción nacional más de la
mitad se concentra en

1. Jalisco, 21.0 por ciento. 

2. Coahuila, 11.5 por ciento.

3. Durango, 1.4 por ciento.

4. Chihuahua, 9.5 por ciento.

Por otra parte, la elaboración de productos lácteos re-
presenta el cuarto lugar en el PIB de la industria ali-
mentaria, pero aún con toda la producción de leche
que existe en el país en 2023 México importó 3 mil
252 millones de dólares (MDD) de productos lácteos
(México, Mayo 2024), esta suma en términos de ba-
lanza comercial lo mantiene en un déficit comercial
por 2 mil 403 MDD, es decir, importamos más de lo
que exportamos generando una dependencia de este
sector con el extranjero, en especial con Estados Uni-
dos de América (EUA) ya que es el país del que más
importamos estos productos con 73 por ciento, donde
la leche descremada en polvo representa 36 por ciento
del valor de las importaciones de lácteos.

De igual manera, según el Panorama de la Lechería en
México 2023 emitido por la Secretaría de Agricultura
y Desarrollo Rural (Rural, Panorama de la lechería en
México, 2023), en 2023 las necesidades de abasto na-
cional de leche en polvo fueron de 370 mil 561 tone-
ladas, 2.4 por ciento mayor que en 2022, la producción
nacional por el contrario se contrajo en 1.3 por ciento.

En compra de leche entera en polvo, México posee el
quinto lugar en el mundo con 2.8 por ciento de las im-
portaciones globales, donde nueve de cada diez de
esas toneladas importadas proceden de EUA.

Fundamento Legal

Por tales razones y por ser competencia del Congreso
de la Unión de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
73, fracción XXIX, numeral 1, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM):

Artículo 73. El Congreso tiene facultad

I. a XXVIII. ...

XXIX. Para establecer contribuciones: 

1o. Sobre el comercio exterior;

Es que se genera la presente iniciativa con el objeto de
poder regular de manera especial la importación de la
leche en polvo a nuestro país, con la finalidad de aca-
bar con una competencia desleal, fortalecer el merca-
do interno y con ello a los productores nacionales, la
economía local y fomentar el desarrollo de la industria
local.

La propuesta en síntesis es gravar a través del Impues-
to Especial sobre Producción y Servicios (IEPS) la le-
che en polvo que llega a México, esto principalmente
para cumplir con los siguientes objetivos:

• Amortiguar las asimetrías del mercado y con ello
proteger el mercado interno y al productor nacional de
leche

• Del dinero recaudado del impuesto, se destine a la
mejora en tecnología de este sector para volverlo com-
petitivo internacionalmente, además de la viabilidad
de que Liconsa pueda comprar más leche al productor
nacional y que más mexicanos tengan acceso a este
alimento a precio accesible

Debemos también recordar que el IEPS es un impues-
to indirecto, que si bien en su concepción fue introdu-
cido en nuestra legislación como una manera de des-
incentivar el consumo de ciertos bienes y servicios que
tienen efectos negativos en la sociedad, tales como el
tabaco y el alcohol, la recaudación de estos recursos
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entonces se debe destinar a resarcir los efectos negati-
vos producidos por estos bienes y servicios, corregir
esas externalidades negativas del mercado, para este
caso en específico, introducir un impuesto a la leche
en polvo, si bien no es nocivo para la sociedad en tér-
minos de salud, sí es una asimetría de mercado en las
relaciones comerciales, ya que se compite en condi-
ciones desiguales, gravar este producto ayudaría en-
tonces a resarcir ese daño colateral que se hace al mer-
cado interno, a los productores nacionales por una
partes, además de que pensando en fortalecer este mis-
mo mercado se ayuda a invertir ese dinero en volver
este sector competitivo para que un futuro este incluso
pueda dejar de existir, una vez corregida esta falla de
mercado.

PROPUESTA DE REFORMA
AL TEXTO NORMATIVO
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Por lo comentado someto a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios

Único. Se adiciona el inciso K) en su fracción I, se
modifica la fracción II inciso A) del artículo 2o., se
adiciona la fracción XXXVIII al artículo 3o., se mo-
difica el párrafo segundo del artículo 4o., el artículo
5o. -A en su primer párrafo y el artículo 19 en sus frac-
ciones VII y XI, de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a
continuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas
siguientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) a J) ...

K) Leche en polvo descremada

La cuota se determinará de acuerdo a los precios
internacionales y nacionales con el fin de lograr
una paridad financiera de importación.

II. En la prestación de los siguientes servicios:

A) Comisión, mediación, agencia, representación,
correduría, consignación y distribución, con motivo
de la enajenación de los bienes señalados en los in-
cisos A), B), C), F), I) y J) y K) de la fracción I de
este artículo. En estos casos, la tasa aplicable será la
que le corresponda a la enajenación en territorio na-
cional del bien de que se trate en los términos que
para tal efecto dispone esta Ley. No se pagará el im-
puesto cuando los servicios a que se refiere este in-
ciso, sean con motivo de las enajenaciones de bien-
es por los que no se esté obligado al pago de este
impuesto en los términos del artículo 8o. de la pro-
pia ley.

B) ...

C) ...

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende
por

I. a XXXVII. ...

XXXVIII. Leche en polvo descremada o análogos,
como aquella que ha sido sometida a un proceso de
deshidratación, estandarizada o no y que cumple
con las especificaciones de la normatividad aplica-
ble para adquirir esa denominación.

Artículo 4o. Los contribuyentes a que se refiere esta
ley pagarán el impuesto a su cargo, sin que proceda
acreditamiento alguno contra dicho pago, salvo en los
supuestos a que se refiere el siguiente párrafo.

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto
trasladado al contribuyente por la adquisición de los
bienes a que se refieren los incisos A), D), F), G), I),
J) y K) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, así
como el pagado por el propio contribuyente en la im-
portación de los bienes a que se refieren los incisos A),
C), D), F), G), H), I) y J) de dicha fracción, siempre
que sea acreditable en los términos de la citada ley.

(…)

Artículo 5o.-A. Los fabricantes, productores, envasa-
dores o importadores, que a través de comisionistas,
mediadores, agentes, representantes, corredores, con-
signatarios o distribuidores, enajenen los bienes a que
se refieren los incisos A), B), C), F), I), J) y K) de la
fracción I, del artículo 2o. de esta Ley, estarán obliga-
dos a retener el impuesto sobre la contraprestación que
a éstos correspondan y enterarlo mediante declaración
que presentarán ante las oficinas autorizadas, de con-
formidad con lo dispuesto en el primer párrafo del ar-
tículo 5o. de esta Ley. Cuando las contraprestaciones
se incluyan en el valor de la enajenación por las que se
pague este impuesto, no se efectuará la retención y no
se considerarán contribuyentes de este impuesto por
dichas actividades.

(...)

Artículo 19. Los contribuyentes a que se refiere esta
Ley tienen, además de las obligaciones señaladas en
otros artículos de la misma y en las demás disposicio-
nes fiscales, las siguientes:
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I. a VII. (…)

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refie-
ren los incisos A), B), C), D), F), G), H), I), J) y K) de
la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, obligados al
pago del impuesto especial sobre producción y servi-
cios a que se refiere la misma, deberán proporcionar al
Servicio de Administración Tributaria, trimestralmen-
te, en los meses de abril, julio, octubre y enero, del año
que corresponda, la información sobre sus 50 princi-
pales clientes y proveedores del trimestre inmediato
anterior al de su declaración, respecto de dichos bien-
es. Tratándose de contribuyentes que enajenen o im-
porten vinos de mesa, deberán cumplir con esta obli-
gación de manera semestral, en los meses de enero y
julio de cada año.

IX. a X. (…)

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a
que se refieren los incisos A), B), C), D), F), G), H), I)
y J) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, debe-
rán estar inscritos en el padrón de importadores y ex-
portadores sectorial, según sea el caso, a cargo de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

XII. a XXIV. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente a partir de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.
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Sede de la Comisión Permanente, 
a 30 de julio de 2025.

Diputado Tecutli José Guadalupe 
Gómez Villalobos (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co. Julio 30 de 2025.)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN XVI DEL ARTÍCULO 50 DE

LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES, RECIBIDA DE LA DIPUTADA NOEMÍ BE-
RENICE LUNA AYALA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

La suscrita, Noemí Berenice Luna Ayala, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I,
76, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos; y 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma la fracción XVI del artículo 50 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, al tenor lo siguiente

Lunes 4 de agosto de 2025 Gaceta Parlamentaria57



Exposición de Motivos

Una publicación del World Economic Forum del 13 de
enero de 2025 señala:1

Actualmente nos enfrentamos a una crisis mental glo-
bal, y algunos estudios estiman que una de cada dos
personas en el mundo desarrollará un trastorno de sa-
lud mental a lo largo de su vida. Según la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS), los trastornos de sa-
lud mental contribuyen sustancialmente a la carga
mundial de enfermedad, siendo la depresión por sí so-
la la principal causa de discapacidad a nivel mundial.
Incluso con un impacto generalizado, en promedio, los
gobiernos destinan solo alrededor del 2 por ciento de
sus presupuestos de salud a la atención de la salud
mental, y muchos países de ingresos bajos y medios
gastan menos del 1 por ciento.

Este problema se ve gravemente agravado por la esca-
sez crónica de profesionales cualificados. Si bien los
trastornos de salud mental representan el 10 por cien-
to de la carga mundial de enfermedad, solo el 1 por
ciento del personal sanitario mundial se dedica a la sa-
lud mental.

Las investigaciones demuestran sistemáticamente que
las personas con un nivel socioeconómico más bajo
tienen un mayor riesgo de padecer trastornos de salud
mental, como la depresión y la ansiedad.

El mismo organismo puntualiza en una publicación
del 7 de mayo de 2025:2

El deterioro de la salud mental en niños y adolescen-
tes se está convirtiendo en un problema social cada
vez más grave, que afecta al bienestar y la calidad de
vida de la población a largo plazo.

En este contexto, los servicios médicos y de apoyo es-
tán sobrecargados y muchos jóvenes tienen dificulta-
des para acceder a una ayuda oportuna y adaptada a
sus necesidades. La mayoría de los niños y adolescen-
tes de todo el mundo que sufren algún trastorno men-
tal no buscan ayuda ni reciben atención.

También hay cambios sociales, estructurales y relacio-
nados con el desarrollo de los niños que están tenien-
do un efecto.

Entre ellos se encuentran, por ejemplo, las políticas
educativas que dan prioridad al rendimiento académi-
co y el alargamiento de la jornada escolar, lo que se
traduce en más estrés y menos tiempo para jugar, se-
gún argumenta el profesor Peter Fonagy, director de la
División de Psicología y Ciencias del Lenguaje de la
University College London.

Además, afirma que, aunque bienintencionado, el en-
foque parental más protector y preocupado por la se-
guridad limita la capacidad de los jóvenes para des-
arrollar resiliencia, confianza y fortaleza emocional.

El tema de la salud mental en niños, niñas y adoles-
centes no es nuevo para México, en el 2022, la Secre-
taría de Salud Federal3 emitió una publicación que se-
ñala lo siguiente:

Es indispensable atender la salud mental de las in-
fancias y adolescencias, ya que más de 50 por ciento
de los problemas mentales en la edad adulta –depre-
sión y ansiedad, y del comportamiento-trastorno por
déficit de atención e hiperactividad (TDAH)– inicia-
ron en las etapas del desarrollo, afirmó el director ge-
neral del Hospital Psiquiátrico Infantil “Doctor Juan
N. Navarro” de la Secretaría de Salud, Emmanuel Sar-
miento Hernández.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) y la Or-
ganización Panamericana de la Salud (OPS) reportan
que una de cada siete niñas, niños y adolescentes de 10
a 19 años padece alguna alteración de la cognición, de
la regulación de las emociones o del comportamiento,
señaló Sarmiento Hernández.

El director general del hospital psiquiátrico infantil
Juan N. Navarro informó que en este nosocomio men-
sualmente entre 600 y 700 niñas, niños y adolescentes
acuden a consulta psiquiátrica por primera vez, princi-
palmente por depresión y ansiedad, y en muchos casos
estos padecimientos están acompañados de conducta
suicida; es decir, con pensamientos de muerte, autole-
siones; ideación, plan e intento suicida.

De ahí la importancia de buscar ayuda psicológica y
psiquiátrica cuando madres, padres o personas cui-
dadoras detecten desajustes en el comportamiento.

Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi) refieren que en 2021 se registraron ocho mil
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351 suicidios, y que la tasa en niñas y niños y adoles-
centes de 10 a 14 años fue de 2.1 por cada 100 mil ha-
bitantes.

De todo lo anterior se desprende la necesidad de la de-
tección y atención temprana de las enfermedades men-
tales entre niñas, niños y adolescentes, principalmente
con los padecimientos más frecuentes como son los
trastornos de ansiedad y depresión, trastorno por défi-
cit de atención e hiperactividad (TDAH), del espectro
autista, trastornos alimentarios y del comportamiento.

Tasa de casos nuevos de enfermedades sobre trastor-
nos mentales y del comportamiento seleccionados y
entidad federativa según sexo, serie anual de 2014 a
2023

Ante este escenario la detección temprana de los casos
de salud mental entre niñas niños y adolescentes es
fundamental para su atención. En este tenor, los centros
educativos y los sistemas públicos de salud son puntos
estratégicos en donde se pueden detectar con mayor fa-
cilidad los trastornos y enfermedades mentales.

Para su atención, la psicoterapia juega un papel pre-
ponderante, porque no se trata sólo de entender las cri-
sis momentáneamente, si no de detectar el síntoma,
crear la ruta del padecimiento por tipo de trastorno que

coadyuve con la rehabilitación del problema y, de ser
necesario, poner a disposición la medicación adecuada
y correspondiente que contrarreste los síntomas. Se re-
quieren de acciones conjuntas, padres, madres, maes-
tros y médicos.

Para tales efectos, presentamos un comparativo de la
propuesta:

Concluimos la exposición de motivos con un texto de
una publicación de Unicef Colombia:

El bienestar emocional, psicológico y social es tan
importante como el físico y es un derecho del que
gozan todos los niños, niñas y adolescentes. Aunque
a veces sea difícil de entender, de poner en palabras,
de explicar sus consecuencias, la salud mental es fun-
damental para gozar de una buena salud en general: de
esta depende la forma en que manejamos nuestras
emociones, tomamos decisiones, nos movemos en el
mundo y nos relacionamos con otros.

Según la Organización Panamericana de la Salud, las
estimaciones regionales muestran que poco más de 60
por ciento de 39 países tienen una ley de salud mental
independiente. Así mismo, 1 de cada 8 personas en to-
do el mundo vive con afecciones de salud mental que
impactan su salud física, su bienestar y la manera có-
mo se conectan y relacionan con los demás.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta asamblea de la LXVI Legislatura del Congreso de
la Unión la presente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma la fracción XVI del
Artículo 50 de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes

Único. Se reforma la fracción XVI del artículo 50 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen dere-
cho a disfrutar del más alto nivel posible de salud, así
como a recibir la prestación de servicios de atención
médica gratuita y de calidad de conformidad con la le-
gislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y
restaurar su salud. Las autoridades federales, de las en-
tidades federativas, municipales y de las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de
sus respectivas competencias, en relación con los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, se coordinarán a fin
de: La procuraduría tiene las siguientes atribuciones:

I. a XV. ...

XVI. Establecer medidas tendentes a que en los servi-
cios de salud y centros educativos se detecten y atien-
dan de manera especial los casos de niñas, niños y
adolescentes con problemas de salud mental; princi-
palmente trastornos de ansiedad y depresión, Tras-
torno por Déficit de Atención e Hiperactividad
(TDAH), del espectro autista (TEA), trastornos ali-
mentarios y del comportamiento;

XVII. ...

XVIII. ...
...
...
...
...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal tendrá un plazo de no-
venta días naturales, contados a partir de la entrada en
vigor de este decreto, para realizar las adecuaciones
reglamentarias que resulten necesarias, con base en lo
previsto en éste.

Notas

1 https://www.weforum.org/stories/2025/01/4-imperatives-for-im-

proving-mental-health-care-in-2025

2 https://www.weforum.org/stories/2025/05/los-problemas-de-sa-

lud-mental-en-los-niños-esta-aumntando-que-podemos-hacer-al-

respecto

3 https://www.gob.mx/salud/prensa/467-mas-de-50-de-transtor-

nos-mentales-en-la-edad-adulta-iniciaron-en-la-niñez-y-la-adole-

cencia-?idiom=es

4 https://www.inegi.org.mx/temas/salud/

5 https://www.inegi.org.mx/app/tabulados/interactivos/?pxq=Sa-

lud_Mental_05_101eeb31-ab5d_4238-898b-47a8d85789cc

Sede de la Comisión Permanente, 
a 30 de julio de 2025.

Diputada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Derechos de la Niñez y
Adolescencia. Julio 30 de 2025.)

QUE ADICIONA UNA NUEVA FRACCIÓN IV AL ARTÍCULO 74
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PARA ESTABLECER

COMO DÍAS DE DESCANSO OBLIGATORIO EL JUEVES Y

VIERNES DE LA SEMANA SANTA, RECIBIDA DEL DIPUTADO

GERARDO VILLARREAL SOLÍS, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PVEM, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

El que suscribe, diputado federal Gerardo Villarreal
Solís, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México de la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos , así como en los artículo 6, numeral 1, frac-
ción 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona una nueva fracción IV al artículo 74 de la
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Ley Federal del Trabajo, recorriéndolas demás fraccio-
nes en el orden subsecuente , al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En respuesta a una realidad social ampliamente acep-
tada, con profundas raíces culturales y religiosas, y
con efectos positivos en el ámbito familiar, turístico y
económico local, regional y nacional, la presente ini-
ciativa tiene como propósito reformar el artículo 74 de
la Ley Federal del Trabajo, para establecer como días
de descanso obligatorio el jueves y viernes de la Se-
mana Mayor, también conocida como Semana Santa,
de cada año.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en su  artículo 123, establece el derecho de las
personas trabajadoras a disfrutar de días de descanso,
con pleno goce de salario, en los términos que señale
la ley. La Ley Federal del Trabajo (LFT) es la norma
reglamentaria de este derecho y en su artículo 74 se
enlistan los días considerados de descanso obligatorio.

Hoy, la legislación laboral no contempla hasta la fecha
los días jueves y viernes de la Semana Mayor, a pesar de
su profundo arraigo en la cultura mexicana y del hecho
de que, en la práctica, numerosas instituciones públicas
y privadas ya otorgan dichos días como descanso.

Reconocer estos días en la LFT como obligatorios no
vulnera el principio de laicidad del Estado mexicano;
por el contrario, lo armoniza con la libertad  de culto y
el reconocimiento de usos y costumbres culturales am-
pliamente extendidos. La Suprema Corte de Justicia
de la Nación ha sostenido que la laicidad no implica
negar la realidad cultural de una nación  con múltiples
expresiones religiosas y tradicionales.

Asimismo, es importante señalar que en dicho artículo
sí está reconocida la festividad del 25 de diciembre de
cada año, la cual tiene una clara connotación religiosa.

La Semana Santa es una de las tradiciones más impor-
tantes en la vida comunitaria de millones de mexica-
nas y mexicanos. Durante estos días, se desarrollan
eventos religiosos, procesiones, representaciones tea-
trales, actividades turísticas y encuentros familiares en
todo el país. Ignorar este fenómeno desde el marco le-
gal implica una desconexión entre el derecho y la rea-
lidad social que éste pretende regular.

Además, incluir estos días como descanso obligatorio
favorece la convivencia familiar y la preservación de
tradiciones intergeneracionales, valores fundamenta-
les para el tejido social mexicano.

Desde una perspectiva económica, el reconocimiento
de estos días como descanso obligatorio puede tener
un impacto positivo en el turismo interno, que se ha
convertido en un motor de desarrollo regional.

Según datos de la Secretaría de Turismo, la Semana
Santa representa una de las temporadas con mayor
afluencia turística, especialmente en destinos de playa,
pueblos mágicos y ciudades coloniales.

Tan solo la Semana Santa de 2025 rebasó las expecta-
tivas y generó una derrama económica estimada en
145 mil millones de pesos, un incremento del 5.4 por
ciento comparado con 2024, y alcanzó una ocupación
hotelera  nacional del 67.7 por ciento con más de 3.4
millones de turistas, nacionales e internacionales, que
utilizaron dichos servicios.

Esta reforma también tiene una importante causa so-
cial. Conforme a lo dispuesto por el artículo 75 de la
Ley Federal del Trabajo, cuando un trabajador presta
sus servicios en un día de descanso obligatorio, tiene
derecho a recibir, además del salario correspondiente
por el descanso, un pago doble por el servicio presta-
do, es decir, el triple del salario diario habitual.

En consecuencia, al establecer el jueves y viernes de la
Semana Mayor como días de descanso obligatorio, se
otorga claridad normativa respecto a su compensación,
evitando vacíos legales y fomentando condiciones la-
borales más justas.

Se trata de que los buenos números del turismo tam-
bién se vean reflejados en la economía de las familias
que directa o indirectamente dependen de él, y de to-
das y todos los trabajadores que laboren ese día.

La propuesta que se pone a consideración de esta so-
beranía refuerza los esfuerzos de la presidenta de Mé-
xico, la docora Claudia Sheinbaum Pardo, quien ha
llamado a seguir promoviendo a México y su grande-
za, así como a continuar haciendo del turismo un ge-
nerador de prosperidad compartida.
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Por último, es importante reiterar que, en la práctica,
diversos sectores, tanto públicos como privados, ya re-
conocen el jueves y viernes de la Semana Mayor como
días de descanso.

Por ejemplo, la Secretaría de Educación Pública y el
Poder Judicial de la Federación contemplan en sus ca-
lendarios oficiales la suspensión de labores durante
esos días, al igual que lo hacen múltiples dependencias
de los órdenes de gobierno federal, estatal y municipal.

De manera similar, instituciones bancarias y otras in-
tegrantes del sistema financiero nacional también sus-
penden operaciones, conforme al calendario que emi-
te la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

Esta costumbre, ampliamente adoptada en la vida la-
boral mexicana, refleja un consenso social sobre la re-
levancia de dichos días, aun sin estar expresamente
contemplados en la Ley Federal del Trabajo como dí-
as de descanso obligatorio.

Elevar esta práctica a rango legal representa un acto de
congruencia normativa y certeza jurídica para trabaja-
dores y empleadores.

Por las consideraciones expuestas, someto a conside-
ración de esta soberanía el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se adiciona una nueva fracción
IV al artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, re-
corriendo las demás fracciones en el orden subse-
cuente.

Artículo Único. Se adiciona una nueva fracción IV al
artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, recorriéndo-
se las demás en el orden subsecuente, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 74. Son días de descanso obligatorio:

I. El 1o. de enero;

II. El primer lunes de febrero en conmemoración
del 5 de febrero;

III. El tercer lunes de marzo en conmemoración del
21 de marzo;

IV. El jueves y viernes de la Semana Mayor de
cada año;

V. El 1o. de mayo;

VI. El 16 de septiembre;

VII. El tercer lunes de noviembre en conmemora-
ción del 20 de noviembre;

VIII. El 1o. de octubre de cada seis años, cuando
corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo
Federal;

IX. El 25 de diciembre;

X. El que determinen las leyes federales y locales
electorales, en el caso de elecciones ordinarias, pa-
ra efectuar la jornada electoral.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el salón de sesiones del Senado de la Repú-
blica, sede de la Comisión Permanente del H. Congre-
so de la Unión, a 30 de julio de 2025.

Diputado Gerardo Villarreal Solís (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
Julio 30 de 2025.)

QUE REFORMA Y ADICIONA UNA FRACCIÓN AL ARTÍCULO

49 DE LA LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD

VIAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO TECUTLI JOSÉ GUADALU-
PE GÓMEZ VILLALOBOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE 2025

Quien suscribe, diputado Tecutli José Guadalupe Gó-
mez Villalobos, integrante del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano en la LXVI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de las
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atribuciones legales y constitucionales conferidas en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, y 78, párra-
fo segundo, fracción III de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122, numeral 1,
de la Ley Orgánica del Congreso General, y 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma y adiciona una fracción al artículo 49 de la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, con base
en la siguiente

Exposición de Motivos

A manera de introducción, la Ley General de Movili-
dad y Seguridad Vial se publicó recientemente en el
Diario Oficial de la Federación el 17 de mayo de 2022,
como una ley de orden público e interés social y ob-
servancia general, lo anterior de derivado de lo dis-
puesto en el artículo 4o. constitucional y su principio
del derecho a la movilidad y la seguridad vial, con fun-
damento en el artículo 73 constitucional fracción
XXIX-C.

Dentro de los objetivos de la Ley General de Movili-
dad y Seguridad Vial en su artículo 1ro se puede leer
lo siguiente:

Artículo 1. (…)

La presente Ley tendrá por objetivos:

I. (…)

II. Definir mecanismos de coordinación de las autori-

dades de los tres órdenes de gobierno y la sociedad en

materia de movilidad y seguridad vial;

III. Establecer la concurrencia entre la Federación,

las entidades federativas, los municipios y las demar-

caciones territoriales de la Ciudad de México, en el

ámbito de sus respectivas competencias, en materia

de movilidad y seguridad vial, así como los mecanis-

mos para su debida coordinación, de conformidad

con lo establecido en el artículo 73, fracción XXIX-C,

de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos;

IV. a X. (…)

Por lo anteriormente señalado, se propone la siguiente
iniciativa con el objeto de reformar el artículo de la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial en la sec-
ción tercera denominada: De los Instrumentos de Polí-
tica Pública de Movilidad y Seguridad Vial del Tránsi-
to, en el artículo 49, que versa sobre las medidas
mínimas de tránsito.

La propuesta de reforma tiene como objetivo que quie-
nes venden motocicletas nuevas, quienes comerciali-
zan estos productos al consumidor final, tengan prohi-
bido entregarla hasta que el usuario posea la placa de
circulación respectiva a la motocicleta o motocicletas
en cuestión.

Fundamento Legal

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 73
constitucional fracción XXIX-C por ser competencia
del Congreso de la Unión que a la letra dice:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXVIII.

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la

concurrencia del gobierno federal, de las entidades

federativas, de los Municipios y, en su caso, de las de-

marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en

el ámbito de sus respectivas competencias, en mate-

ria de asentamientos humanos, con objeto de cumplir

los fines previstos en el párrafo tercero del artículo

27 de esta Constitución, así como en materia de mo-

vilidad y seguridad vial;

El uso de motocicletas en el país como medio de
transporte ha aumentado exponencialmente y de eso
no hay ninguna duda, es una realidad en nuestro país.
De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi) y la Asociación Nacional de Seguri-
dad Vial (Anasevi), el uso de motos aumentó por enci-
ma del 100 por ciento respecto a años anteriores o pre-
vios al 2024. En 2012, el Inegi registró que en el país
circulaban un 1,582,228 motocicletas, cifra que para
2023 se incrementó en un 329 por ciento ya que se
contabilizaron 7,784,486 vehículos de este tipo (Fór-
mula, 2024).

Para el año de 2025, este crecimiento no mermaría;
por el contrario, se plantea que crecerá hasta un 15 por
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ciento y esto solo contemplando ventas de motos de
marcas como Italika, Bajaj y Honda, aunque México
cuenta con más de 60 firmas que operan en el país, lo
que lo sitúa como el sexto mercado más dinámico a
nivel mundial en venta de motos, sin mencionar que
en este año se prevé la llegada de marcas asiáticas con
inversiones en plantas ensambladoras, un mercado que
incluso supera al automotriz; por esta razón, la presen-
te iniciativa analiza está gran problemática (Navarrete,
2025).

La Ciudad de México, por ejemplo, pasó de tener 55
mil motocicletas en circulación en el año 2000 a 716
mil 400 en 2023 lo que representa un incremento de
1,194 por ciento (México M, 2025).

Ahora bien, el incremento de motocicletas en el país
no es en sí mismo un problema, incluso beneficia a las
y los mexicanos que trabajan y dependen de ese sec-
tor, el problema deriva de la falta de restricciones pa-
ra adquirirlas y el uso que le da el consumidor final.

Desde 2020 se ha registrado un aumento exponencial
de muertes y lesiones de motociclistas, siendo el gru-
po más afectado el de 20 a 39 años, de 2018 a 2023 los
egresos hospitalarios por este tipo de accidentes (mo-
tociclistas) se incrementaron un 89 por ciento, los de-
cesos un 52 por ciento donde la mayoría han sido
hombres (Martínez, 2025).

Sin embargo, el aumento del parque vehicular de mo-
tocicletas no solo trajo consigo problemas de salud pú-
blica como los antes mencionados, también produce
problemas de seguridad, los delincuentes optan por
usar este tipo de vehículos como su herramienta de tra-
bajo para delinquir debido a su velocidad y tamaño
compacto lo que les permite tener numerosas vías de
escape a la mano, tan solo en 2023 se reportaron
34,149 motocicletas robadas en todo el país, de las
cuales 8,104 fueron sustraídas con violencia, mismas
que después se usan para actos delictivos. Con datos
del Instituto Nacional de Ciencias Penales, (Inacipe),
se indica que los índices de los delitos cometidos con
motocicletas se han incrementado en los últimos años,
hablando de los delitos como robo, extorsión, secues-
tro y homicidio.

Guanajuato es un ejemplo, con más del 70 por ciento
de los delitos relacionados con una motocicleta; en
San Luis Potosí, el 40 por ciento de los robos y ejecu-

ciones se cometen con motocicleta; en Tamaulipas, el
30 por ciento, es decir, hay una correlación entre estas
dos variables (Algotive, 2023).

El aumento de la compra y uso de motocicletas en el
país se debe a diferentes factores, como la economía
por ser más barato que un coche; por una mejor movi-
lidad, ya que puede trasladarte con mayor facilidad y
eficiencia (razón principal para delinquir); no tener
otra opción de movilidad por circunstancias varias co-
mo la geográfica entre otras. Por lo antes expuesto, es-
ta iniciativa con la reforma que propone a la ley gene-
ral en cuestión no busca frenar el crecimiento
económico en ese sector, mucho menos afectar a las y
los mexicanos que dependen de esa fuente trabajo; sin
embargo, es innegable que es un problema tanto de sa-
lud y seguridad pública, por ende, el Estado debe y es-
tá facultado para intervenir.

La iniciativa no busca que se comercialicen me-
nos motocicletas y que se pierdan empleos o in-
versiones, sino regular un mercado existente y
en pleno auge para prevenir los problemas públi-
cos como ya se comentaron.

El objetivo de esta iniciativa se centra en la prevención,
en el tenor de la seguridad pública, así como regular la
venta y obtención de motocicletas al momento de la
compraventa, esto debido a que una de las causas de
mayor consumo es por la facilidad en el trámite de ad-
quisición de este tipo de vehículo motorizado (ONG,
2025), por lo que, regular este trámite ayudaría en el
control del registro vehicular para la identificación
cuando haya participado en algún hecho u acto catalo-
gado como delito, o en la inhibición del mismo, ya que
se pretende que el vendedor no entregue la o las moto-
cicletas, hasta que el consumidor final haya realizado el
trámite de la o las placas correspondientes.

En cuanto a la reflexión jurídica, se propone reformar
esta ley debido a la materia que regula y la problemá-
tica que se pretende normar están subsumidas en su
objeto, por eso la viabilidad, ya que sería un error mo-
dificar otra Ley como lo sería el Código de Comercio
o la Ley del Registro Público Vehicular.

Es menester señalar que si bien el consumidor final al
adquirir la motocicleta tiene la obligación de tramitar
su placa conforme en los demás órdenes jurídicos; es
decir, después de comprar la unidad. Con la reforma se
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propone que se tramite su placa antes de que se entre-
gue el vehículo motorizado para condicionar que se
haya realizado el trámite adecuadamente y al salir la
unidad también tenga las placas.

Incluirlo en esta Ley General de orden público e inte-
rés social, entendida como aquellas que inciden váli-
damente en los diferentes ordenes jurídicos, de cum-
plimiento obligatorio en aras del beneficio de la
sociedad, dejando a los Estados en su ámbito de com-
petencia la facultad de adecuarse a la disposición que
se agrega, pero con las modificaciones que el legisla-
dor local crea pertinentes sin contravenir de fondo lo
señalado, además de lo que dispongan los municipios,
permitirá una armonización completa en todo el terri-
torio nacional, objetivo de la presente y que con ello se
inhiban los problemas de seguridad pública.

Para una mejor comprensión, se agrega un cuadro
comparativo de la propuesta de reforma:

Por lo comentado anteriormente, someto a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Por el que se reforma y adiciona una fracción al ar-
tículo 49 de la Ley General de Movilidad y Seguri-
dad Vial.

Único. Se reforman las fracciones XIII, XIV; y se adi-
ciona la fracción XV al artículo 49 de la Ley General
de Movilidad y Seguridad Vial, para quedar como si-
gue:

Artículo 49. Medidas mínimas de tránsito.

...

...

...

I. a XII. ...

XIII. La supervisión de pesos y dimensiones de todos
los vehículos motorizados en todas sus modalidades
deberán cumplir con las Normas Oficiales Mexicanas
y demás leyes aplicables;

XIV. Medidas para la prevención y mitigación de fac-
tores de riesgo; y

XV. Las entidades federativas y los municipios es-
tarán obligados a establecer como requisito para la
entrega de motocicletas nuevas, comercializadas
por personas físicas o morales, que el adquirente,
en su carácter de consumidor final, haya realizado
el trámite para la obtención de las placas de circu-
lación correspondientes. Lo anterior, sin perjuicio
de las excepciones que establezca la legislación lo-
cal aplicable.

...

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente a partir de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.
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Segundo. Las entidades federativas y los municipios
tendrán un plazo no mayor a 180 días naturales a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto para ar-
monizar sus respectivos ordenamientos en el ámbito
de sus competencias.
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Dado en la Comisión Permanente, 
a 30 de julio de 2025.

Diputado Tecutli José Guadalupe
Gómez Villalobos (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Movilidad. Julio 30 de
2025.)

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 113 BIS A LA LEY GENERAL

DE SALUD, PARA INCLUIR LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE

LA OBESIDAD INFANTIL COMO PRIORIDAD PROGRAMÁTICA

NACIONAL, RECIBIDA POR LA DIPUTADA ELIZABETH MAR-
TÍNEZ ÁLVAREZ Y LA SENADORA GINA GERARDINA CAM-
PUZANO GONZÁLEZ, INTEGRANTES DE LOS GRUPOS PAR-
LAMENTARIOS DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE EFECTUADA EL MIÉRCOLES 30 DE JULIO DE

2025

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y senadora Gina Campuzano González, integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y de conformidad con los artí-
culos 55, fracción II, 56, 94 y 179 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, someten a la considera-
ción de esta soberanía, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un artículo 113
Bis a la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La obesidad infantil es uno de los principales proble-
mas de salud pública en México y constituye una
amenaza silenciosa para el desarrollo integral de mi-
llones de niñas y niños. De acuerdo con la Encuesta
Nacional de Salud y Nutrición 2022, 34.5 por ciento
de las niñas y niños de entre 5 y 11 años presentan so-
brepeso u obesidad. Este porcentaje ha ido en aumen-
to desde hace más de dos décadas, situando a México
entre los primeros lugares a nivel mundial en obesidad
infantil.1

Esta condición, lejos de ser un tema estético, conlleva
graves riesgos para la salud como diabetes tipo 2, hi-
pertensión, enfermedades cardiovasculares, apnea del
sueño, trastornos emocionales y una disminución sig-
nificativa en la calidad y expectativa de vida. Además,
genera un impacto económico considerable: según es-
timaciones del Instituto Nacional de Salud Pública, el
costo asociado a enfermedades relacionadas con el so-
brepeso y la obesidad podría representar hasta 2.5 por
ciento del producto interno bruto en los próximos años
si no se toman medidas urgentes.2
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El artículo 4o. constitucional reconoce el derecho de
todas las personas a la protección de la salud. No obs-
tante, la Ley General de Salud carece de disposiciones
específicas que establezcan con claridad la obligación
de prevenir y atender la obesidad infantil como una
prioridad programática nacional.

La evidencia científica y epidemiológica ha demostra-
do que el sobrepeso en la infancia tiene una alta pro-
babilidad de mantenerse en la edad adulta, multipli-
cando los costos sanitarios y sociales en el mediano y
largo plazo. Por ejemplo, más de 80 por ciento de los
niños con obesidad seguirán siéndolo en la adultez.
Además, la obesidad infantil se asocia a un menor ren-
dimiento escolar, discriminación, aislamiento social y
afectaciones en la salud mental que pueden prolongar-
se durante toda la vida.

Es indispensable una intervención oportuna desde el
Estado, particularmente desde el sector salud en coor-
dinación con el educativo y comunitario. La alimenta-
ción hipercalórica, la reducción del tiempo destinado
al juego activo, la falta de espacios públicos seguros,
el alto consumo de bebidas azucaradas y la escasa edu-
cación nutricional son factores estructurales que deben
abordarse desde una política pública transversal, con
enfoque de derechos. 

Actualmente, el artículo 113 de la Ley General de Sa-
lud establece que los servicios de salud se organizarán
con base en programas específicos dirigidos a grupos
de población definidos o problemas de salud determi-
nados. Esta redacción permite la incorporación de pro-
gramas contra la obesidad infantil, pero no lo estable-
ce como una obligación ni una prioridad estructural.

Esta reforma tiene como propósito incorporar de for-
ma expresa y obligatoria en dicho artículo la necesidad
de que los servicios estatales y federales cuenten con
programas de prevención y atención integral de la obe-
sidad infantil, atendiendo la prevalencia y factores de
riesgo sociales, ambientales y educativos que la deter-
minan, y garantizando el acceso a una alimentación sa-
ludable, actividad física escolar, diagnóstico oportuno,
seguimiento clínico y participación comunitaria.

La obesidad infantil es también un asunto de justicia
social: las niñas y niños en condiciones de pobreza tie-
nen el doble de probabilidades de presentar malnutri-
ción por exceso, debido a la falta de acceso a alimen-

tos frescos, educación nutricional y servicios médicos.
No enfrentar este problema desde el marco legal per-
petúa desigualdades, compromete el futuro de las nue-
vas generaciones y pone en riesgo la sostenibilidad del
sistema de salud.

Es por ello, que se considera necesario adicionar un ar-
tículo 113 Bis a la Ley General de Salud, a fin de es-
tablecer que los servicios estatales y federales deberán
incorporar de forma obligatoria programas de preven-
ción y atención integral de la obesidad infantil, en fun-
ción de la prevalencia, los factores de riesgo sociales,
educativos y ambientales, y conforme a las condicio-
nes epidemiológicas locales. Estos programas deberán
contemplar acciones de promoción de la salud, ali-
mentación saludable, actividad física escolar, segui-
miento clínico, participación comunitaria y evaluación
periódica.

Legislar en esta materia no es solo una acción sanita-
ria estratégica, sino una muestra del compromiso del
Estado con el bienestar presente y futuro de la niñez
mexicana. Es garantizar su derecho a crecer sanos,
fuertes y con igualdad de oportunidades. Por ello, es
urgente y moralmente impostergable establecer la
atención a la obesidad infantil como una prioridad le-
gal nacional.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a con-
sideración de esta soberanía, la iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se adiciona un artículo 113 Bis a
la Ley General de Salud

Único. Se adiciona un artículo 113 Bis a la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 113 Bis. Los servicios estatales y federales
deberán incorporar programas de prevención y aten-
ción integral de la obesidad infantil, en función de la
prevalencia, los factores de riesgo sociales, educativos
y ambientales, y conforme a las condiciones epide-
miológicas locales. Estos programas deberán contem-
plar acciones de promoción de la salud, alimentación
saludable, actividad física escolar, seguimiento clíni-
co, participación comunitaria y evaluación periódica.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Shamah- Levy, T., Gaona- Pineda, E.?B., Cuevas- Nasu, L.,

Morales- Ruán, C., Valenzuela- Bravo, D.?G., Méndez- Gómez

Humarán, I., entre otros (2023). Prevalencias de sobrepeso y

obesidad en población escolar y adolescente de México: Ensanut

Continua 2020- 2022. Salud Pública de México, 65 (Supl.?1),

S218–S224. https://doi.org/10.21149/14762 

2 Barquera, S., González de Cosío, T., y Rivera-Dommarco, J.

(2018). La obesidad en México: Estado de la política pública y re-

comendaciones para su prevención y control. Instituto Nacional de

Salud Pública. El documento estima que el impacto económico de la

obesidad en México podría ascender a 2.1? por ciento a 2.5 del pro-

ducto interno bruto si no se implantan medidas preventivas eficaces.

Dado en la sede de la 
Comisión Permanente, el 30 de julio de 2025.

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina 
Campuzano González (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Salud. Julio 30 de 2025.)

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 22 TER A LA LEY DE CAMI-
NOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL Y UN PÁ-
RRAFO QUINTO AL ARTÍCULO 37 DE LA LEY GENERAL DE

MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL, RECIBIDA DEL DIPUTADO

TECUTLI JOSÉ GUADALUPE GÓMEZ VILLALOBOS, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO,
EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉR-
COLES 30 DE JULIO DE 2025

Quien suscribe, diputado Tecutli José Guadalupe Gó-
mez Villalobos, integrante de esta LXVI Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, integrante del

Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 78, pá-
rrafo segundo, fracción III, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122, numeral
1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, y
179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración del pleno de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona un artículo 22 Ter a la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal y se adiciona un pá-
rrafo quinto al artículo 37 de la Ley General de Movi-
lidad y Seguridad Vial, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La movilidad es un derecho fundamental reconocido
en nuestra Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en su artículo 4o., que a la literalidad nos
dice:

Artículo 4o.-

(…)

Toda persona tiene derecho a la movilidad en con-
diciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia,
sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad.

Entendiendo que los derechos fundamentales son una
expresión básica de las conquistas históricas, políticas
y jurídicas que el hombre ha construido a lo largo de
su historia en un espacio territorial y tiempo determi-
nado que han sido codificados para su reconocimiento
jurídico por parte del Estado en cuestión para su tute-
la y eficacia (González, 2013). Por lo tanto, la movili-
dad en cuanto a derecho humano fundamental es una
realidad reconocida jurídicamente en nuestro país co-
mo resultado también de luchas históricas por la mis-
ma, pero la movilidad es un tema transversal que por
su propia naturaleza tiene diferentes principios o pos-
tulados que deben ser atendidos para que las y los me-
xicanos tengamos una movilidad integral; uno de estos
principios tan importantes lo podemos encontrar en la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, que a la
letra nos dice:
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Capítulo II

De los principios de movilidad y seguridad vial

Artículo 4. Principios de movilidad y seguridad
vial

(…)

III. Confiabilidad. Las personas usuarias de los ser-
vicios de transporte deben tener la certeza de que
los tiempos de recorrido, los horarios de operación
y los puntos de abordaje y descenso son predefini-
dos y seguros, de manera que se puedan planear los
recorridos de mejor forma;

(…)

V. Eficiencia. Maximizar los desplazamientos ági-
les y asequibles, tanto de personas usuarias como de
bienes y mercancías, optimizando los recursos am-
bientales y económicos disponibles;

En este sentido, la movilidad deber ser confiable y efi-
caz, el Estado o el gobierno federal debe tutelar el
acuerdo con la concurrencia de los estados y munici-
pios en sus respectivos ámbitos y competencias.

Sin embargo, esta iniciativa analizará una problemáti-
ca específica en las autopistas, de naturaleza privada,
en nuestro país, donde las manifestaciones, accidentes
entre otros hechos y actos jurídicos representan un re-
traso en la movilidad de las personas en cuanto al prin-
cipio de confiabilidad y eficiencia refiere, dado que es-
tos hechos u actos repercuten directamente en el
tráfico que se genera en dichos tramos carreteros; por
lo tanto, los recorridos no tienen certeza en cuanto a
tiempo, agilidad y planeación de los mismos, por lo
que la efectividad de los principios enunciados en
nuestra ley no se cumplen.

Solo por citar un ejemplo de cada supuesto, están los
siguientes:

• La megamarcha transportistas, de fecha 17 de febre-
ro de 2025, afectó el tránsito en al menos 4 autopistas
diferentes (Gil, 2025).

• Vuelca tráiler en la autopista México-Toluca y colap-
sa el tráfico en la salida de Santa Fe hacia Constitu-
yentes, de fecha 11 de marzo de 2025 (Méndez, 2025).

• Inundaciones, árboles y autos destrozados: los daños
del huracán ‘Otis’ incomunican la costa de Guerrero
de fecha 25 de octubre de 2023 (Simancas, 2023).

En estos supuestos, sabemos que no todas esas situa-
ciones pueden ser anticipadas para que las personas
puedan a través de los diferentes medios de comunica-
ción o herramientas de geolocalización y movilidad,
para trazar su ruta de manera más eficiente, además al
adentrarse en la ruta, quedas incomunicado ya que se
pierde la señal en los equipos móviles o de telecomu-
nicación; por lo tanto, no existe manera de anticipar y
corregir la ruta.

En tal virtud, la iniciativa pretende dar una solución a
la problemática en las autopistas privadas, donde pa-
gas por el derecho de tránsito en vía rápida.

Dado que el derecho a una movilidad confiable y efi-
caz está reconocida en nuestros ordenamientos jurídi-
cos, aunado a que en las autopistas privadas pagas por
un derecho de tránsito que en teoría debería ser más rá-
pido y a manera de que se pueda cumplimentar lo pre-
visto en la Ley en medida de lo posible, se propone
que las autopistas de nueva construcción contemplen
la instalación de señalamientos en sus ingresos viales
donde avisen con anticipación sobre la situación que
guarda la autopista para que el usuario pueda decidir
sobre su mejor ruta o en su caso puedan modificar su
camino, así como las ya existentes los integren como
parte de su infraestructura.

A continuación, se agrega un cuadro comparativo de la
propuesta para una mejor comprensión de la reforma:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto

Por el que se adiciona un artículo 22 Ter a la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal; y se
adiciona un quinto párrafo recorriendo los subse-
cuentes al artículo 37 de la Ley General de Movili-
dad y Seguridad Vial

Primero. Se adiciona el artículo 22 Ter a la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal, para quedar
en los siguientes términos:

Artículo 22 Ter.-

Para el diseño de construcciones de autopistas, así
como en la modernización y ampliación de estas, la
Secretaría, observando los principios de confiabili-

dad y eficiencia, deberá contemplar, en su diseño y
en su plan de conservación, la implementación de
señalamientos en los ingresos sobre la situación de
flujo vial que guarda el tramo carretero, al menos
dos salidas previas al ingreso de la autopista.

Para los efectos del presente artículo se entenderá
por señalamiento, la infraestructura vial que tiene
el objetivo de prevenir al usuario o posible usuario
de la autopista, sobre el flujo vial del tramo carre-
tero en cuestión para que puedan tomar mejores
decisiones sobre su ruta.

Segundo. Se adiciona un quinto párrafo recorriendo
los subsecuentes al artículo 37 de la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, para quedar en los si-
guientes términos:

Artículo 37. Estándares para la construcción de in-
fraestructura vial.

...

...

...

De igual manera, para la construcción de autopis-
tas, así como la ampliación y modernización de es-
tas, se deben prever señalamientos en sus ingresos
sobre la situación de flujo vial que guarda el tramo
carretero, al menos dos salidas previas al ingreso de
la autopista, con el objetivo de prevenir al usuario
o posible usuario de la autopista, sobre el flujo vial
del tramo carretero en cuestión para que puedan
tomar mejores decisiones sobre su ruta.

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente a partir de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Los concesionarios de las autopistas debe-
rán hacer las adecuaciones pertinentes referidas en el
decreto para cumplir con la ley, en un plazo no mayor
a 8 meses.
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Dado en la Comisión Permanente, 
a 30 de julio de 2025.

Diputado Tecutli José Guadalupe 
Gómez Villalobos (rúbrica)

(Turnada a las Comisiones Unidas de Comunicaciones
y Transportes, y de Movilidad. Julio 30 de 2025.)

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 159 BIS A LA LEY GENERAL

DE SALUD, PARA CREAR EL REGISTRO DE PERSONAS CON

DIABETES TIPO 1, RECIBIDA DE LA DIPUTADA ELIZABETH

MARTÍNEZ ÁLVAREZ Y LA SENADORA GINA GERARDINA

CAMPUZANO GONZÁLEZ, INTEGRANTES DE LOS GRUPOS

PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA COMI-
SIÓN PERMANENTE LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 30 DE

JULIO DE 2025

Las que suscriben, diputada Elizabeth Martínez Álva-
rez y senadora Gina Campuzano González, integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
en la LXVI Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y de conformidad con los artí-
culos 55, fracción II, 56, 94 y 179 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, someten a la consideración
de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona un artículo 159 Bis 1 a la
Ley General de Salud, en materia de registro de perso-
nas con diabetes tipo 1, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El derecho a la protección de la salud, reconocido en
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, impone al Estado la obliga-
ción de diseñar políticas públicas eficaces, inclusivas
y basadas en evidencia. En este contexto, la diabetes
mellitus tipo 1 (DM1) representa un reto creciente en
materia de salud pública, particularmente porque sigue
siendo invisibilizada en los sistemas de información y
planeación del sector salud.

A diferencia de la diabetes tipo 2, la DM1 es una en-
fermedad autoinmune, no prevenible, que suele diag-
nosticarse en la infancia, adolescencia o juventud, y
requiere tratamiento con insulina de por vida, así co-
mo monitoreo constante, acceso garantizado a tecno-
logías médicas, educación terapéutica y apoyo psico-
social continuo.1

De acuerdo con la Federación Internacional de Diabe-
tes, en 2023 más de 1.2 millones de niños y adoles-
centes vivían con DM1 en el mundo. En México, aun-
que no existen cifras oficiales desagregadas, se estima
que decenas de miles de personas viven con esta con-
dición sin que el Estado tenga datos precisos sobre su
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prevalencia, localización o necesidades específicas. La
Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensanut) no
distingue entre tipos de diabetes, lo que obstaculiza el
diseño de políticas públicas diferenciadas.2

Esta omisión tiene consecuencias directas:

• No se planifican compras públicas suficientes de in-
sumos como tiras reactivas, sensores, bombas de insu-
lina o insulina análoga.

• Las personas con DM1 no son consideradas en polí-
ticas de inclusión escolar o laboral.

• Se impide la planeación de servicios especializados
y formación de personal en atención específica a
DM1.

• Se niega visibilidad a una población que enfrenta
riesgos diarios de vida o muerte ante hipoglucemias,
cetoacidosis o falta de insumos.

Diversas organizaciones civiles y colectivos de pa-
cientes han demandado por años un registro nacional
diferenciado, que permita reconocer, proteger y
atender a esta población de forma adecuada. Sin este
registro, el Estado mexicano incumple con los prin-
cipios de equidad, progresividad y no discriminación
que rigen en el marco de los derechos humanos.

Por ello, esta iniciativa propone adicionar el artículo
159 Bis 1 a la Ley General de Salud, para crear un Re-
gistro Nacional de Personas con Diabetes Tipo 1
(RND-T1), coordinado por la Secretaría de Salud en
colaboración con el Inegi y los gobiernos estatales,
con carácter obligatorio, actualizado periódicamente,
y con un enfoque basado en derechos humanos, géne-
ro, niñez e inclusión.

Esta reforma no implica nuevas cargas presupuestales
inmediatas, pero sí establece una base jurídica clara
para identificar a la población con DM1 y sentar las
condiciones para el diseño de políticas públicas más
justas, eficaces y con enfoque diferenciado.

Legislar en esta materia es un acto de justicia, de res-
ponsabilidad ética y de visión sanitaria. Es reconocer
que existe una población que vive con una condición
crónica, demandante y de alto impacto en la vida dia-
ria, y que hasta hoy no ha contado con un registro na-

cional que permita dimensionar adecuadamente sus
necesidades. Crear el Registro Nacional de Personas
con Diabetes Tipo 1 permitirá contar con datos confia-
bles y diferenciados, que sirvan de base para diseñar
políticas públicas más eficaces, equitativas y focaliza-
das. Esta reforma representa una oportunidad para sal-
dar una deuda histórica con quienes viven con esta
condición y fortalecer las bases de un sistema de salud
más justo, eficiente y centrado en las personas.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a con-
sideración de esta soberanía, la iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se adiciona un artículo 159 Bis 1
a la Ley General de Salud

Único. Se adiciona un artículo 159 Bis 1 a la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar en los siguientes términos: 

Artículo 159 Bis 1. Registro Nacional de Personas
con Diabetes Tipo 1 (RND-T1)

La Secretaría de Salud, en coordinación con el Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía, el Con-
sejo Nacional de Salud Pública y las secretarías de
salud de las entidades federativas, implementará el
Registro Nacional de Personas con Diabetes Tipo 1
(RND-T1), que tendrá carácter obligatorio, cober-
tura nacional y actualización periódica. 

El Registro deberá: 

I. Distinguir la diabetes tipo 1 de otros tipos de
diabetes.

II. Incluir variables como edad, sexo, entidad fe-
derativa, tipo de tratamiento, uso de tecnología
médica, acceso a servicios de salud, condición
educativa o laboral, entre otras que permitan
una caracterización adecuada.

III. Incorporar un enfoque de derechos huma-
nos, equidad de género, niñez y no discrimina-
ción. 

IV. Ser publicado y actualizado anualmente, con
datos desagregados y de acceso público, confor-
me a la normativa en materia de protección de
datos personales.

Gaceta Parlamentaria Lunes 4 de agosto de 202572



V. Servir como base para la planeación, ejecu-
ción y evaluación de políticas públicas orienta-
das a garantizar el acceso equitativo a servicios,
insumos y tratamiento para personas con diabe-
tes tipo 1.

El incumplimiento en la integración, actualiza-
ción o publicación del RND-T1 por parte de las
autoridades competentes será sujeto de revisión
conforme a lo dispuesto en la Ley General de
Responsabilidades Administrativas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con un plazo
de 180 días naturales, contados a partir de la entrada
en vigor del presente decreto, para emitir los linea-
mientos técnicos para la implementación del RND-T1.

Tercero. El Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía deberá coordinarse con las autoridades sanita-
rias federales y locales para establecer los mecanis-
mos de recolección, protección y difusión de los
datos contenidos en el RND-T1, en un plazo no ma-
yor a 6 meses.

Dado en la sede de la 
Comisión Permanente, a 30 de julio de 2025.

Diputada Elizabeth Martínez Álvarez (rúbrica)

Senadora Gina Gerardina 
Campuzano González (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Salud. Julio 30 de 2025.)
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